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DE LA 

MONARQUIA ESPAÑOLA. 


La Nación Española, y en su nombre las Corles Constituyentes 
elegidas por sufragio universal, deseando afianzar la justicia, 
la libertad y la seguridad , y proveer al bien de cuantos vivan 
en España , decretan y sancionan la siguiente 


CONSTITUCION. 


TÍTULO PRIMERO. 

% 

De los españoles y sus derechos. 

✓ 

Artículo L° Son españoles: 

L° Todas las personas nacidas en territorio es- 
pañol. 

2. ° Los hijos de padre ó madre españoles, aunque 
hayan nacido fuera de España. 

3. ° Los extranjeros que hayan obtenido carta de 
naturaleza. 

Los que sin ella hayan ganado vecindad en 
cualquier pueblo del territorio español. 

La calidad de español se adquiere, se conserva y 
**• pierde con arreglo á lo que determinen las leyes. 
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Art. 2.° Ningún español ni extranjero podrá ser 
detenido ni preso sino por causa de delito. 

Art. 3.° Todo detenido será puesto en libertad ó 
entregado á la Autoridad judicial dentro de las 24 
horas siguientes al acto de la detención. 

Toda detención se dejará sin efecto ó elevará á 
prisión dentro de las 72 horas de haber sido entregado 
el detenido al Juez competente. 

La providencia que se dictare se notificará al in- 
teresado dentro del mismo plazo. 

Art. 4.° Ningún español podrá ser preso sino en 
virtud de mandamiento de Juez competente. El auto 
por el cual se haya dictado el mandamiento se rati- 
ficará ó repondrá , oido el presunto reo , dentro de 
las 72 horas siguientes al acto de la prisión. 

Art. 5.° Nádie podrá entrar en el domicilio de un 
español ó extranjero residente en España sin su con- 
sentimiento, excepto en los casos urgentes de incendio, 
inundación u otro peligro análogo, ó de agresión ile- 
gítima procedente de adentro, ó para auxiliar á perso- 
na que desde allí pida socorro. 

Fuera de estos casos , la entrada en el domicilio 
de un español ó extranjero residente en España , y el 
registro de sus papeles ó efectos, sólo podrán decre- 
tarse por Juez competente y ejecutarse de dia. 

El registro de papeles y efectos tendrá siempre lu- 
gar á presencia del interesado ó de un individuo de su 
familia , v en su defecto de dos testigos vecinos del 
mismo pueblo. 

Sin embargo, cuando un delincuente hallado infra- 
ganti y perseguido por la Autoridad ó sus agentes se 
refugiase en su domicilio, podrán estos penetrar en él 
sólo para el acto de la aprehensión. Si se refugiare en 
domicilio ajeno, precederá requerimiento al dueño de 
este. 

Art. 6.° Ningún español podrá ser compelido á 
mudar de domicilio ó de residencia sino en virtud de 
sentencia ejecutoria. 

Art. 7.° En ningún caso podrá detenerse ni abrirse 
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por la Autoridad gubernativa la correspondencia con- 
fiada al correo, ni tampoco detenerse la telegráfica. 

Pero en virtud de auto de Juez competente podrán 
detenerse una y otra correspondencia, y también abrir- 
se en presencia del procesado la que se le dirija por el 
correo. 

Art. 8.° Todo auto de prisión, de registro de mo- 
rada ó de detención de la correspondencia escrita ó 
telegráfica será motivado. 

Cuando el auto carezca de este requisito, ó cuando 
los motivos en que se haya fundado se declaren en jui- 
cio ilegítimos ó notoriamente insuficientes , la persona 
que hubiere sido presa , ó cuya prisión no se hubiere 
ratificado dentro del plazo señalado en el art. i.°, ó 
cuyo domicilio hubiere sido allanado , ó cuya corres- 
pondencia hubiere sido detenida , tendrá derecho á 
reclamar del Juez que haya dictado el auto una indem- 
nización proporcionada al daño causado, pero nunca 
inferior á 500 pesetas. 

Los agentes de la Autoridad pública estarán asimis- 
mo sujetos á la indemnización que regule el Juez cuan- 
do reciban en prisión á cualquiera persona sin man- 
damiento en que se inserte el auto motivado, ó cuando 
la retenga sin que dicho auto haya sido ratificado 
dentro de! término legal. 

Art. 9.° La Autoridad gubernativa que infrinja 
lo prescrito en los artículos 2.°, 3. a , 4.° y 5.° incurrirá, 
según los casos, en delito de detención arbitraria ó de 
allanamiento de morada, y quedará además sujeta á 
la indemnización prescrita j eu el párrafo segundo del 
artículo anterior. 

Art. 1 0 . Tendrá asimismo derecho á indemniza- 
ción, regulada por el Juez, todo detenido que dentro 
del término señalado en el art. 3.° no haya sido entre- 
gado á la Autoridad judicial. 

Si el Juez, dentro del término prescrito en dicho 
artículo , no elevare á prisión la detención, estará 
obligado para con el detenido á la indemnización que 
establece el artículo 8.° 
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Art. I I. Ningún español podrá ser procesado ni 
sentenciado sino por el Juez ó Tribunal á quien , en 
virtud de leyes anteriores al delito, competa el cono- 
cimiento v en la forma que estas prescriban. 

No podrán crearse Tribunales extraordinarios ni 
comisiones especiales para conocer de ningún delito. 

Art. 12 . Toda persona detenida ó presa sin las 
formalidades legales, ó fuera de los casos previstos en 
esta Constitución, será puesta en libertad á petición 
suya ó de cualquier español. 

La lev determinará la forma de proceder suma- 
riamente en este caso, así como las penas personales 
y pecuniarias en que haya de incurrir el que ordenare, 
ejecutare ó hiciere ejecutar Ja detención ó prisión 
ilegal. 

Art. 13 . Nadie podrá ser privado temporal ó 
perpetuamente de sus bienes y derechos , ni turbado 
en la posesión de ellos sino en virtud de sentencia 
judicial. 

Los funcionarios públicos que bajo cualquier pre- 
texto infrinjan esta prescripción serán personalmente 
responsables del daño causado. 

Quedan exceptuados de ella los casos de incendio 
é inundación ú otros urgentes análogos, en que por la 
ocupación se Ivaya de excusar un peligro al propietario 
ó poseedor, ó evitar ó atenuar el mal que se temiere ó 
hubiere sobrevenido. 


Art. II. Nadie podrá ser expropiado de sus 
bienes sino por cansa de utilidad común y en virtud 
do mandamiento judicial , que no se ejecutará sin pre- 
via indemnización regulada- por el Juez con interven- 
ción del interesado. 


Art. 1 5. Nádie está obligado á pagar contribución 
que no haya sido volada por las Cortes, ó por las 
corporaciones populares legalmente autorizadas para 
imponerla , y cuya cobranza no se haga en la forma 
prescrita por la ley. 

lodo funcionario público que intente exigir ó exija 
el pago de una contribución sin los requisitos prescritos 
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en este artículo incurrirá en el delito de exacción ilegal. 

Art. 1 6. Ningún español que se halle en el pleno 
goce de sus derechos civiles podrá ser privado del 
derecho de votar en las elecciones de Senadores , Di- 
putados á Córtes , Diputados provinciales y Concejales. 

Art. 17. Tampoco podrá ser privado ningún espa- 
ñol: 

Del derecho de emitir libremente sus ideas y 
opiniones, ya de palabra, ya por escrito, valiéndose 
de la imprenta ó de otro procedimiento semejante. 

Del derecho de reunirse pacíficamente. 

Del derecho de asociarse para todos los fines de 
la vida humana que no sean contrarios á la moral pú- 
blica; y por último , 

Del derecho de dirigir peticiones individual ó colec- 
tivamente á las Córtes, al Rey y ó las Autoridades. 

Art. 18. Toda reunión pública estará sujeta á las 
disposiciones generales de policía. Las reuniones al aire 
libre y las manifestaciones políticas solo podrán cele- 
brarse de dia. 

Art. 19. A toda asociación cuyos individuos de- 
linquieren por los medios que la misma les propor- 
cione, podrá imponérsele la pena de disolución. 

La Autoridad gubernativa podrá suspender la aso- 
ciación que delinca, sometiendo incontinenti á los reos 
al Juez competente. 

Toda asociación cuyo objeto ó cuyos medios com- 
prometan la seguridad del Estado podrá ser disuelta 
por una ley. 

Art. 20. El derecho de petición no podrá ejer- 
cerse colectivamente por ninguna clase de fuerza ar- 
mada. 

Tampoco podrán ejercerlo individualmente los que 
formen parte de una fuerza armada sino con arreglo 
á las leyes de su instituto en cuanto tenga relación 
con este. 

Art. 21 . La Nación se obliga á mantener el culto 
y los ministros de la religión católica. 

El ejercicio público ó privado de cualquiera otro 
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culto queda garantido á todos los extranjeros residen- 
tes en España, sin más limitaciones que las reglas uni- 
versales de la moral y del derecho. 

Si algunos españoles profesaren otra religión que 
la católica , es aplicable á los mismos todo lo dispuesto 
en el párrafo anterior. 

Art 22. No se establecerá ni por las leyes ni por 
las Autoridades disposición alguna preventiva que se 
refiera al ejercicio de los derechos definidos en este 
título. Tampoco podrán establecerse la censura, el de- 
pósito ni el editor responsable para los periódicos. 

Art. 23. Los delitos que se cometan con ocasión 
del ejercicio de los derechos consignados en este título 
serán penados por los Tribunales con arreglo á las le- 
yes comunes. 

Art. 24. Todo español podrá fundar y mantener 
establecimientos de instrucción ó de educación sin pre- 
via licencia , salva la inspección de la Autoridad com- 
petente por razones de higiene y moralidad. 

Art. 25. Todo extranjero podrá establecerse libre- 
mente en territorio español, ejercer en él su industria, 
ó dedicarse á cualquiera profesión para cuyo desempe- 
ño no exijan las leyes títulos de aptitud expedidos por 
las Autoridades españolas. 

Art. 26. A ningún español que esté en el pleno 
goce de sus derechos civiles podrá impedirse salir li- 
bremente del territorio , ni trasladar su residencia y 
haberes á país extranjero, salvas las obligaciones de 
contribuir al servicio militar ó al mantenimiento de las 
cargas públicas. 

Art. 27. Todos los españoles son admisibles á los 
empleos y cargos públicos según su mérito y capacidad. 

La obtención y el desempeño de estos empleos y 
cargos, así como la adquisición y el ejercicio de los de- 
rechos civiles y políticos, son independientes de la re- 
ligión que profesen los españoles. 

El extranjero que no estuviese naturalizado no po- 
drá ejercer en España cargo alguno que tenga aneja 
autoridad ó jurisdicción. 
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Art. 28. Todo español está obligado á defender 
la patria con las armas cuando sea llamado por la ley, 
y á contribuir á los gastos del Estado en proporción 
de sus haberes. 

Art. 29. La enumeración de los derechos consigna- 
dos en este título no implica la prohibición de cual- 
quiera otro no consignado expresamente. 

Art. 30. No será necesaria la prévia autorización 
para procesar ante los Tribunales ordinarios á los fun- 
cionarios públicos, cualquiera que sea el delito que 
cometieren. 

El mandato del superior no eximirá de responsabili- 
dad en los casos de infracción manifiesta, clara y 
terminante de una prescripción constitucional. En los 
demás, sólo eximirá á los agentes que no ejerzan 
autoridad. 

Art. 31. Las garantías consignadas en los artí- 
culos 2.°, -5.° y 6.°, y párrafos primero, segundo y 
tercero del 1 7, no podrán suspenderse en toda la Mo- 
narquía ni en parte de ella sino temporalmente y por 
medio de una ley, cuando así lo exija la seguridad del 
Estado en circunstancias extraordinarias. 

Promulgada aquella, el territorio á que se aplicare 
se regirá, durante la suspensión, por la ley de orden 
público establecida de antemano. 

Pero ni en una ni en otra ley se podrán suspen- 
der más garantías que las consignadas en el primer 
párrafo de este artículo, ni autorizar al Gobierno para 
extrañar del reino, ni deportar á los españoles, ni 
para desterrarlos á distancia de más de 250 kilómetros 
de su domicilio. 

En ningún caso Jos Jefes militares ó civiles podrán 
establecer otra penalidad que la prescrita préviamente 
por la lev. 

TÍTULO II. 

De los poderes públicos.. 

Art. 32. La soberanía reside esencialmente en la 
Nación, de la cual emanan todos los poderes. 
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Art. 33. La forma de Gobierno de la Nación espa- 
dóla es la Monarquía. 

Art. 34. La potestad de hacer las leyes reside en 
las Córtes. 

El Rey sanciona y promulga las leyes. 

Art. 35. El poder ejecutivo reside en el Rey, que 
lo ejerce por medio de sus Ministros. 

Art. 30. Los Tribunales ejercen el poder judicial. 

Art. 37. La gestión de los intereses peculiares de 
los pueblos y de las provincias corresponde respecti- 
vamenle ó los Ayuntamientos y Diputaciones provin- 
ciales, con arreglo á las leyes. 


TITULO III. 

Del poder legislativo. 

Art. 38. Las Córtes se componen de dos Cuerpos 
Colegisladores, á saber: Senado y Congreso. Ambos 
Cuerpos son iguales en facultades, excepto en los 
casos previstos en la Constitución. 

Art. 39. El Congreso se renovará totalmente cada 
tres años. El Senado se renovará por cuartas partes 
cada tres años. 

Art. 40. Los Senadores y Diputados representarán 
á toda la Nación, v no exclusivamente á los electores 
que los nombraren. 

Art. 41. Ningún Senador ni Diputado podrá admi- 
tir de sus electores mandato alguno imperativo. 

SECCION PRIMERA. 

DE LA CELEBRACION Y FACULTADES DE LAS CORTES. 

Art. 42. Las Córtes se reúnen todos los años. 

Corresponde al Rey convocarlas, suspender y cer- 
rar sus sesiones, y disolver uno de los Cuerpos 
Colegisladores, ó ámbos á la vez. 
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Art. 43. Las Cortes estarán reunidas á lo menos 
cuatro meses cada año, sin incluir en este tiempo el 
que se invierta en su constitución. El Rey las convo- 
cará, á más tardar, para el clia \ .° de Febrero. 

Art. 44. Las Córtes se reunirán necesariamente 
luego que vacare la Corona ó que el Rey se imposibi- 
litare de cualquier modo para el gobierno del Estado. 

Art. 45. Cada uno de los Cuerpos Colegisladores 
tendrá las facultades siguientes : 

! . a Formar el respectivo reglamento para su go- 
bierno interior. 

2. a Examinar la legalidad de las elecciones y la ap- 
titud legal de los individuos que lo compongan. 

Y* 3. a Nombrar, al constituirse, su Presidente, Vi- 
cepresidentes y Secretarios. 

Mientras el Congreso no sea disuelto, su Presiden- 
te, Vicepresidentes y Secretarios continuarán ejercien- 
do sus cargos durante las tres legislaturas. 

El Presidente , Vicepresidentes y Secretarios del 
Senado se renovarán siempre que haya elección gene- 
ral de dichos cargos en el Congreso. 

Art. 46. No podrá estar reunido uno de los Cuer- 
pos Colegisladores sin que lo esté también el otro, 
excepto el caso en que el Senado se constituya en Tri- 
bunal. 

Art. 47. Los Cuerpos Colegisladores no pueden 
deliberar juntos, ni en presencia del Rey. 

Art. 48. Las sesiones del Senado y las del Con- 
greso serán públicas, excepto en los casos que nece- 
sariamente exijan reserva. 

Art. 49. Ningún proyecto podrá llegar á ser ley 
•sin que antes sea votado en los dos Cuerpos Colegis- 
ladores. 

Si no hubiere absoluta conformidad entre ámbos, 
se procederá con arreglo á la ley que fija sus rela- 
ciones. 


Art. 50. Los proyectos de ley sobre contribucio- 
ies , crédito público y fuerza militar se presentarán al 
congreso antes que al Senado; y si este luciere en ellos 
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alguna alteración que aquel no admita , prevalecerá la 
ir. sol ucion del Congreso. 

Art. o!. Las resoluciones de las Cortes se tomarán 


á pluralidad de votos. 

Para votar las leyes se requiere en cada uno ríe 
los Cuerpos Colegisladores la presencia de la mitad 
mas uno del número total de los individuos que tengan 
aprobadas sus actas. 

Art. b2. Ningún proyecto de lev puede aprobarse 
por las Cortes sino después de haber sido votado , ar- 
l ionio por artículo , en cada uno de los Cuerpos Cole- 
gisla dores. 

Kxreptúansc los Códigos ó leyes que por su mucha 
extensión no se presten á la discusión por artículos; 
poro, aun en este caso, los respectivos proyectos se 
someterán íntegros á las Cortes. 

Art. 53. Ambos Cuerpos Colegisladoves tienen el 
derecho de censura, y cada uno de sus individuos el de 
interpelación. 

Art. 54. La iniciativa de las leyes corresponde al 
Hoy y á cada uno de los Cuerpos Colegisladores. 

Art. 55. No se podrán presentar en persona , in- 
dividual ni colectivamente peticiones á las Cortes. 

Tampoco podrán celebrarse, cuando las Cortes es- 
tén abiertas, reuniones al aire libre en los alrededores 


del Palacio de ninguno de los Cuerpos Colegisladores. 

Art. 56. Los Senadores y los Diputados no po- 
drán ser procesados ni detenidos cuando estén abiertas 


las Cortes sin permiso del respectivo Cuerpo Colegisla- 
dor, á no ser hallados infraganti. Así en este caso, 


como en el de ser procesados ó arrestados mientras es- 
tuvieren cerradas las Cortes, se dará cuenta al Cuerpo 
á que pertenezcan tan luego como se reúnan. 

Cuando se hubiere dictado sentencia contra un 


Senador ó Diputado en proceso seguido sin el permiso 
á que se refiere el párrafo anterior, la sentencia no po- 
drá llevarse á efecto hasta que autorice su ejecución 
el Cuerpo á que pertenezca el procesado. 

Art. 5T Los Senadores y Diputados son inviola- 
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bles por las opiniones y votos que emitan en el ejerci- 
cio de su cargo. 

Art. 58. Además de la potestad legislativa, cor- 
responde a las Córtes: 

1. ° Recibir al Rey, al sucesor inmediato de la 
Corona y á la Regencia el juramento de guardar la 
Constitución y las leyes. 

2. ° Resolver cualquiera duda de hecho ó de derecho 
que ocurra en órden á la sucesión de la Corona. 

3. ° Elegir la Regencia del Reino, y nombrar el tutor 
del Rey menor cuando lo previene la Constitución. 

4. ° Hacer efectiva la responsabilidad de los Minis- 
tros. 

Y 5. 0, Nombrar y separar libremente los Ministros 
del Tribunal de Cuentas del Reino, sin que el nombra- 
miento pueda recaer en ningún Senador ó Diputado. 

Art. 59. El Senador ó Diputado que acepte del 
Gobierno ó de la Casa Real pensión, empleo, comisión 
con sueldo, honores ó condecoraciones, se entenderá 
que renuncia su cargo. 

Exceptúase de esta disposición el empleo de Minis- 
tro de la Corona. 


SECCION SEGUNDA. 

DEL SENADO. 

Aut. 60. Los Senadores se elegirán por provincias. 

Al efecto, cada distrito municipal elegirá por sufra- 
gio universal un número de compromisarios igual á la 
sexta parte del de Concejales que deban componer su 
Ayuntamiento. 

Los distritos municipales donde el número de 
Concejales no llegue á seis elegirán, sin embargo, un 
compromisario. 

Los compromisarios así elegidos se asociarán á la 
Diputación provincial respectiva, constituyendo con 
ella la Junta electoral. 

Cada una de estas Juntas elegirá á pluralidad abso- 
luta de votos cuatro Senadores. 



Vrt. 61. Cualquiera que sea en adelante la divi- 
sión territorial, nunca se alterará el número total de 
Senadores que, con arreglo A lo prescrito en esta 
Constitución, jesuíta de la demarcación actual de 


provincias. . , ,, . 

Art. 62. Para ser elegido Senador se necesita: 

•|.° Ser español. 

Tener 40 años de edad. 

;{ " Gozar ele todos los derechos civiles. 

Y 4.° Reunir álguna de las siguientes condiciones: 

Ser ó haber sido Presidente del Congreso; 

Dipiil-ado electo en tres elecciones generales, 6 
una vez para Cortes Constituyentes; 

Ministro de la Corona; 

Presidente del Consejo de Estado, de los Tribuna- 
les Supremos, del Consejo Supremo de la Guerra y del 
Tribunal de Cuentas del Reino; 

Capitán General de ejército ó Almirante; 

Teniente General ó Vicealmirante; 

Embajador; 

Consejero de Estado; 

Magistrado de los Tribunales Supremos, individuo 
del Consejo Supremo de la Guerra y del Almirantazgo, 
Ministro del Tribunal de Cuentas del Reino, ó Ministro 
Plenipotenciario durante dos años; 

Arzobispo ú Obispo; 

Rector de Universidad de la clase de Catedráticos; 

Catedrático de termino con dos años de ejercicio; 

Presidente ó Director de las Academias Española, 
de la Historia, de Nobles Artes, de Ciencias exactas, 
físicas y naturales, de Ciencias morales y políticas, 
y de Ciencias médicas ; 

Inspector general de los cuerpos de Ingenieros 
civiles; 

Diputado provincial cuatro veces; 

Alcalde dos veces en pueblos de más de 30.000 
almas. 

Art. 63. Serán además elegibles los 50 mayores 
contribuyentes por contribución territorial, y los 20 
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mayores por subsidio industrial y comercial de cada 
provincia. 

Art. 64. El Senado se renovará por cuartas partes, 
con arreglo á la ley electoral, cada vez que se hagan 
elecciones generales de Diputados. 

La renovación será total cuando el Rey disuelva 
el Senado. 

SECCION TERCERA. 

DEL CONGRESO. * 

Art. 65. El Congreso se compondrá de un Dipu- 
tado al ménos por cada 40.000 almas de población, 
elegido con arreglo á la ley electoral. 

Art. 66. Para ser elegido Diputado se requiere ser 
español, mayor de edad y gozar de todos los derechos 
civiles. 

TÍTULO IV- 

Del Rey. 

Art. 67. La persona del Rey es inviolable, y no 
está sujeta á responsabilidad. Son responsables los 
Ministros. 

Art. 68. El Rey nombra y separa libremente sus 
Ministros. 

Art. 69. La potestad de hacer ejecutar las leyes 
reside en el Rey, y su autoridad se extiende á todo 
cuanto conduce á la conservación del orden público en 
lo interior y á la seguridad del Estado en lo exterior, 
conforme á la Constitución y á las leyes. 

Art. 70. El Rey dispone de las fuerzas de mar y 
tierra, declara la guerra y hace y ratifica la paz, dando 
después cuenta documentada á las Córtes. 

Art. 7l. Una sola vez en cada legislatura podrá el 
Rey suspender las Córtes sin el consentimiento de estas. 
Rn todo caso las Córtes no podrán dejar de estar 
reunidas el tiempo señalado en el art. 43. 
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,\kt. 72. En el caso de disolución de uno ó de 
ambos Cuerpos Colegisladores, el Real decreto conten- 
día necesariamente Ta convocatoria de las Cortes para 


dentro de tres meses. 

Airr. 73. Además de las facultades necesarias para 
la ejecución de las leyes, corresponde al Rey: 

Cuidar de la acuñación de la moneda, en la 
que se pondrá su busto y nombre. 

2." Conferir los empleos civiles y militares con 
uncido á las le\es. 

• * v* _ . 


3." 


Conceder en igual forma honores y distin- 


ciones. 

7.° Dirigir las relaciones diplomáticas y comer- 
ciales con las demás Potencias. 

3.° Cuidar de que en todo el reino se administre 
pronta \ cumplida justicia. 

Y f>.° Indultar á los delincuentes con arreglo á 
las leyes, salvo lo dispuesto relativamente á los Minis- 
I ros. 

Aiti. 77. El Rey necesita estar autorizado por una 
ley especial: 

1. ° Para enajenar, ceder ó permutar cualquier 
parle del territorio español. 

2. ° Para incorporar cualquiera otro territorio al 
territorio español. 

3. ° Para admitir tropas extranjeras en el reino. 

7.° Para ratificar los tratados de alianza ofensiva, 
los especiales de comercio, los que estipulen dar subsi- 
dios á una Potencia extranjera, y todos aquellos que 
puedan obligar individualmente á los españoles. 

En ningún caso los artículos secretos de un tratado 
podrán derogar los públicos. 

5.° Para conceder amnistías é indultos generales. 

0.° Para contraer matrimonio, y para permitir que 
lo contraigan las personas que sean súbditos suyos y 
tengan derecho á suceder en la Corona, según la 
Constitución. 

Y 7.° Para abdicar la Corona. 

Art. 75. Al Rey corresponde la facultad de hacer 
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reglamentos para el cumplimiento y aplicación de las 
leyes, prévios los requisitos que las mismas señalen. 

Art. 76. La dotación del Rey se fijará al principio 
de cada reinado. 


TITULO V. 

De la sucesión á la Corona y de la Regencia del Reino. 

iV 

Art. 77. La Autoridad Real será hereditaria. 

La sucesión en el Trono seguirá el órden regular 
de primogenitura y representación, siendo preferida 
siempre la línea anterior á las posteriores; en la misma 
línea, el grado más próximo al más remoto; en el 
mismo grado, el varón á la hembra, y en el mismo 
sexo, la persona de más edad á la de ménos. 

Art. 78. Si llegare á extinguirse la dinastía que 
sea llamada á la posesión de la Corona, las Córtes 
harán nuevos llamamientos como más convenga á la 
Nación. 

Art. 79. Cuando falleciere el Rev, el nuevo Rev 

ti ** 

jurará guardar y hacer guardar la Constitución y las 
leyes, del mismo modo y en los mismos términos que 
las Córtes decreten para el primero que ocupe él Trono 
conforme á la Constitución/ 

Igual juramento prestará el Príncipe de Asturias 
cuando cumpla 1 8 años. 

Art. 80. Las Córtes excluirán de la sucesión á 
aquellas personas que sean incapaces para gobernar, 
ó hayan hecho cosa por que merezcan perder el 
derecho á la Corona. 

Art. 84 . Cuando reine una hembra , su marido 
no tendrá parte ninguna en el gobierno del reino. 

Art. 82. El Rey es mayor de edad á los 4 8 años. 

Art. 83. Cuando el Rey se imposibilitare para 
ejercer su autoridad, y la imposibilidad fuere recono- 
cida por las Córtes, ó vacare la Corona siendo de 
menor edad el inmediato sucesor, nombrarán las 
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Córtes para gobernar el reino una Regencia compuesta 
de una, tres ó cinco personas. 

Art. 84. Hasta que las Córtes nombren la Regencia 
será gobernado el reino provisionalmente por el padre, 
ó en su detecto por la madre del Rey, y en defecto de 
ámbos por el Consejo de Ministros. 

Art. 8o. La Regencia ejercerá toda la autoridad 
del Rey, en cuyo nombre se . publicarán los actos 
del Gobierno. 

Durante la Regencia no puede hacerse variación 
alguna en la Constitución. 

Art. 86. Será tutor del Rey menor el que le hubiere 
nombrado en su testamento el Rey difunto. Si este no 
le hubiere nombrado, recaerá la tutela en el padre, y 
en su defecto en la madre miéntras permanezcan 
viudos. 

A falta de tutor testamentario ó legítimo, lo 
nombrarán las Córtes. 

En el primero y tercer caso, el tutor ha de ser 
español de nacimiento. 

Las Córtes tendrán, respecto de la tutela del Rey, 
las mismas facultades que les concede el art. 80 en 
cuanto á la sucesión á la Corona. 

Los cargos de Regente y de tutor del Rey no 
pueden estar reunidos sino en el padre ó la madre. 


TÍTULO VI. 

De los Ministros. 

Art. 87. Todo lo que el Rey mandare ó dispusiere 
en el ejercicio de su autoridad será firmado por el 
Ministro á quien corresponda. Ningún funcionario 
público dará cumplimiento a lo que carezca de este 
requisito. 

Art. 88. No podrán asistir á las sesiones de las 
Córtes los Ministros que no pertenezcan á uno de los 
Cuerpos Colegisladores. 
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Art. 8'9. Los Ministros son responsables ante las 
Cortes de los delitos que cometan en el ejercicio de 
sus funciones. 

Al Congreso corresponde acusarlos y al Senado juz- 
garlos. 

Las leyes determinarán los casos de responsabilidad 
de los Ministros, las penas á que estén sujetos v el 
modo de proceder contra ellos. 

Art. 90. Para que el Rey indulte á los Ministros 
condenados por el Senado ha de preceder petición 
de uno de los Cuerpos Colegisla dores. 


TÍTULO VII. 

Del poder judicial. 


Art. 91. A los Tribunales corresponde exclusiva- 
mente la potestad de aplicar las leyes en los juicios 
civiles y criminales. 

La justicia se administra en nombre del Rey. 

Unos mismos Códigos regirán en toda la Monar- 
quía, sin perjuicio de las variaciones que por particu- 
lares circunstancias determinen las leyes. 

En ellos no se establecerá más que un sólo fuero 
para todos los españoles en los juicios comunes, civiles 
v criminales. 

Art. 92. Los Tribunales no aplicarán los regla- 
mentos generales, provinciales y locales sino en 
cuanto estén conformes con las leyes. 

Art. 93. Se establecerá el juicio por Jurados para 
todos los delitos políticos, y para los comunes que 
determine la ley. 

La ley determinará también las condiciones necesa- 


rias para desempeñar el cargo de Jurado. 

Art. 94. El Rey nombra á los Magistrados y Jueces 
á propuesta del Consejo de Estado y con arreglo á Ja 
ley orgánica de Tribunales. El ingreso en la carrera 
judicial será por oposición. Sin embargo, el Rey podra 
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nombrar hasta la cuarta parte de Magistrados de las 
Audiencias y del Tribunal Supremo sin sujeción á lo 
dispuesto en el párrafo anterior, ni á las reglas gene- 
rales de la ley orgánica de Tribunales; pero siempre 
con audiencia del Consejo de Estado y dentro de las 
categorías que para estos casos establezca la referida 
ley. 

Art. 9o. Los Magistrados y Jueces no podrán ser 
depuestos sino por sentencia ejecutoria ó por Real de- 
creto acordado en Consejo de Ministros, prévia consulta 
del Consejo de Estado, y al tenor de lo que se dis- 
ponga en la mencionada ley orgánica. Tampoco podrán 
ser trasladados sino por Real decreto expedido con 
los mismos trámites; pero podrán ser suspendidos por 
auto de Tribunal competente. 

Art. 96. Los Tribunales, bajo su responsabilidad, 
no darán posesión á los Magistrados ó Jueces que no 
hubieren sido nombrados con arreglo á la Constitución 
V á las leyes. 

Art. 97. Los ascensos en la carrera judicial se 
liarán á consulta del Consejo de Estado. 

Art. 98. Los Jueces son responsables personal- 
mente de toda infracción de ley que cometan , según 
lo que determine la ley de responsabilidad judicial. 

Todo español podrá entablar acción pública contra 
los Jueces ó Magistrados por los delitos que cometieren 
en el ejercicio de su cargo. 


TÍTULO VIII. 

De las Diputaciones provinciales y Ayuntamientos. 


Art. 99. La organización y atribuciones de las Di- 
putaciones provinciales y Ayuntamientos se regirán 
por sus respectivas leyes. 

Estas se ajustarán á los principios siguientes: 

1.° Gobierno y dirección de los intereses peculia- 
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res de la provincia ó del pueblo por las respectivas 
corporaciones.* 

%° Publicidad de las sesiones de unas y otras den- 
tro de los límites señalados por la ley. 

3.° Publicación de los presupuestos, cuentas y 
acuerdos importantes de las mismas. 

i.° Intervención del Rey, y en su caso de las Cór- 
tes, para impedir que las Diputaciones provinciales y 
los Ayuntamientos se extralimiten de sus atribuciones 
en perjuicio de los intereses generales y permanentes. 

Y 5.° Determinación de sus facultades en materia 
de impuestos , á fin de que los provinciales y munici- 
pales no se hallen nunca en oposición con el sistema 
tributario del Estado. 


TITULO IX. 

De las contribuciones y de la fuerza pública. 

Art. 100. El Gobierno presentará todos los años 
á las Cortes los presupuestos de gastos y de ingresos, 
expresando las alteraciones que haya hecho en los del 
año anterior. 

Cuando las Cortes se reúnan el 1 de Febrero , los 
presupuestos habrán de presentarse al Congreso dentro 
de los 1 0 dias siguientes á su reunión. 

Art. 101. El Gobierno presentará, al mismo tiem- 
po que los presupuestos, el balance del último ejerci- 
cio, con arreglo á la ley. 

Art. 102. Ningún pago podrá hacerse sino con 
arreglo' á la ley de presupuestos ú otra especial, y por 
orden del Ministro de Hacienda , en la forma y bajo la 
responsabilidad que las. leyes determinen. 

Art. 1 03., El Gobierno necesita estar autorizado por 
una ley para disponer de las propiedades del Estado y 
para tomar caudales á préstamo sobre el crédito de 
la Nación. 
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Art. I Oí. La Deuda pública está bajo la salva- 
guardia especial de la Nación. 

No se liará ningún empréstito sin que se voten al 
mismo tiempo los recursos necesarios para pagar sus 
intereses. 

Art. 10'j. Todas las leves referentes á ingresos, 
gastos públicos ó crédito público se considerarán como 
parte del presupuesto y se publicarán con este ca- 
rácter. 

Art. I Oí). Las Cortes fijarán todos los años, á pro- 
puesta del Rey, las fuerzas militares de mar y tierra. 

Las leyes que determinen estas fuerzas se vota- 
rán á rites que la de presupuestos. 

Art. I OÍ. No puedo existir en territorio español 
fuerza armada permanente que no esté autorizada por 
una ley. 


TÍTULO X 

De las provincias de Ultramar. 

Art. 108. Las Cortes Constituyentes reformarán 
el sistema actual de gobierno de las provincias de Ul- 
tramar, cuando hayan tomado asiento los Diputados 
de Cuba (5 Puerto-Rico, para hacer extensivos á las 
mismas, con las modificaciones que se creyeren nece- 
sarias, los derechos consignados en la Constitución. 

Art. 109. El régimen por que se gobiernan las 
provincias españolas situadas en el Archipiélago filipi- 
no será reformado por una ley. 


TÍTULO XI. 

De la reforma de la Constitución. 

Art. 1 1 0 . Las Cortes, por sí ó á propuesta del Rey, 
podrán acordar la reforma de la Constitución, señalan- 
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do al efecto el artículo ó artículos que hayan de alte- 
rarse. 

Art. 111. Hecha esta declaración, el Rey disol- 
verá el Senado y el Congreso , y convocará nuevas 
Córtes que se reunirán dentro de los tres meses si- 
guientes. En la convocatoria se insertará la resolución 
de las Córtes de que habla el artículo anterior. 

Art. 112. Los Cuerpos Colegisladores tendrán el 
carácter de Constituyentes tan sólo para deliberar 
acerca de la reforma , continuando después con el de 
Córtes ordinarias. 

Miéntras las Córtes sean Constituyentes, no podrá 
ser disuelto ninguno de los Cuerpos Colegisladores. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

Artículo 1 .° La ley que en virtud de esta Constitu- 
ción se haga para elegir la persona del Rey y para 
resolver las cuestiones á que esta elección diere lu- 
gar formará parte de la Constitución. 

Art. 2.° . Hasta que, promulgada la ley orgánica 
de Tribunales, tengan cumplido efecto los artículos 94, 
95, 96 y 97 de la Constitución, el Poder Ejecutivo 
podrá dictar las disposiciones conducentes á su aplica- 
ción en la parte que sea posible. 

Palacio de las Córtes en Madrid á primero de Junio 
de mil ochocientos sesenta y nueve. =Nicolás María Ri- 
vero, Diputado por Madrid, Presidente. =Luis de Estra- 
da, Diputado por Albacete. = Francisco Javier Moya, 
Diputado por Albacete. = Tomás Capdepon, Diputado 
por Alicante.» E. Maissonnave, Diputado por Alican- 
te. =B. de Abarzuza, Diputado por Alcoy.== Bernardo 
de Toro y Moya, Diputado por Almería. = Rafael Car- 
rillo, Diputado por Almería. = Eduardo Jiménez Moli- 
na, Diputado por Hu ércal-Over a. = Manuel Silvela, Di- 
putado por Ávila. = Cecilio Ramón Soriano, Diputado 
por Ávila. «Fernando Montero de Espinosa, Diputado 
por Badajoz.— Joaquín de Peralta, diputado por Ba- 
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< lojoz. = Antonio fie tíeita y Bastirla , Diputado por 
Albacete. =J. Emilio de Santos, Diputado por Alba- 
cete. — Luis Santonja y Crespo. Diputado por Alican- 
te. = Pascual Madoz, Diputado por Aleov. — José Luis 
Albareda, Diputado por Aleov.— Francisco Salmerón y 
Alonso, Diputado por Almería. —Francisco Jover Ber- 
ruezo, Diputado j>or Almería.— Jacinlo Anglada y Kuiz, 
Diputado por ííuércal-Overa.— Laureano Figuerola, Di- 
putado por Áviia.— Jerónimo Sánchez Borguella , Di- 
putado por Badajoz.— José Alón 'no Nieto, Diputado por 
Badajoz. —Juan Andrés Bueno, Diputado por Bada- 
joz.— Gregorio García Kuiz, Diputado por Badajoz.- 
Juan Palón y Coll, Diputado por Mallorca.— Antonio 
Palau, Diputado por Baleares (circunscripción de Maltón 
é lbiza).— Santiago Soler y Plá , Diputado por Barce- 
lona.— Pablo. Alsina, Diputado por Barcelona.— Anto- 
nio María Fontanals, Diputado por Barcelona. — Víctor 
Balaguer, Diputado por Barcelona. — Roberto Robert, 
Diputado por Barcelona.— Antonio Ferratges Mesa, Di- 
putado por Barcelona. — Pedro G. Marrón, Diputado 
por Burgos.— El Conde de Encinas, Diputado por Bur- 
gos.— Francisco Arquiaga, Diputado por Briviesca (Bur- 
gos).— Miguel Jalón Larragoiti , Diputado por Cáce- 
les. — Cipriano Segundo Montesino , Diputado por 
Cáceres.— Carlos Godinez de Paz, Diputado por PJasen- 
cia.— Carlos Navarro y Rodrigo, Diputado por Mallor- 
ca. — Salvador María Ory, Diputado por Mallorca.— 
Rafael Prieto y Caules, Diputado por Menorca é lbiza.— 
Gonzalo Scrraclara, Diputado por Barcelona. — José 


Tomás y Salvany , Diputado por Barcelona. — Gabriel 
Baldrich, Diputado por Barcelona. — José Fernandez 
del Cueto, Diputado por Barcelona. — Eduardo Mal tí- 
quet*, Diputarlo por Barcelona.— Cirilo Alvarez, Diputa- > 
do por Burgos. — Fermín Lósala, Diputado por Bur- 
gos. — Eusebio de Solazar y Mazarredo, Diputado por 
Briviesca (Burgos). — Telesforo Mondejo y Robledo, Di- 
putado por Briviesca (Burgos).— Joaquín Muñoz Bueno, 
Diputado por Cáceres.— Ramón Rodríguez Leal, Dipu- 
tado por Plasencia (Cáceres).— Francisco de P: Monte- 
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mar , Diputado por Plasencia. = Pedro J. Moreno y 
Rodríguez, Diputado por Jerez (Cádiz). = Francisco Mon- 
leverde y León, Diputado por Canarias. =Feliciano Pé- 
rez Zamora, Diputado por Canarias. = Antonio López 
Rotas, Diputado por Gran Canaria. = Vicente Ruiz y 
Vila, Diputado por Castellón. =Pedro Pastor y Huerta, 
Diputado por Castellón. =S. Moret y Prendergast, Di- 
putado por Ciudad-Real. = Ignacio Rojo Arias, Diputa- 
do por Ciudad-Real. = Manuel Merelo , Diputado por 
Ciudad-Real. = Félix García Gómez, Diputado por Cór- 
doba. ==Estéban León y Medina, Diputado por Córdo- 
ba. = José Alcalá Zamora y Franco, Diputado por Mon- 
tilla. = José Alvarez de Sotomayor , Diputado por 
Córdoba. = Daniel Carballo, Diputado por la Coruña. = 
Gaspar Rodrigue? y Rodríguez , Diputado por la Cora- 
na. = Eduardo Benot y Rodríguez, Diputado por Jerez 
(Cádiz). = Juan Moreno Benitez, Diputacfo por Cana- 
rias. = Antonio Matos Moreno, Diputado 1 por Cana- 
rias^ José Jimeno Agius, Diputado por Castellón. == 
Julián Martínez y Ricart , Diputado $>or Castellón. = 
Joaquín Bañon, Diputado por Castellón. = Gabriel Ro- 
dríguez y Benedicto, Diputado por Ciudad-Real. = En- 
rique de Cisneros , Diputado por Ciudad-Real. == El 
Marqués de la Vega de Armijo, Diputado por Córdo- 
ba. =P. Muñoz de Sepúl veda, Diputado por Córdoba. = 
Luis Alcalá Zamora y Caracuel , Diputado por Córdo- 
ba^ Juan Valera, Diputado por Montilla.=José Vicen- 
te Rivero, Diputado por la Coruña. = Juan Montero 
Telinge, Diputado por la Coruña. = Fernando Calderón 
y Collantes, Diputado por Santiago (Coruña). = Blas 
García de Quesada, Diputado por la Coruña. — Pedro 
Calderón y Herce, Diputado por Santiago. = Sebastian 
de la Fuente Alcázar, Diputado por Cuenca. =E1 Mar- 
qués de Valdeguerrero, Diputado por Cuenca. =F. Sú- 
ber y Capdevila, Diputado por Gerona. = Fernando del 
Pino, Diputado por Gerona. = Pedro Antonio de Alar- 
con, Diputado por Granada. = Francisco de Paula Vi- 
llalobos, Diputado por Motril (Granada). = Ricardo 
Chacón, Diputado por Motril (Granada). «Manuel Orí iz 



di* Pinedo, Diputado por Guadalajara. == Diego García, 
Diputado por Guadalajara. == José Guzman y Manri- 
que. Diputado por Guadalajara. =J.o ronzo Milans dol 
Dosel), Diputado por Huelva.=Joaquin Gil Berges, Di- 
pulado por Huesca. =Luis Blanc. Diputado por Hues- 
ca. = Antonio Rojnero Ortiz, Diputado por Santiago 
íGor 'uña).— Eduardo Gasset Artimo, Diputado por San- 
tiago.— Vicente Homero y Girón, Diputado por Cuen- 
ca. L< ‘and jo Rubio. Diputado por Cuenca. = Juan 

Futan, Diputado jooi* Gerona. = J. ■María V illavicencio, 
Diputado j)or Granada.— Juan Llloa \ Valora, Diputado 
por (¡ranada. = Ricardo Martínez Pérez, Diputado por 
Motril (Granada). = Luis Dávila Ponce de León, Dipu- 
lado por Motril (Granada). = Joaquín Sancho, Diputado 
por Guadalajara. = Manuel del Vado, Diputado por 
Guadalajara. = Joaquín Garrido, Diputado por Huel- 
va.=F. Díaz 'Quintero, Diputado por Huelva.— Manuel 
L. Moncasi ,* Diputado por Huesca. = Eusebio Jimeno, 
Diputado por Huesca. ^Eduardo León y Llerena, Dipu- 
tado por Jaén. =?= José Mesía y Elola, Diputado por 
Jaen.=Lorenzo Rubio Caparros, Diputado por Jaen.= 
José Gallego Diaz, Diputado por Baeza (Jaén). = Joa- 
quín Saavedra, Diputado por Astorga (León). = Santia- 
go Franco Alonso, Diputado por Astorga (León). = 
Lleu torio González del Palacio, Diputado por Leon.= 
Miguel Ferrer y Garcés, Diputado por Lérida. — José 
Ignacio Llóreos , Diputado por Lérida. = Antonio Ve- 
na veo I , Diputado por Lérida. =Justo Tomás Delgado, 
Diputado por Logroño. = Valentín Vázquez Curie!, Di- 
putado por Lugo. = Juan Paradela Sánchez, Diputado 
por Lugo.=Manucl Sánchez Guardamino, Diputado por 
Lugo.— Rafael Coronel y Ortiz , Diputado por TMondo- 
ñedo. — Manuel Jontoya y Taracena , Diputado por 
Jaén. = F. Serrano y Bedoya , Diputado por Baeza 
(Jaén). = Joaquín Bueno, Diputado por Baeza (Jaen).=* 
Manuel V. García, Diputado por Astorga (Leon).= 
Adriano Curiel y Castro, Diputado por Astorga (Leon).= 
Mariano Alvarez Acevedo , Diputado por León. = Ru- 
perlo Fernandez de las Cuevas, Diputado por Leon.= 
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Emilio Gastelar, Diputado por Lérida.=Pedro Castejon, 
Diputado por Lérida.==Salustiano de Olózaga , Diputa- 
do por Logroño. = José de Olózaga, Diputado por Lo- 
«roño. — Constantino de Ardanáz, Diputado por Mon- 
doñedo (Lugo).. = Ignacio T. Yañez de Rivadeneira, 
Diputado por Lugo.=Augusto Ulloa, Diputado por Mon- 
doñedo. = Mariano Cancio y Yilla-amil, Diputado por 
Mondoñedo.=Juan Prim, Diputado por Madrid y Mi- 
nistro de la Guerra. = Manuel Becerra, Diputado por 
Madrid. =Manuel Ruiz Zorrilla, Diputado por Madrid y 
Ministro de Fomento. = Vicente Rodríguez, Diputado 
por la circunscripción de Alcalá (Madrid). = Inocente 
Ortiz y Casado, Diputado por Alcalá (Madrid). = Fede- 
rico Maclas Acosta , Diputado por Málaga. = Adelardo 
L. de Ayala, Diputado por Antequera.=José López Do- 
mínguez, Diputado por Ronda (Málaga). = Joaquín Gar- 
cía Briz, Diputado por Ronda. =Manuel Moxó y Perez, 
Diputado por Murcia. = Juan Contreras, Diputado por 
Lorca (Murcia). —Feliciano Herrero de Tejada, Diputa- 
do por Lorca. —Nicolás de Soto, Diputado por Oren- 
se. =Tomás María Mosquera, Diputado por Orense. = 
Francisco Serrano, Diputado por Madrid y Presidente 
del Poder Ejecutivo. = Juan Bautista Topete, Diputado 
por Madrid y Ministro de Marina. = Práxedes Mateo 
Sagasta, Diputado por Madrid y Ministro de la Gober- 
nación. = José Abascal, Diputado por Alcalá (Madrid). = 
Casimiro Herraiz, Diputado por Málaga. =F. Romero y 
Robledo, Diputado por Antequera. =R. Izquierdo, Di- 
putado por Antequera. = Antonio de los Ríos y Rosas, 
Diputado por Ronda. = Joaquín Aparicio Moreno, Dipu- 
tado por Murcia. = José María de Soroa , Diputado por 
Murcia. = Antonio Cánovas del Castillo, Diputado por 
Lorca. = José de Posada Herrera , Diputado por Lor- 
ca. =» Eduardo Chao, Diputado por Orense. — Adolfo 
Me relies de Caula, Diputado por Orense. = Luis Die- 
guez Dieguez Amoeiro , diputado por Ginzo de Limia 
(Orense). = Julián Pellón y Rodríguez, Diputado por 
Ginzo de Limia. — El Marqués de Campo Sagrado , Di- 
putado por Oviedo. — Victoriano Arguelles, Diputado 
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por Oviedo. = Estanislao Suarez Inclan, Diputado p or 
Avilas. — José de Echegaray, Diputado por Avilés.-= 
Jerónimo Delgado, Diputado por Falencia. = Eulogio 
Fraso, Diputado por Falencia. = Eugenio Montero Ríos, 
Diputado por Pontevedra. = Joaquín Baeza, Diputado 
por Pontevedra. = Alejandro Marquina , Diputado por 
Vigo. = Saturnino Alvarez Bugallal , Diputado por 
Vjgo.= Leoncio de Rubín, Diputado por Vigo.=Santia- 
go Diego Madrazo, Diputado por Salamanca.=Cristóbal 
Martin de Herrera, Diputado por Salamanca. = Tomás 
(barretero, Diputado por Ginzo de Limia ( Orense ).= 
Demetrio Macía Castelo, Diputado por Ginzo de Li- 
,nia. = José Hipólito Alvarez Borbolla, Diputado por 
Oviedo. = Juan Alvarez de Lorenzana, Diputado por 
Avilés (Oviedo). ^Servando Ruiz Gómez, Diputado por 
Aviles. =Constantino Fernandez Vallin, Diputado por 
Avilés.= Eugenio García Ruiz, Diputado por Patencia. = 
Luis Antón Masa, Diputado por Palencia.= Luis Rodrí- 
guez Seoane, Diputado por Pontevedra. = Pedro Mateo 
Sagasta, Diputado por Pontevedra. = José Elduayen, 
Diputado por Vigo. = Joaquín Vázquez de Puga, Dipu- 
tado por Vigo.=Álvaro Gil Sanz, Diputado por Sala- 
manca. =■= Tomás R. Pinilla, Diputado por Salamanca. = 
Salvador Damato , Diputado por Santander. =Márcos 
Oria y Ruiz, Diputado por Santander. = Santiago Gon- 
zález Encinas, Diputado por Santander. = Valentín Gil 
Vírseda, Diputado por Segovia.== Manuel Pastor y Lan- 
dero, Diputado por Sevilla. =Federico Caro, Diputado 
por Ecija. = José Fantoni y Solís , Diputado por Mo- 
ren. = Juan José Hidalgo, Diputado por Moron.== Pedro 
Mata, Diputado por Tarragona. = Pedro Bové, Diputado 
por Tarragona. «=■ Joaquín Aguirre , Diputado por So- 
ria^ Mariano Rius y Montaner, Diputado por Torto- 
sa.=Francisco Santa Cruz, Diputado por Teruel. = José 
Igual y Cano, Diputado por Teruel. == Conde de-Iranzo, 
Diputado por Teruel. = Francisco de Pedro, Diputado 
por Teruel. = Rodrigo González Alegre, Diputado por 
Toledo. = Vicente Morales Diaz, Diputado por Tole- 
do. = Benito de Otero Rosillo, Diputado por Santan- 



29 

der.= Bonifacio de Blás, Diputado por Segovia. Fede- 
rico Rubio , Diputado por Sevilla. = Manuel Carrasco, , 
Diputado por Écija.=^= Antonio Ramos Calderón .Dipu- 
tado por Écija. = Juan Manuel Cabello , Diputado por 
Moron. = Miguel Uzuriaga, Diputado por Soria. =Benito 
Sanz, Diputado por Soria. = Federico Gomis, Diputado 
por Tarragona. = Juan Palau y Generés , Diputado por 
Tarragona. = Estanislao Figueras, Diputado por Torto- 
sa.=Manuel Cascajares, Diputado por Teruel. = Rafael 
Rodríguez de Moya , Diputado por Toledo. — Mariano 
Villanueva, Diputado por Toledo. Fristino Martos, Di- 
putado por Ocaña.'=José Compte, Diputado por Torto- 
sa. = José Cristóbal Sorní , Diputado por Valencia. = 
Manuel Cantero, Diputado por Játiva. = Enrique Neu- 
lant, Diputado por Játiva. = Manuel Pascual y Silvestre, 
Diputado por Játiva. = Vicente Peset , Diputado por 
Liria. = Atanasio P. Cantalapiedra, Diputado por Va- 
lladolid. = El Duque de Tetuan, Diputado por Vallado- 
lid. = Gaspar Nuñez de Arce, Diputado por Vallado- 
lid. = Valentín de los Ríos , Diputado por Zamora. = 
Francisco Ruiz Zorrilla, Diputado por Zamora. = Leo- 
nardo Gastón, Diputado por Zaragoza. = Benigno Re-- 
bullida, Diputado por Zaragoza. = Víctor Pruneda, Di- 
putado por Zaragoza. = Mariano Ballestero , Diputado 
por Calatayud. = Venancio González, Diputado por To- 
ledo. — José Antonio Guerrero, Diputado por Valen- 
cia. = Trinitario Ruiz Capdepon , Diputado por Játi- 
va. Francisco Pascual Reig , Diputado por Játiva. = 
Luis de Moliní, Diputado por Liria. = Eliodoro Vidal 
y Villanueva, Diputado por Liria. = Sabino Herrero, 
Diputado por Valladolid. «=*= Antonio Mendez de Vigo, 
Diputado por Valladolid. = Antonio Jesús de Santiago, 
Diputado por Zamora. Ficardo Muñiz, Diputado por 
Zamora. = Antonio Caballero de Rodas, Diputado por 
Zamora. = Juan Pablo Soler, Diputado por Zaragoza. == 
Miguel Lardiés, Diputado por Zaragoza. = José María 
Carrascon, Diputado por Calatayud. = Emilio Navarro 
y Oclioteco, Diputado por Calatayud. = Jacinto Balles- 
tero y Ordejon, Diputado por Calatayud. = Manuel de 
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Mano y Pérsi , Diputado por Alcalá , Diputado Secre- 
tario. = Julián Sánchez Ruano, Diputado por Salaman- 
ca , Diputado Secretario. = Marqués de Sardoal, Dipu- 
tado por Motril, Diputado Secretario. = Francisco Javier 
Carratalá, Diputado por Alicante, Diputado Secretario. 




LEY PARA LA ELECCION OE REY. 


DON FRANCISCO SERRANO Y DOMINGUEZ, Re- 
gente del Reino por la voluntad de las Cortes Sobera- 
nas; á todos los que las presentes viéren y entendie- 
ren , salud: Las Cortes Constituyentes de la Nación es- 
pañola, en uso de su soberanía, decretan y sancionan 
lo siguiente: 

Artículo \ .° La órden del dia para proceder á la 
elección del Rey se señalará con ocho di as de antici- 
pación, por lo ménos, al acto de la elección. 

El Presidente de las Córtes cuidará de poner en 
conocimiento de todos los Diputados, por medio de 
aviso escrito, dicho señalamiento. 

Desde el señalamiento de la órden del dia hasta el 
acto de la votación no se celebrarán sesiones. 

Art. 2.° La mesa de las Córtes intervendrá en to- 
dos los actos referentes á la elección del Rey. 

Los Secretarios desempeñarán el cargo de escru- 
tadores, y ios Vicepresidentes el de comprobadores. 

Art. 3.° No podrá levantarse la sesión hasta que 
se termine el acto de la elección del Rey, salvo el 
caso de haberse verificado el número de votaciones 
que previene el art. 7.° de esta ley sin que ningún 
candidato haya obtenido la mayoría de votos ne- 
cesaria. 

Art. 4.° Los votos se emitirán en papeletas firma- 
das. Al efecto un Secretario llamará por su nombre á 



los Diputados, y estos pondrán sus papeletas en manos 
del Presidente de las Córtes, el cual las depositará en 

la urna. . 

La lista y llamamiento de los Diputados se harán 
por la fecha de su proclamación como tales Diputados. 

Art. '5.° Antes de proceder al escrutinio se leerá 
la lista de los votantes á fin de rectificar cualquier 
error que pudiese contener. Acto continuo se hará el 
recuento de papeletas, y el escrutinio no podrá tener 
lugar si el número de votantes no resultare igual al de 


papeletas. 

Art. G.° El escrutinio se hará leyendo en voz alta 
los escrutadores el nombre del candidato votado y el 
del diputado votante. 

Cualquiera duda acerca del nombre del candidato 
ó del votante será resuelta en el acto por la mesa. 

Todo voto al cual falte la firma del votante será 
nulo. 


Art. 7.° Para que resulte elección en favor de un 
candidato se necesita que obtenga un número de 
votos igual por lo menos á la mitad más uno de los 
Diputados que estuviesen proclamados y en aptitud 
legal de ejercer su alta investidura el dia en que se 
haga el señalamiento que determina el art. 1.° de esta 
ley. 

Si no resultase esta mayoría á favor de ningún 
candidato en la primera votación, se procederá á la 
segunda en los mismos términos; y si en esta segunda 
votación tampoco resultase en favor de un candidato 
la mayoría suficiente, se verificará desde luego la 
votación tercera. 

Si en la segunda votación hubiesen obtenido votos 
más de dos candidatos, sin haber alcanzado ninguno la 
mayoría necesaria, se procederá á la votación tercera, 
sólo entre los dos que hubieren alcanzado mayor 
número de votos en aquella. 

Si de este tercer escrutinio resultase empate se 
repetirá la votación entre los mismos candidatos. 

Los votos que en la tercera votación se diesen á 
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un candidato que no sea cualquiera de los dos desig- 
nados en el párrafo tercero de este artículo se 
considerarán nulos. 

Si en la tercei’a votación y en su caso en la cuarta 
no resulta elegido el Rey, lo declarará así el Presiden- 
te, dando por terminado el acto. 

Art. 8.° Hecho el escrutinio, el Presidente publi- 
cará el resultado de la votación; declarará elegido el 
Rey, si hubiese mayoría de votos suficiente, y 
designará una comisión de 24 Diputados que lo pongan 
en su conocimiento. 

Art. 9.° Aceptado el cargo por el Rey elegido, las 
Córtes acordarán el ceremonial con que este debe 
prestar juramento ante las mismas y en manos del 
Presidente, empleándose para ello la fórmula siguiente: 
Uno de los Secretarios leerá la Constitución de la 
Nación española de 1 869. Terminada su lectura, el Pre- 
sidente de las Córtes preguntará al Rey elegido: 

«¿Aceptáis y juráis guardar y hacer guardar la 
» Constitución de la Nación española de 1 869, cuya lec- 
tura acabais de oir? ¿Juráis asimismo guardar y ha- 
»cer guardar las leyes del Reino?» 

El elegido responderá : 

«Acepto la Constitución, y juro guardar y hacer 
«guardar la Constitución y las leyes. » 

Contestará el Presidente : 

« Si así lo hiciéreis Dios os lo premie, y si no os lo 
» demande. » , 

El acto terminará con la siguiente declaración: /o 

«Las Córtes han presenciado y oido la aceptación y .:: 
«juramento que el Rey acaba de prestar á la Consti- 1 o, 
«tucion de la Nación española y á las leyes. Queda pro- V. 

«clamado Rey de España (Aquí el nombre del ele- 

»gido.)» 

Art. 1 0. Si la elección del Rey se hubiese de veri- 
ficar por Córtes compuestas de Congreso y Senado, se 
procederá , en lo que no se halle dispuesto en la pre- 
sente ley, con arreglo á lo que previene la de 19 de 
Julio de 1837 sobre relaciones entre los Cuerpos Colé- 
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Si 

gisladores. En tal caso los cuatro Vicepresidentes más 
ancianos desempeñarán el cargo de comprobadores. 

Art. \ \ . Las actas de las sesiones en que se veri- 
fique la elección y se preste el juramento por el Rey 
elegido formarán parte integrante de la presente ley y 
se adicionarán con ella á la Constitución. 

De acuerdo de las Cortes Constituyentes se comu- 
nica al Regente del Reino para su promulgación como 
ley. 

Palacio de las Córtes ocho de Junio de mil ocho- 
cientos setenta. = Manuel Ruiz Zorrilla, Presidente. = 
Manuel de Llano y Pérsi, Diputado Secretario. = Julián 
Sánchez Ruano, Diputado Secretario. =Francisco Javier 
Carratalá, Diputado Secretario. =Mariano Rius, Diputa- 
do Secretario. 

Por .tanto: 

Mando á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Go- 
bernadores y demás Autoridades, así civiles como mili- 
tares y eclesiásticas de cualquier clase y dignidad, que 
lo guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar en 
todas sus partes. 

Madrid diez de Junio de mil ochocientos seten- 
ta. =Francisco Serrano. =E1 Presidente del Consejo de 
Ministros, Juan Prim. 


LEY DE RELACIONES 


ENTRE LOS CUERPOS COLEGTSLADORES. 


DON FRANCISCO SERRANO Y DOMINGUEZ, Re- 
gente del Reino por la voluntad de las Cortes Sobera- 
nas; á todos los que las presentes vieren y entendieren, 
salud: LasCórtes Constituyentes de la Nación española, 
en uso de su soberanía, decretan y sancionan lo si- 
guiente: 

Artículo único. Se declara subsistente en su fuerza 
y vigor la ley de relaciones entre los Cuerpos Colegisla- 
dores promulgada en \ 9 de Julio de 1837. 

De acuerdo de las Córtes Constituyentes se comu- 
nica al Regente del Reino para su promulgación 
como ley. 

Palacio de las Córtes nueve de Junio de mil ocho- 
cientos setenta. -= Manuel Ruiz Zorrilla, Presidente. = 
Manuel de Llano y Pérsi, Diputado Secretario. = Julián 
Sánchez Ruano, Diputado Secretario. = Francisco Javier 
Carratalá, Diputado Secretario. =Mariano Rius, Diputa- 
do Secretario. 

Por tanto: 

Mando á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Go- 
bernadores y demás Autoridades , así civiles como mi- 
litares y eclesiásticas de cualquier clase y dignidad, que 
lo guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar en to- 
das sus partes. 
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Madrid diez de Junio de mil ochocientos seten- 
ta. ^Francisco Serrano. =E1 Presidente del Consejo de 
Ministros, Juan Prim. 

Doña Isabel 11 por la Gracia de Dios y por la 
Constitución de la monarquía Española, Reina de las 
Españas, y durante su menor edad la Reina viuda Doña 
María Cristina de Borbon , su augusta madre, como 
Gobernadora del Reino, á todos los que las presentes 
vieren y entendieren, sabed: Que las Córtes han 
decretado y Nos sancionamos lo siguiente : 

Las Córtes, en uso de sus facultades, han decre- 
tado lo siguiente: 

Artículo 1. a El Senado y el Congreso de los Dipu- 
tados no podrán reunirse en un solo Cuerpo sino para 
los actos de abrir las Córtes; de cerrar sus sesiones 
cuando el Rey ó los Regentes lo hagan personalmente; 
de recibir el juramento al Rey, al sucesor inmediato 
de la corona y á la Regencia; de elegir esta, y de nom- 
bra]' tutor del Rey menor. 

Art. 2.° El Rey, ó quien ejerza su autoridad, 
señalará el dia , la hora y el lugar en que se ha de 
verificar la reunión de los Cuerpos Colegisladores. 

Art. 3.° Cuando los Senadores y Diputados se reú- 
nan en un solo Cuerpo , será este presidido por el 
Presidente que tenga más edad, de cualquiera de 
los dos Cuerpos Colegisladores; y servirán de Secre- 
tarios, de entre los que lo sean de los mismos, los 
cuatro que tengan ménos edad. 

Art. 4.° En estas reuniones los Senadores y Dipu- 
tados tomarán asiento indistintamente sin ninguna 
preferencia , y darán su voto por el órden que estuvie- 
ren sentados. 

Art. 5.° Para nombrar Regente ó Regencia del 
Reino y tutor del Rey menor, se requiere la presen- 
cia de la mitad más uno de los individuos que compo- 
nen cada uno de los*Cuerpos Colegisladores. 

Art. 6.° Estas votaciones se harán á pluralidad 
absoluta de votos, secretamente y por papeletas que 
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se leerán en alta voz al tiempo de hacer el escrutinio. 

Art. T° Mientras esté pendiente en uno de los 
Cuerpos Colegisladores algún proyecto de ley, no 
puede hacerse en el otro ninguna propuesta sobre el 
mismo objeto. 

Art. 8.° Cada uno de los dos Cuerpos Colegisla- 
dores puede suspender en cualquier estado los proyec- 
tos de ley que le hayan sido propuestos por los 
individuos de su seno; pero no puede dejar de discutir 
y votar los que le hayan sido remitidos por el Rey 
ó por el otro Cuerpo Colegislador. 

Art. 9.° Aprobado un proyecto de ley por uno de 
los Cuerpos Colegisladores, se remitirá al examen del 
otro con un mensaje firmado por el Presidente y dos 
secretarios. En iguales términos se verificarán las 
comunicaciones entre los dos Cuerpos Colegisladores. 

Art. 10. Si uno de los Cuerpos Colegisladores 
modificare ó desaprobare sólo en alguna de sus partes 
un proyecto de ley aprobado ya en el otro Cuerpo 
Colegislador, se formará una Comisión compuesta de 
igual número de Senadores y Diputados para que 
conferencien sobre el modo de conciliar las opiniones. 
El dictámen de esta Comisión se discutirá sin alteración 
ninguna por el Senado y el Congreso; -y si fuese admi- 
tido por los dos, quedará aprobado el proyecto de 

ley. 

Art. 1 1 . Aprobado un proyecto de ley por los dos 
Cuerpos Colegisladores, se presentará á la sanción del 
Rey por una Comisión del último que lo haya discu- 
tido. 

Art. 12. Cuando el Congreso declare que há lugar 
á juzgar á los Ministros, nombrará los Diputados que 
lian de sostener la acusación ante el Senado. 

Art. 13 . Cada uno de los Cuerpos Colegisladores 
fijará anualmente con independencia del otro, el 
importe de los gastos precisos para la conservación 
del edificio en que celebre sus sesiones v para el 
pago de sus oficinas y dependientes. Palacio de las 
Cortes 12 de Julio de 1 837.= Vicente Sancho, Presi- 



dente. = Mauricio Carlos de Onís, Diputado Secreta- 
rio. =Miguel Roda, Diputado Secretario. 

Por tanto mandamos á todos los Tribunales, 
Justicias, Jefes, Gobernadores y demás Autoridades, así 
civiles como militares y eclesiásticas, de cualquier 
clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cum- 
plir y ejecutar la presente lev en todas sus partes. 
Tendréislo entendido para su cumplimiento, y dispon- 
dréis se imprima, publique y circule. = Yo la Reina 
Gobernadora. =Está rubricado de la Real mano.= 
En Palacio á 19 de Julio de 183*7.= A D. José 
Landero Corchado. 



LEY DE ORDEN PÚBLICO. 


DON FRANCISCO SERRANO Y DOMINGUEZ, Regen- 
te del Reino por la voluntad de las Cortes Soberanas; á todos 
los que la presente vieren y entendieren, salud: Las Cortes 
Constituyentes de la Nación española, en uso de su soberanía, 
decretan y sancionan lo siguiente: 

TÍTULO PRIMERO. 

llel catado de prevención y alarma. 


CAPÍTULO PRIMERO. 

Sección primera. 

Artículo 1 Las disposiciones de esta ley serán aplicadas 
únicamente cuando se haya promulgado la ley de suspensión 
de garantías á que se refiere el art. 31 de la Constitución, y 
tejarán de aplicarse cuando dicha suspensión haya sido le- 
antada por las Cortes. 

Art. %* Son objeto de esta ley: 

L° Las medidas gubernativas que las Autoridades civiles 
y 'ilitares pueden y deben adoptar para mantener y resta- 
bl&jr el orden público, y para prevenir los delitos contra Ja 
L°4itucion del Estado, contra la seguridad interior y exte- 

nor el mismo, y contra el orden público que la vigente ley 
pcnao 0n ¿| ena 

La competencia de los Jueces y Tribunales en las cau- 
sas crun a i es q Ue se f orm en sobre dichos delitos, y el proce- 
dimien ¿ que estas han de ajustarse. 



40 


Sección segunda. 

Art. 3. 9 Publicada la ley de suspensión de garantías á que 
se refiere el art. l.°, se considera declarado por el mismo hecho 
el estado de prevención, hallándose facultada desde este mo- 
mento la Autoridad civil para adoptar cuantas medidas pre- 
ventivas y de vigilancia conceptúe convenientes á fin de 
asegurar el orden público. 

Art. 4.° La Autoridad civil excitará por oficio á la judi- 
cial para que proceda desde luego contra los que comprenda 
que son responsables en algún sentido de los delitos expresa- 
dos en el art. £.° 

Art. 5.° Si se formaren grupos , dictará las medidas opor- 
tunas para su disolución, intimando á los fautores y auxilia- 
res de la agitación que se disuelvan; y en el caso de no ser 
obedecida á la tercera intimación, utilizará la fuerza de que 
disponga, al efecto de restablecer la calma y dejar expedita 
la via pública. 

Art. 6.° Propondrá al Gobierno y en caso urgente acorda- 
rá desde luego la suspensión de las publicaciones que preparen, 
exciten ó auxilien la comisión de los delitos de que habla el 
artículo &.° de esta ley, y señaladamente los comprendidos en 
los artículos 167 y 174 del Código penal, dando cuenta al 
Gobierno de las determinaciones que sobre este punto adopte. 
Recogerá los ejemplares que encontrare de aquellas publica- 
ciones, remitiéndolos con las personas responsables de los 
delitos expresados al Juzgado ordinario competente para los 
efectos de justicia. 

Art. 7.° La Autoridad civil, en este estado, podrá detener 
y detendrá á cualquiera persona, si lo considerase necerio pa- 
ra la conservación del orden. 

Los detenidos en esta forma no deberán confundirse con 
los presos y detenidos por delitos comunes. ! . 

Art. 8.° Podrá asimismo compeler á mudar de residencia 
ó domicilio á las personas que considere peligrosas , ó contra 
las que existan racionales sospechas de participación en diV 
chos delitos. / 

El cambio de domicilio no podrá decretarse á más de 1 j 
kilómetros de distancia del pueblo del compelido á mudai v- 

Art. 9.° El destierro, que desde luego puede acordar/^ 
Autoridad á una distancia que no exceda de £50 kilómetro 
se entiende levantado de hecho y de derecho, así como el gP~ 
bio de domicilio , terminado que haya el período de sus^n- 
sion temporal de las garantías constitucionales, si án / no 
fuesen estas restablecidas. / 

Los motivos de las providencias- á que se contraen^ 6 y 
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los tres anteriores artículos se harón constar en acta que se 
levante, ó expediente que se -forme ántes ó después de llevar- 
las ó ejecución. _ , , 

Art. 10. La Autoridad, civil podra también entrar en el 
domicilio de cualquier español ó extranjero residente en Es- 
paña sin su consentimiento, y examinar sus papeles y efec- 
tos. Pero nada de esto podrá verificarse sino por la misma 
Autoridad ó por un delegado suyo provisto de orden formal 
y escrita. En uno y otro caso el reconocimiento de la casa, 
papeles y efectos tendrá siempre que ser presenciado por el 
dueño ó encargado de la misma , ó uno ó más individuos de 
su familia, y por dos vecinos de la propia casa ó de las inme- 
diatas, si se hallasen en ellas, y en su defecto por dos vecinos 
del mismo pueblo. 

No hallando en ella al dueño ó encargado de la casa ni á 
ningún individuo de la familia, se hará el reconocimiento á 
presencia únicamente de los dos vecinos indicados, levantán- 
dose acta del reconocimiento , que firmará con ellos la Autori- 
dad ó su delegado. 

Cuando un delincuente contra el orden público fuere sor- 
prendido infraganti, y perseguido por la Autoridad civil ó 
sus subordinados ó dependientes se refugiare en su propio 
domicilio ó en el ajeno, podrán estos penetrar en él; pero sólo 
para el efecto de la aprehensión. 

Art. 11. Los deberes y atribuciones de la Autoridad en 
el estado de agitación, alarma, desorden ó tumulto se subor- 
dinarán á lo que prescribe esta ley y el art. 181 del Código 
penal. 

Art. 1&. Si la Autoridad civil, una vez empleados todos 
los medios de que en circunstancias ordinarias dispone, y los 
que para las extraordinarias le otorgan los precedentes artí- 
culos, no pudiese por sí sola, ni auxiliada por la judicial, do- 
minar la agitación y restablecer el orden, lo prevendrá en un 
bando, que se publicará con la solemnidad posible , é inme- 
diatamente después dispondrá que la militar proceda á la 
adopción de las medidas que reclame la paz pública, previa 
'a declaración del estado de guerra. 

Art. 13. Cuando la rebelión ó sedición se manifiesten desde 
los primeros momentos, rompan el fuego los rebeldes ó sedi- 
ciosos, ó comprenda la Autoridad civil la urgente necesidad 
de apelar á la fuerza y resignar el mando para dominarlos, 
se pondrá de acuerdo con la Autoridad judicial y la militar, 
y dispondrán la inmediata declaración del estado de guerra. 

Si no hubiese acuerdo entre estas Autoridades, ni tiempo 
para tomarlo, se entrará desde luego provisionalmente en el 
estado de guerra en los dos primeros casos del párrafo anterior, 
dando directamente cuenta de todo al Gobierno y á las Autori- 
dades superiores gerárquicas respectivamente. 


Art. 14. Si ocurriese la rebelión ó sedición en capital de 
orovincia, la Autoridad civil, para los efectos del artículo 
anterior, lo será el Gobernador de la misma o el que haga sus 
veces, y las Autoridades judicial y militar i as SU p er j ores en 
el orden gerárquico. En los demas pueblos se reunirán para 
dicha declaración el Juez de primera instancia o el decaúo si 
hubiere más de uno, el Alcalde popular y el Jefe militar que 
ejerza el mando de las armas. . 

En el caso de que en dichos pueblos no e ^ lst jere Autoridad 
militar que ejerza el mando de las armas, el Alcalde popular, 
Jefe superior de la Milicia, asumirá las lacultades que cor- 
responden según esta ley á la Autoridad militar en el estado 
de guerra. 

Art. ib. En la capital de la Monarquía y puntos donde 
residan el Rey ó la Regencia del Reino no podrá declararse el 
estado de guerra sin autorización del Gobierno. 

El Gobierno, cuando hayan ocurrido actos de rebelión ó 
sedición en dos ó más provincias, ó se hayan presentado 
grupos considerables de rebeldes ó sediciosos armados en ellas, 
determinará el territorio que queda sujeto al estado de guerra. 


CAPÍTULO II. 

Art. 16. Recibida por la Autoridad judicial la comunica- 
ción á que se refiere el art. 4.° de esta ley, ó sin recibirla, si 
tuviere conocimiento de los sucesos ántes de que llegue á su 
poder, el Juez ó Jueces de primera instancia de la población 
donde ocurran aquellos, dando cuenta al Regente de la Au- 
diencia, se constituirán en sus Juzgados, acompañados de los 
Promotores fiscales respectivos y del Escribano que designen, 
aunque no esté en turno, pudiendo valerse de él ó de otro 
durante el procedimiento si creyeren que lo exige así la ad- 
ministración de justicia. 

Art. 17. Inmediatamente formarán los Jueces la correspon- 
diente causa sobre delitos contra el orden público y los de 
rebelión y sedición si hubiere méritos para ello, dedicándose 
exclusivamente á este servicio preferente; á cuyQÍin, si lo 
creyeren necesario, delegarán la jurisdicción para los demás 
negocios en el Juez de paz que corresponda. 

Art. 18. Darán aviso sin pérdida de tiempo á la Autori- 
dad civil pe hallarse constituidos en Tribunal, ofreciéndole su 
cooperación , y de estar formando causa sobre los sucesos que 
hayan producido la alarma ó el desorden, reclamándole los 
datos que crean. convenientes para la pronta averiguación de 
Jos hechos criminales que sean objeto del procedimiento. 

Art. lj Si los delitos contra el orden público ocurriesen 
en punto donde exista Audiencia territorial, se constituirá en 
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sesión permanente la Sala de gobierno en el punto que el 
Regente designe, adoptando los acuerdos oportunos para la . 
pronta sustanoiacion de las causas. 

En otro caso los Regentes dictarán á los Jueces que conoz- 
can de estas causas las órdenes conducentes al propio fin, 
dando cuenta á la Sala de gobierno para la aprobación ó re- 
forma de dichas órdenes., A este propósito , la referida Sala se 
reunirá diariamente, miéntras lo considere necesario, á las 
horas que el Regente le señale. 


TÍTULO II. 

Del estado de guerra. 

Art. 20. Resignado el mando por la Autoridad civil en la 
militar, y en los casos áque se contrae el art. 13 de esta ley, 
quedará declarado en estado de guerra el territorio de la pro- 
vincia en que ocurran aquellos sucesos , lo que se hará saber 
al público por medio de bandos y edictos que contengan las 
prevenciones y medidas oportunas. 

Art. 21. En dicho bando se intimará á los rebeldes ó sedi- 
ciosos y perturbadores que depongan toda actitud hostil , y 
presten obediencia á la Autoridad legítima. 

Los que lo hicieren en el término que el bando fije, y no 
habiendo término señalado en el de dos horas , quedarán exen- 
tos de pena, excepto los autores ó jefes de la rebelión, sedición 
ó desorden , y los reincidentes en estos delitos. 

Los autores y jefes referidos serán indultados de la pena 
que les corresponda , caso de rendirse dentro del término que 
expresa el párrafo anterior, y sufrirán la inmediata inferior en 
su grado mínimo al medio. Los reincidentes quedarán sujetos á 
la vigilancia de la Autoridad por el hecho de serlo. 

Art. 22. Publicado el bando y terminado el plazo que en 
él se señale , serán disueltos á todo trance los grupos que se 
hubieren formado, empleando la fuerza, si fuere necesario, 
hasta reducirlos á la obediencia, prendiendo á los que no se 
entreguen, y poniéndolos á disposición de la Autoridad judicial 
cuando deban ser juzgados por ella, en la forma que se expresa 
en el tít. IV de esta ley. 

Serán considerados como presuntos reos los que se encuen- 
tren ó hubieren estado en los sitios del combate durante este, 
sin perjuicio de probar su inculpabilidad, hallándose en el mis- 
mo caso los que sean aprehendidos huyendo ó escondidos, 
después de haber estado con los rebeldes ó sediciosos. 

Los habitantes de las casas en que se hubiesen hecho fuer- 
tes los rebeldes ó sediciosos no serán considerados presuntos 
criminales por el solo hecho de encontrarse en ellas. Pero si 
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resultase haber tenido participación en los delitos á que se re- 
fiere esta ley, sufrirán la pena correspondiente. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el parrato segundo de esto 
artículo los individuos de las asociaciones ílantrópicas legal- 
mente' establecidas para el socorro de los heridos en casos de 


8 Art 23. Los delitos de rebelión y sedición y i os comu- 
nes cometidos con ocasión de ellas serán castigados respecti- 
vamente , según lo dispuesto en el Codigo penal y en la forma 
determinada en el art. 184. _ 

Art. 21. Todo funcionario o corporación, cualquiera que 
.sea su autoridad ó cargo, prestará inmediatamente , así á la 
Autoridad militar como á la civil, el auxilio qué estas le pidan 
para sofocar la rebelión ó sedición y restablecer el orden. 

El funcionario ó corporación que no prestase inmediato 
auxilio á la Autoridad superior militar ó civil será en el acto 
suspendido de su empleo ó cargo, y reemplazado en él interi- 
namente hasta la resolución del Gobierno, á quien se dará 
cuenta al efecto ; todo sin perjuicio de las penas en que incur- 
ran por consecuencia del procedimiento que se instruirá para 
depúrar su responsabilidad ó irresponsabilidad criminal. 

Art. 25. Las Autoridades civiles continuarán funcionan- 
do en todos los asuntos propios de sus atribuciones que no se 
refieran al orden público, limitándose en cuanto á este á las fa- 
cultades que la militar les delegare ó deje expedidas ; debien- 
do en uno y otro caso darla directamente los partes y noticias 
que se le reclame , y las demás que con referencia al orden pú- 
blico lleguen á su conocimiento. 

Art. 26. La Autoridad militar, á la vez que adopte las me- 
didas comprendidas en los artículos precedentes y que resta- 
blezca el orden y el prestigio de la Autoridad á todo trance, 
dispondrá que inmediatamente se instruyan las causas á que 
haya lugar, y se formen los Consejos de guerra que han de 
fallar las que correspondan á la jurisdicción militar, según lo 
que expresan los artículos siguientes. 

Art. 21. Los Consejos de guerra ordinarios fallarán las 
causas en que, siendo la rebelión de carácter militar , aparez- 
can reos de estos delitos ó sus anejos militares de mar y tierra 
en activo servicio , cualquiera que sea su situación y categoría. 

Las causas á que se refiere el párrafo anterior se conside- 
rarán de carácter militar cuando los rebeldes ó sediciosos es- 
ten mandados por Jefes militares., y cuando el movimiento 
se imcie ó sostenga por fuerzas armadas del ejército ó de la 
Milicia popular. 

Art. 28. También quedan sujetos á la jurisdicción de los 
xmsejos de guerra ordinarios , con arreglo á Ordenanza , los 
eles , los Oficiales de la Milicia popular armada ó los que en 
su delecto y de cualquier modo hagan veces de tales , y los 
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rebeldes ó sediciosos que en número mayor de 12 individuos 
se levanten en armas ó sostengan con ellas la bandera de la 
rebelión y sedición en despoblado , si fueren aprehendidos por 
fuerzas públicas , sean ó no del ejército permanente, destina- 
das á su persecución, ya por las autoridades militares, ya por 
las civiles. 

Los Jefes principales de una rebelión ó sedición armada 
de carácter no militar, durante el período de guerra , quedan 
también sujetos al Consejo de guerra ordinario. 

Art. 29. Todos los demás milicianos populares armados, y 
los que sin pertenecer á la Milicia popular tomen parte con 
armas y en poblado en una rebelión ó sedición , sean estas ó 
no de carácter militar, si hicieren resistencia á las fuerzas 
públicas , serán juzgados y sentenciados también por el Con- 
sejo de guerra ordinario, siguiéndose en el procedimiento los 
trámites que señalan las Ordenanzas militares y disposiciones 
especiales que le determinan. 

Este Consejo de guerra se compondrá de cuatro Capitanes 
nombrados por la Autoridad militar, el Juez de primera ins- 
tancia, el de paz y el Promotor fiscal más antiguo en el pue- 
blo cabeza de partido judicial donde el Consejo se celebre , ó 
quien haga sus veces. 

Si el Juez de paz no fuere letrado, le reemplazará, según 
el número de orden, el suplente que no lo sea: si rio lo hubie- 
re, asistirá al Consejo el Juez de paz ó suplente letrado del 
año ó años anteriores; y no habiéndole tampoco, el Abogado 
más antiguo del pueblo donde se celebre. 

Será Presidente del Consejo el Vocal que según las leyes 
civiles y militares fuere de mayor categoría. Y si sobre esto 
ocurriera duda, el que disfrute más sueldo por razón de su 
empleo. Disfrutando sueldo igual , el más antiguo en el em- 
pleo que le devengue. 

Los procesados podrán hacer la defensa por medio de Se- 
ñores Oficiales, ó Letrados en ejercicio que nombren, no pu- 
diéndose limitar su facultad de nombrar defensor asólo Oficia- 
les del ejército. 

Art. 30. Todos los demás que se consideren responsables 
en cualquier concepto de los expresados delitos de rebelión y 
sedición serán juzgados y sentenciados por la jurisdicción co- 
mún y conforme al procedimiento á que por esta ley ha de 
ajustarse. 

En su consecuencia, si instruidas las diligencias suma- 
rias por mandato de la Autoridad militar apareciesen com- 
plicados como reos de los expresados delitos personas no 
comprendidas en los tres precedentes artículos, los Fiscales 
de las causas harán expedir inmediatamente los oportunos 
testimonios del tanto de culpa, y los remitirán ai Juez de pri- 
mera instancia que corresponda por conducto de la Autori- 
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dad militar superior, la que con toda seguridad pondrá l os 

presuntos reos á disposición de dicho Juez de primera ins- 
tancia para los efectos de justicia. 

Art. 31 . La Autoridad militar en el estado de guerra po- 
drá adoptar las mismas medidas que la civil y } as demás á 
que esta ley la autoriza. Cuidara muy especialmente de que 
Jos Jefes ó Comandantes de las fuerzas que conduzcan presos, 
ya á disposición de su autoridad, ya a la de la civil ó judicial, 
lo verifiquen con toda seguridad al punto de su destino- v 
cuando no llegaren á él, mandará que se formen las causas 
oportunas para averiguar y castigar las lañas y delitos que 
en este delicado servicio se cometan, cualquiera que sea la 
clase del Jefe que lo desempeñe. 

Art. 32. Para declarar levantado el estado de guerra, lue- 
go que hayan terminado la rebelión ó la sedición, se celebra- 
rá previamente un Consejo por las Autoridades militar, civil 
v judicial de la Capital de la provincia declarada en dicho es- 
tado de guerra; y si hubiere unanimidad de votos, se llevará á 
cabo el acuerdo, dándose inmediatamente cuenta al Gobierno. 

Si el acuerdo no fuese por unanimidad, sino por mayoría 
de votos, no se llevará á cabo ínterin el Gobierno, á quien se 
dará asimismo cuenta con urgencia, no resuelve lo que cor- 
responda en Consejo de Ministros. 

Sólo al Gobierno corresponde levantar el estado de guerra 
cuando haya hecho la declaración en los casos que determina 
el art. ib. 

Art. 33. Levantado que sea el estado de guerra, serán re- 
mitidas á los Juzgados competentes, para su continuación y 
demás efectos de justicia, todas las causas contra aquellas 
personas que se hallen sometidas al Tribunal excepcional por 
virtud de esta ley. 

Art. 34 Las Autoridades civiles y militares no podrán 
en ningún caso establecer ni imponer otra penalidad que la 
prescrita anteriormente por las leyes. 


TÍTULO III. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

De los bandos que dicten las Autoridades y de sus infracciones • 


Sección primera. 

Art. 35. Las Autoridades civiles y militares, en el perío- 
do de suspensión de garantías, publicarán además los bandos 
que consideren necesarios para mantener mejor el orden pú- 
dico, con sujeción estricta, y bajo su responsabidad, á las 
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prescripciones constitucionales que no hayan sido suspendi- 
das con arreglo al art. 31 de la Constitución; estableciendo en 
dichos bandos las penas en que incurren los infractores, y las 
aplicarán gubernativamente. • 

Art. 36. En ningún caso podrán señalar mayores penas 
que las siguientes: multa hasta 1£5 pesetas ó arresto hasta 
oóho dias, si dictare el bando un Alcalde popular. 

Cuando sea el Gobernador de la provincia quien le dicte, 
podrá elevar la multa á £50 pesetas, y el arresto hasta 15 dias, 
á la par ó separadamente. 

Art. 37. Los multados por infracción de bandos que sean 
insolventes, sufrirán por via de sustitución el arresto, según 
lo prevenido en el art. 504 del Código penal. 

El arresto por via de sustitución no podrá exceder de los 
dias por que pueden imponerle aquellas Autoridades respec- 
tivamente, conforme álo prescrito en el articulo anterior. 

Art. 38. La Autoridad militar podrá corregir también del 
mismo modo y en la misma forma que la civil y con la limi- 
tación consignada en el art. 35 las infracciones de sus bandos 
en el período de estado de guerra, sin que puedan la su- 
perior del distrito y de la provincia señalar pena mayor que 
la de 15 dias de arresto y £50 pesetas de multa, las dos á la par 
ó una sola ; y las demás Autoridades militares ocho dias de 
arresto y 1£5 pesetas en la propia forma. 

Caso de ser insolventes los multados, sufrirán el arresto 
por via de sustitución, sin que pueda exceder el que por tal 
concepto se imponga de los ocho ó 15 dias señalados respec- 
tivamente en este artículo. 


Sección segunda. 

Art. 39. Las Autoridades civiles y militares llevarán un 
libro en el que extenderán las providencias que acuerden, im- 
poniendo gubernativamente la multa y el arresto expresados, 
haciendo constar en ellas claramente el motivo de su imposi- 
ción. 

Laprovidencia se hará saber gubernativamente al infractor 
por los dependientes ó subordinados de aquellas Autoridades, 
entregándole copia literal de la misma. El penado firmará el 
recibo de esta copia al pié de la diligencia que ha de extender 
el encargado de hacerle saber dicha providencia: si no supie- 
re, ó no pudiere firmar, lo hará un testigo á su ruego: si no 
quisiere, lo verificarán dos testigos, requeridos verbalmente 
por el encargado de hacer saber la providencia. 

Art. 40. Si á la primera diligencia en busca no fuere ha- 
llado el penado en su domicilio, se hará saber á cualquiera de 
los familiares mayor de £1 años que moren en la casa, con 



48 

entrera de la copia literal de la providencia, y guardándoselas 
reíd as establecidas en el artículo anterior. 

Si ni el penado ni ninguno de los laminares se encontrasen 
en la casa á la primera diligencia en busca, se entenderán di- 
chas diligencias con cualquiera de los vecinos más inmediatos 
ó personas que habiten en las casas de estos y sean familiares 
mayores de 31 años. 

Art. 4-1. Las providencias acordadas por las Autoridades 
superiores civiles de la provincia., la militar del distrito y el 
Comandante militar de una provincia son ejecutivas. Contra 
ellas no cabe recurso de alzada. Los infractores pueden, sin 
embargo, entablar recurso de revisión ante las- mismas Au- 
toridades, cuyo fallo en este caso será ejecutorio. 

Art. 43. Las providencias de las Autoridades inferio- 
res civil y militar que impongan arresto se llevarán á efecto 
desde luego. 

Sin embargo de su ejecución, dichas Autoridades, con 
copia literal de la providencia, la consultarán con las su- 
periores respectivas en el mismo dia, siendo posible, y los 
arrestados podrán acudir ante estas por escrito y por con- 
ducto de las inferiores exponiendo lo que tengan por con- 
veniente.- Las Autoridades inferiores dirigirán inmediatamente 
á su destino estas reclamaciones con su informe ; y si se hicie- 
ren dentro de las primeras 34 horas de la ejecución de sus 
providencias, omitirán la consulta, limitándose á cursarlas é 
informarlas. 

Las providencias en que se impongan multas menores 
de 30 pesetas son ejecutivas también desde luego, y se obser- 
vará respecto á ellas lo determinado en el artículo anterior. 

Las providencias en que se imponga una multa mayor 
de 30 pesetas no se llevarán á efecto hasta que la Autoridad 
superior respectiva, recibida la consulta ó la reclamación en 
su caso hecha por el multado en las primeras 34 horas si- 
guientes á la notificación , con el informe de la Autoridad que 
impuso la multa, confirme, modifique ó revoque dicha provi- 
dencia, cuya superior resolución será ejecutada sin ulterior 
recurso. 

TÍTULO IV. 

Del procedimiento ante la Autoridad judicial ordi- 
naria en las causas por los delitos que se expresa» 
en el art. 2.° de esta ley. 


CAPITULO PRIMERO. 

Sección primera. y , 

Art. 43. El procedimiento en las causas que forma la ju- 
risdicción ordinaria por los delitos que se consignan en el ar- 
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tículo V. de esta ley será-yel que expresan los artículos si- 
guientes. . y y • 

. j, : , • ¿/i** »;)•* ' >\ ¡ ■ • i * ' 

. Sección segunda. 

Art. 44. El Juez de primera instancia del partido ó distri- 
to en que hubiere principiado la subversión del orden es el 
competente para conocer del asunto. 

Donde haya dos ó más Jueces, si la rebelión ó sedición 
estallaren á un mismo tiempo en dos ó más distritos judicia- 
les, los Jueces respectivos instruirán inmediatamente las 
primeras diligencias sumarias, que directamente pasarán al 
más antiguo de ellos, á quien para este caso se declara com- 
petente. 

El Gobierno y las Salas de gobierno de las Audiencias pue- 
den, sin embargo, cometer el conocimiento de la causa al Juez 
de primera instancia que consideren conveniente, conforme al 
art. 38 del reglamento provisional de &6 de Setiembre de 183b. 

Art. 4b. En las causas de esta clase no podrá promoverse 
contienda de competencia. 

Si un Juez reclamare el conocimiento de la causa, tenién- 
dolo ya otro , y hubiere duda sobre cuál de ellos sea el com- 
petente, no poniéndose de acuerdo á la primera comunicación 
que con tal motivo se dirijan, pondrán el hecho, sin dilación, 
en conocimiento de la Audiencia, por medio de exposición 
razonada, para que la Sala de gobierno, oyendo en voz al 
Fiscal , decida en el acto lo que estime procedente. Cuando los 
Jueces pertenezcan á distintos territorios, elevarán directa- 
mente dicha exposición al Ministerio de Gracia y Justicia para 
la resolución oportuna. Miéntras tanto cada Juez continuará 
los procedimientos que hubiere incoado. 

Art. 46. En todo caso, los Jueces de primera instancia 
en cuyo distrito tenga ramificación el delito, ú ocurran hechos 
justiciables por consecuencia del mismo, instruirán las opor- 
tunas diligencias, que pasarán al que sea competente para 
conocer del delito principal. 

Art. 47. Todo Juez que principie á instruir diligencias en 
los casos prevenidos en los anteriores artículos dará cuenta 
sin dilación á la Audiencia del territorio por conducto del Re- 
gente, y al Ministerio de Gracia y Justicia. 

Lo propio verificará cuando se inhiba y acuerde remitir 
sus actuaciones al Juez competente, y lo llevará á efecto sin 
consultar préviamente con la Audiencia el auto de inhibición. 

Art. 48. En el momento en que, por cualquier medio ó 
conducto, tenga noticia el Juez de primera instancia de Ja 
perpetración de un delito contra el orden público de los com- 
prendidos en esta ley, ó de cualquier hecho preparatorio para 
los mismos, procederán sin levantar manoá la instrucción del 

4 
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(Correspondiente sumario, dándole preferencia exclusiva, y va- 
liéndose del Escribano que sea más de su confianza 
Art. 49. Para la comprobación del delito y de la delincuen- 
cia del presunto reo empleara el Juez los medios comunes v 
ordinarios que establece el derecho. 

Art. 50. Para mayor actividad , los Jueces evitarán la eva- 
cuación de las citas y careos que no sean de conocida im- 
portancia, y todas aquellas diligencias cuyo resultado aun 
en el caso más favorable para el reo, no hubieren de alte- 
rar ni la naturaleza del delito ni la responsabilidad de su 
autor. 

Art. 51. Toda persona, cualesquiera que sean su clase v 
condición, cuando tenga que declarar como testigo en las 
causas de que se trata, está obligada a comparecer para este 
efecto ante el Juez que de ella conozca, luego que sea citada 
de orden del mismo, sin necesidad de permiso prévio de su 
Jefe ó superior respectivo. 

Art. 52. La que resistiere , sin asistirle impedimento jus- 
to, podrá ser compelida por cualquier medio legítimo de apre- 
mio, incluso el de hacerla conducir por la fuerza pública. 

Art. 53. Todos han de dar su testimonio por declaración, 
bajo juramento en forma, excepto el Jefe déla Nación y las 
Autoridades superiores; estas podrán verificarlo por medio de 
certificación , informe ó comunicación oficial , sin necesidad 
de comparecer personalmente ante el Juez de la causa: aquel 
no puede declarar ni informar. 

Art. 54. Cuando sean varios los procesados, el Juez podrá 
acordar la formación de las piezas separadas que estime con- 
venientes para simplificar y activar los procedimientos , y que 
no se dilate el castigo de los que resulten confesos ó convictos. 

Art. 55. En los delitos expresados en el segundo artículo 
se procederá siempre á la prisión preventiva de los que apa- 
rezcan culpables, y no podrá acordarse su libertad durante la 
causa, bajo fianza ni caución alguna, miéntras duren los es- 
tados de alarma y de guerra. 

Art. 56. En cualquier estado de la causa en que aparezca 
la inocencia de un procesado se sobreseerá respecto de él, de- 
clarando que el procedimiento no le pare perjuicio, y po- 
niéndole inmediatamente en libertad sin costas algunas. Este 
sobreseimiento se consultará con el Tribunal superior, al 
propio tiempo que la sentencia definitiva si hubiere otros 
procesados. 

Art. 57. Desde que principie el sumario se dará conoci- 
miento al Promotor fiscal, el cual tiene derecho á enterarse de 
todo lo que en él se actúe y adelante para promover y auxiliar 
la acción de la justicia; será oido por escrito siempre que el 
Juez lo estime, y lo será necesariamente para acordar lo que se 
ordena en el artículo anterior. 
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Art. 58. Concluido el sumario, se pasará la causa al Pro- 
motor fiscal para que formalice su acusación en un término 
breve, que no podrá exceder de cinco dias. 

Art. 59. Si en la causa se pidiese la imposición de alguna 
de las penas correccionales, se hará lo que previenen las re- 
glas 38 , 39 y 40 de la ley provisional para la aplicación del 
Código penal. 

Si siendo varios los procesados se pidiese contra unos la 
imposición de penas aflictivas y contra otros la de penas 
correccionales, y no fuese conveniente formar pieza separada 
para los de esta penalidad, se dará á la causa, respecto de to- 
dos, la tramitación que se marca en los artículos siguientes. 

Art. 60. Fuera del caso expresado en el párrafo primero del 
artículo anterior se dará traslado de la acusación al procesa- 
do para que haga su defensa por igual término que el concedi- 
do al Promotor fiscal , haciéndole saber al propio tiempo que 
en el acto déla notificación nombre Procurador y Abogado; 
y si no lo hiciere, se le nombrarán de oficio los que se halla- 
ren en turno. 

Art. 61. Guando sean varios los procesados, si pudieren 
hacer unidos su defensa, se les obligará á que lo verifiquen 
bajo una misma dirección. No pudiendo verificarlo de este 
modo por incompatibilidad ú oposición entre ellos, si hubie- 
ren de hacerse más de dos defensas, dispondrá el Juez que en 
vez de entregarse el proceso al defensor de cada parte se pon- 
ga de manifiesto á los respectivos defensores en el oficio del 
Escribano por el término que aquel señale, sin que pueda pasar 
de* ocho dias, dentro del cual deberán formalizarse todas las 
defensas. En este caso, los autos estarán de manifiesto en el 
oficio del Escribano durante 18 horas en cada dia para que los 
defensores puedan leerlos por sí mismo y sacar las copias ó 
apuntes que crean conducentes, tomando el Escribano las 
precauciones oportunas para evitar abusos. 

Art. 6£. Por medio ae otrosíes en los escritos de acusa- 
ción y defensa deberá necesariamente cada parte articular 
toda prueba que le conviniere ó renunciar á ella, expresando 
además si se conforma ó no con todas las declaraciones de los 
testigos del sumario, y con cuáles de ellas está conforme, si 
no lo estuviere con algunas; no haciendo ni lo uno ni lo otro, 
se entiende que renuncian la prueba y están conformes con 
las declaraciones del sumario. 

Art. 63. Si las partes de consuno renunciaren la prueba 
y se conformaren con todas las declaraciones del sumario, ó na- 
da dijeren sobre estos extremos por otrosíes en sus escritos 
de acusación y defensa , habrá el Juez por conclusa la causa 
desde luego, y sin otro trámite mandará llevar los autos á la 
vista, con citaoion de las partes para sentencia. 

En otro caso, recibirá la causa á prueba con calidad de 
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todos cargos por un término breve, que, aunque se proroenp 
no podrá exceder d**30 dias, admitiendo de las pruebas pro- 
puestas solamente las que estime pertinentes y de notoria 
influencia en el resultado del proceso. 

Art. 64. Dentro de las U horas siguientes á la notifica- 
ción del auto recibiendo la causa á prueba , presentará cada 
parte por duplicado lista de los testigos de cargo ó descaren 
de que intente valerse para su prueba respectiva, expresando 
la vecindad, estado, profesión, oficio ó modo de vivir de cada 
uno de ellos. Un ejemplar de estas listas se unirá á los autos 
y el otro se entregará á la parte contraria para la oposición de 
las tachas á los testigos que las tuviesen y demás efectos con- 
venientes. No se admitirán más testigos que los contenidos 
en dicha lista, y los que de ellos se presenten dentro del tér- 
mino de prueba serán examinados, aun pasado aquel término 
en el dia ó los dias siguientes. Tampoco podrán admitirse 
más de 10 testigos por cada pregunta útil. 

Art. 65. El exámen de los testigos de cargo y descargo, y 
la ratificación de los del sumario con cuyas declaraciones no 
se hubiesen conformado las partes, tendrán efecto en audien- 
cia pública, con asistencia del Promotor fiscal. También po- 
drán asistir el procesado ó su Procurador y Letrado, si le 
conviniere. 

A este fin, presentadas las listas de testigos, el Juez seña- 
lará el dia más próximo posible para la comparecencia y exá- 
men ó ratificación de los mismos. 

Los del sumario serán citados de oficio, como también los 
de cargo que presente el Promotor fiscal; los demás serán 
presentados por la parte interesada, la cual, sin embargo, po- 
drá decir que se compela y apremie á los que rehúsen com- 
parecer á declarar. 

Art. 66. Los testigos que no se hallaren á más distancia 
que la de un dia de viaje de la residencia del Juzgado , según 
los medios de comunicación establecidos, serán compelidos á 
comparecer forzosamente, no mediando razones justas que lo 
impidan, y también cuando á reclamación de alguna de las 
partes estimase el Juez indispensable para el cargo ó descargo 
la comparecencia personal. 

Art. 67. Los demás testigos se examinarán por medio de 
exhortos, diligenciándose estos con la mayor urgencia por 
los Jueces exhortados, .bajo su más estrecha responsabilidad: 
pasado el término de prueba sin haber sido devueltos, el Juez 
exhortante seguirá sin ellos el procedimiento, y da,rá in- 
mediatamente cuenta de todo al Regente de la Audiencia. 

Art. 68. En el dia y hora señalados al efecto se procederá 
á la ratificación y exámen de los testigos, verificando el de 
cada uno de ellos con separación. Concluida la declaración 
de cada testigo, las partes ó sus defensores podrán hacer ai 
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mismo,; por; conducto del Juez, las preguntas que este admita 
como pertinentes, extendiéndose así la pregunta como la con- 
testación; También se; escribirán las preguntas: que el Juez 
deseche como impertinentes, si la parte interesada lo reolsh- 
marera fin de que la Superioridad pueda apreciarlas en su 

día. •' ; l » ■ ■ • 

Art. 69. La prueba de tachas se hara en sp caso acto con- 
tinuo de la principal y dentro del término que esta, formulando 
por escrito préviamente la parte interesada las preguntas á 
cuyo tenor deban ser examinados los testigos que presentare 
para dicha prueba. 

Art. 70. Concluso el término de prueba, ó practicada toda 
la que hubieren propuesto las partes, aunque aquel no haya 
espirado, lo acreditará el Escribano por diligencia; y sin otro 
trámite pasará los autos al estudio del Juez para sentencia, 
haciéndolo saber á las partes. 

Art. 71. Dentro de los dos dias siguientes, si el- Juez ha- 
llare en la causa defectos sustanciales que subsanar, ó faltaren 
algunas diligencias precisas para el cabal conocimiendo de la 
verdad, acordará que, para mejor proveer, se practiquen inme- 
diatamente todas las que fueren indispensables, bajo su res- 
ponsabilidad en el caso de dar márgen con estoá innecesarias 
dilaciones. 

Art. 72. Pasados estos dias, el Juez señalará dia y hora 
para la vista pública dentro de los tres siguientes. Durante 
este tiempo estarán los autos de manifiesto en la Escribanía 
para que la parte fiscal ó los defensores se instruyan y tomen 
las notas convenientes, guardándose lo prevenido para su caso 
en el art. 61 de esta ley. Las costas que devenguen en este 
acto los curiales se declaran de oficio. 

En el acto de la vista podrán informar oralmente de su 
derecho al Juez ó Tribunal los defensores nombrados por los 
procesados por el orden seguido en el procedimiento escrito. 

El Promotor fiscal y los defensores nombrados de oficie» 
deberán informar necesariamente, guardando el mismo orden. 

Art. 73. El Juez dictará sentencia, que deberá ser funda- 
da, dentro de los cinco dias siguientes al de la conclusión del 
acto de la vista. 

En la propia sentencia mandará también que se remitan 
los autos en consulta al Tribunal superior, con citación y em- 
plazamiento de las partes para que comparezcan ante él dentro 
de tres dias si la Audiencia residiera en la misma población, 
y dentro de seis dias en otro caso. 

Art. 74. El emplazamiento se hará á los Procuradores de 
los procesados, si estos no fueren hallados á la primera dili- 
gencia en busca; y al verificarlo, los Escribanos les preven- 
drán que nombren Procurador y Abogado que defiendan á 
sua representados en el Tribunal superior, bajo apercibimiento 
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de nombrárseles de oficio, admitiéndoles dicho nombramiento 
si lo hicieren, en el acto de la notificación. ’ 

Art. 75. Las causas contra reos ausentes se sustanciarán 
por los mismos trámites determinados en los anteriores ar- 
tículos; pero no se ratificarán más testigos del sumario que 
aquellos con cuyas declaraciones no se hubiesen conformado 
el Promotor ó los procesados presentes. 

Art. 76. Los Jueces tendrán el término de $4 horas para 
dictar las providencias interlocu^orias. p 

Contra ellas no se admitirá más recurso que el de reposi- 
ción y apelación subsidiaria, interpuesto dentro de segundo 
dia. La apelación sólo se admitirá en un efecto, y para sus- 
tanciarla se esperará á que se remitan los autos á la Audien- 
cia en consulta de la sentencia definitiva. Contra las provi- 
dencias denegatorias de prueba no se da recurso alguno ; pero 
la parte agraviada deberá formular ante el inferior la oportu- 
na protesta para que, reproducida su petición en la segun- 
da instancia, pueda recaer decisión sobre ella. 

Sección tercera. 

DE LA SEGUNDA INSTANCIA. 

Art. 77. Recibidos los autos en la Audiencia , se pasarán 
sin dilación al Relator para que forme el apuntamiento en el 
término que la Sala le señale, atendiendo al volúmen de los 
autos, pero sin que pueda exceder de ocho dias. 

Art. 78. Devueltos los autos por el Relator, se comunica- 
rán al Fiscal y á cada una de las partes para instrucción, por 
un breve término, que no podrá exceder de seis dias para 
cada uno. 

En el caso de ser más de dos las defensas, se practicará 
lo prevenido en el art. 61. 

Al propio tiempo se hará el nombramiento de Procurador 
y Abogado de oficio para los procesados que no lo hubiesen 
verificado por sí mismos ó por su Procurador. 

Art. 79. Al devolverse los autos, ó al darse por instruida 
de ellos cada parte, manifestará, bajo la firma de su Letrado 
y Procurador, su conformidad con el apuntamiento, ó las 
omisiones ó inexactitudes que á su juicio puedan haberse 
cometido en él, pidiendo en este caso se rectifiquen. 

Art. 80. También podrán las partes, al devolver los autos, 
ó darse por instruidas, ó pedir que se reciba la causa á prueba. 

Este recibimiento á prueba en la segunda instancia sólo 
podrá tener lugar para justificar hechos nuevos de notoria 
influencia en el resultado de la causa, protestando no haber 
tenido conocimiento de ellos en tiempo oportuno para alegar- 
los y probarlos en la primera, y sobre los hechos no admitidos 
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por el Juez en primera instancia cuando se hubiere hecho la 
protesta expresada en ei art. 76. <■ :.< • 

Art.< 81 - La Sala designará un Ministro ponente, el cual 
informará sobre la reforma ó adiciones del apuntamiento y 
sobre la procedencia de la prueba que se hubiere soli- 
citado. 

El Ministro ponente ejercerá las demás funciones propias 
de este cargo. 

Art. 8&. Si la Sala estimase procedente la propuesta, 
mandará practicarla, recibiendo para ello la causa á prueba 
por un breve término, que, aunque se prorogue, no podrá 
exceder de £0 dias. • ? y 

La prueba en este caso se practicará con las mismas for- 
malidades que en la primera instancia ante el Ministro ponente, 
ó dándose comisión al Juez inferior del punto donde se hallen 
los testigos. 

Art. 83. Conformes las partes en el apuntamiento, ó he- 
chas en él las reformas acordadas, ó adicionado en su caso 
con las pruebas practicadas en la segunda instancia, se señala- 
rá para la vista el dia más próximo posible, con citación de 
las partes. 

En el acto de la vista informarán de palabra, primero el 
Fiscal y después los defensores de los procesados, por el mis- 
mo orden que hubieren guardado en la primera instancia. Caso 
de haber apelado alguna de las partes, su defensor únicamente 
usará de la palabra ántes que el Fiscal. 

Art. 84. Estas causas se verán precisamente por cinco 
Magistrados, debiendo ser uno de ellos el Regente ó el que 
haga sus veces. 

Si en la Sala á que corresponda no hubiere número sufi- 
ciente de Ministros, se agregarán los más antiguos de las otras 
hasta completarlo, con exclusión de los Presidentes si hubie- 
re número suficiente para ello. 

Art. 85. Concluida la vista, la Sala dictará sentencia fun- 
dada dentro del término de seis dias. 

Esta sentencia causará ejecutoria. 

Art. 86. Dictada la -sentencia, se remitirá sin dilación, con 
certificación de ella, al Juez inferior para su ejecución y cum- 
plimiento, sin perjuicio de la tasación de costas y gastos del 
juicio. 

Hecha esta y aprobada, se devolverá la causa al Juez in- 
ferior con la certificación correspondiente. 

Art. 87. Contra las providencias interlocutorias de las 
Audiencias en las causas de que se trata no se admitirá más 
recurso que el de súplica para ante la misma Sala,, si se in- 
terpusiere dentro del segundo dia. 

Art. 88. Los Jueces y Tribunales no tendrán para estas 
causas horas determinadas de despacho, y utilizarán el dia 
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y la noche por todo el tiempo que sea necesario, según la 
urgencia del caso, á juicio de los mismos. 

Art. 89. Sobre los demás puntos respectivos al procedi- 
miento en estas causas ante la Autoridad judicial que no se ha- 
llen expresamente mareadas en la presente ley se observarán 
las reglas establecidas en los procedimientos comunes y en la 
ley provisional para aplicación del Código penal, sin que*se acu- 
da á ninguna otra ley especial. 

Art. 90. Quedan derogadas las leyes, decretos, órdenes y 
otras disposiciones publicadas hasta el dia sobre el procedi- 
miento en las causas que se formen por la jurisdicción ordina- 
ria y por los delitos á que se refiere esta ley. 

ARTÍCULOS ADICIONALES. 

Artículo 1 .° Las disposiciones precedentes sobre el proce- 
dimiento regirán hasta que se plantee el juicio por Jurados, 
como prescribe el art. 93 de la Constitución ; en cuyo caso se 
modificarán las de esta ley , según lo requieran la orgánica 
de Tribunales y la de procedimiento en materia criminal. 

Art. 2.° Establecido por una ley el recurso de casación en 
materia criminal, se acomodará la presente á las prescripciones 
que se dicten en aquella, salvas las modificaciones que se 
creyere conveniente introducir á fin de asegurar la celeridad, 
economía y sencillez de la tramitación en las causas sobre 
los delitos que son objeto de esta ley. 

Art. 3.° La presente ley no abraza los casos de guerra 
extranjera, ni de guerra civil formalmente declarada. 

De acuerdo de las Cortes Constituyentes se comunica al 
Regente del Reino para su promulgación como ley. 

Palacio de las Cortes veinte de Abril de mil ochocientos 
setenta.=Manuel Ruiz Zorrilla, Presidente.=Manuel de Llano 
y Pérsi, Diputado Secretario.=Julian Sánchez Ruano, Dipu- 
tado Secretario.=Francisco Javier Carratalá, Diputado Secre- 
tario.=Mariano Rius , Diputado Secretario. 

Por tanto: 

Mando á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Goberna- 
dores y demás Autoridades, así civiles como militares y ecle- 
siásticas de. cualquier clase y dignidad, que lo guarden 
y hagan guardar, cumplir y ejecutar en todas sus partes. 

Madrid veintitrés de Abril de mil ochocientos setenta. 

FRANCISCO SERRANO. 

El Ministro de la Gobernacioo, 

fticoláa Haría Rivero. 
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MISTERIO DE LA GOBERNACION. 


LEY. 

DON FRANCISCO SERRANO Y DOMINGUEZ, Regente 
del Reino por la voluntad de las Cortes Soberanas; á todos 
los que las presentes vieren y entendieren , salud: Las Cortes 
Constituyentes de la Nación española, en uso de su soberanía, 
decretan y sancionan lo siguiente : 

LBY ELECTORAL. 


TÍTULO PRIMERO. 

CAPÍTULO PRIMERO! 

De los electores. 

Artículo 1 .° Son electores todos los españoles que se ha- 
llen en el pleno goce de sus derechos civiles, y los hijos de 
estos que sean mayores de edad con arreglo á la legislación de 
Castilla. 

Art. $.° Exceptúanse únicamente: 

L° Los que por sentencia ejecutoria estén privados del 
ejercicio de derechos políticos. 

2. ° Los que al verificarse las elecciones se hallen proce- 
sados criminalmente , si contra ellos se hubiese dictado auto 
de prisión y no la hubieren subrogado con fianza en los casos 
en que sea admisible con arreglo á derecho. 

3. ° Los sentenciados á penas aflictivas ó correccionales. 
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mientras no hayan extinguido sus condenas y obtenido reha- 
bilitación con arreglo á las leyes. 

4* Los que careciendo de medios de subsistencia reciben 
esta en establecimientos benéficos, ó los que se hallen empa- 
dronados como mendigos y autorizados por los municipios 
para implorar la caridad pública. 

CAPÍTULO II. 

De los elegibles. 

Art. 3.° Son elegibles para Senadores: 

Todos los electores, mayores de 40 años, que reúnan al- 
guna de las condiciones siguientes: 

Ser ó haber sido Presidente del Congreso, Diputado electo 
en tres elecciones generales, ó una vez para Cortes Constitu- 
yentes: 

Ministro de la Corona: 

Presidente del Consejo de Estado, de los Tribunales Su- 
premos, del Consejo Supremo de la Guerra y del Tribunal de 
Cuentas del Reino: 

Capitán general de ejército ó Almirante: 

Teniente general ó Vicealmirante: 

Embajador: 

Consejero de Estado: 

Magistrado de los Tribunales Supremos, individuo del 
Consejo Supremo déla Guerra y del Almirantazgo, Ministro 
del Tribunal de Cuentas del Reino ó Ministro Plenipotenciario 
durante dos años: 

Arzobispo ú Obispo: 

Rector de Universidad de la clase de Catedráticos: 
Catedrático de término con dos años de ejercicio: 
Presidente ó Director de las Academias Española , de la 
Historia , de Nobles Artes, de Ciencias exactas, físicas y natu- 
rales, de Ciencias morales y políticas y de Ciencias médicas: 
Inspector general de los cuerpos de Ingenieros civiles: 
Diputado provincial cuatro veces: 

Alcalde dos veces en pueblos de más de 30.000 almas: 
Hallarse comprendido en la lista de los 50 mayores con- 
tribuyentes por contribución territorial, y los 20 mayores 
por subsidio industrial y comercial de cada provincia. 

Art. 4.° Son elegibles para Diputados á Cortes todos los 
electores. 

Art. 5.° Son elegibles para Diputados provinciales los que 
llenando las condiciones á que se refiere el artículo anterior, 
se hallen comprendidos en las disposiciones del art. 22 de le 
ley de Diputaciones provinciales. 

Art. 6.° Son elegibles para Concejales todos los electores 
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vecinos de la localidad que reúnan las condiciones que exige 
el art 39 de la ley municipal. 

’ . : v • v 

CAPITULO IIL 
De las incapacidades. 

Art. 7.° No podrán ser elegidos para ninguno de los car- 
gos á que se refieren los cuatro artículos anteriores, los que 
desempeñen ó hayan desempeñado tres meses ántes de las 
elecciones cargo ó comisión de nombramiento del Gobierno, 
con ejercicio de autoridad, en la provincia, distrito ó loca- 
lidad donde estas se verifiquen. 

Art. 8.° Tampoco podrán ser elegidos para ninguno de 
los cargos á que se refiere el artículo anterior: 

l.° Los contratistas y sus fiadores de obras y servicios 
públicos que se paguen con fondos del Estado, provinciales y 
municipales, ni los administradores de dichas obras y ser- 
vicios. 

8.° Los recaudadores de contribuciones y sus fiadores. 

3. ° Los deudores al Estado que lo sean por cualquier clase 
de contrato. 

4. ° Los deudores en concepto de segundos contribuyentes, 
los fiadores y mancomunados en ámbos casos, los que reci- 
ban sueldo de la provincia y todos los demás comprendidos 
en los casos l.°, &.°, 3.°, 4.° y 5.° del art. 88 de la ley pro- 
vincial. 

En cualquier tiempo en que , después de la elección , un 
electo adquiera alguna de las cualidades expresadas, la in- 
capacidad que cada una de ellas lleva consigo producirá su 
efecto, y aquel en quien se halle perderá inmediatamente el 
cargo. 

Art. 9.° No podrán ser elegidos Concejales los que, con re- 
lación al municipio , se hallen en los casos en que se encuen- 
tran respecto á la provincia los comprendidos en el artículo 
anterior, y demás que se mencionan en el 39 de la ley muni- 
cipal. 

Art. 10. Para los cargos de Diputados á Cortes y Diputado 
provincial no se computarán á los candidatos electos los vo~ 
os que obtengan en las localidades donde ejerzan jurisdicción, 
aunque sea de elección popular el cargo que desempeñen. 

CAPÍTULO IV. 

De las incompatibilidades. 

Art. 11. El cargo de Senadores incompatible con todo 
empleo activo que no esté comprendido en las categorías que 
marca el art. 68 de la Constitución. 
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Art. 1£. El cargo de Diputado es incompatible con el ejer- 
cicio de destinos públicos, aunque sean en comisión y sin suel- 
do, siempre que lo tengan señalado en el presupuesto del Es- 
tado ó de la Casa Real. 

Las excepciones , los límites y efectos de este principio se 
determinarán en una ley especial , cuyo proyecto presentará 
la comisión de las Cortes que ha entendido en esta ley. 

Art. 13. Los cargos de Senador, Diputado á Cortes, Dipu- 
tado provincial y Concejal son incompatibles entre sí. 

Art. 14. El Senador ó Diputado á Cortes que acepten del 
Gobierno ó de la Casa Real empleo , comisión con sueldo, 
honores ó condecoraciones, se entiende que renuncian sus res- 
pectivos cargos, y no podrán ser reelegidos hasta las próximas 
elecciones generales. 

Los Senadores ó Diputados que fuesen elegidos por dos ó 
más provincias ó distritos, optarán , en término de ocho dias, 
á contar desde la constitución de su respectivo Cuerpo Cole- 
gislador, por la que deseen representar. Para los que fueren 
elegidos con posterioridad se entenderá el plazo de los ocho 
dias desde la aprobación del acta. 

Art. 15. Los cargos de Diputado provincial y Concejal son 
también incompatibles con todo destino retribuido por el Go- 
bierno ó por la Casa Real, y con los de Notario público y Juez 
de paz de sus respectivos distritos ó colegios electorales. 

Es igualmente incompatible el cargo de Concejal con todo 
empleo retribuido de fondos provinciales ó municipales. 

CAPÍTULO V. 

Disposiciones generales para las elecciones comprendidas en 

esta ley. 

Art. 16. El derecho electoral y su ejercicio por el sufragio 
universal comprende las elecciones municipales, de Diputados 
provinciales, Diputados á Cortes y de compromisarios para 
las de Senadores. Las de Senadores se harán por los compro- 
misarios en la forma que se determina en el capítulo VI , tí- 
tulo II de esta ley. 

Art. 17. Para acreditar estederecho y poder ejercitarlo, se 
entregará por los Alcaldes á cada elector una cédula talonaria, 
arreglada al modelo núm. l.°, que comprenderá dos talones. No 
podrá hacerse uso del segundo de ellos sino en los casos que 
se mencionan en el art. 34. 

Art. 18. Las cédulas de que habla el artículo anterior se 
cortarán de los libros talonarios que cpn este objeto ten- 
drán los Ayuntamientos, habiendo en cada municipio tantos 
como colegios ó secciones abrace su jurisdicción. Estos libros 
se renovarán en todas las elecciones, incluyendo en ellos 
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á todos los electores que tengan acreditado su derecho en el 
del censo electoral, y no se hayan incapacitado después. 

Art. 19- En cada Ayuntamiento habrá además del libro ó 
libros talonarios, otro especial que se llamará de censo electo- 
ral, én el cual se inscribirán por orden alfabético y numeración 
correlativa los que con arreglo á esta ley gocen del derecho 
electoral. Las hojas de este libro estarán numeradas, selladas y 
rubricadas por el Secretario del Ayuntamiento, con el V.° B.° 
del Alcalde y la firma de diez electores sacados á la suerte de 
los Vocales asociados déla Junta municipal, si saben firmar. 

Art. 20. El libro de censo electoral se formará con arreglo 
á las listas electorales rectificadas y ultimadas en la forma y 
modo que previenen los artículos 22 al 30 de esta ley. En este 
libro no podrán introducirse enmiendas , adiciones ni raspa- 
duras, debiendo constar en apéndice las incapacidades que 
ocurran en el tiempo que media desde la formación del libro 
hasta la víspera de verificarse la elección, y también los er- 
rores que en su redacción se hayan cometido. 

Art. 21. De este libro se sacarán tres copias autorizadas, 
en las cuales constará el número de electores y de cédulas 
entregadas, cuyas copias se remitirán, á más tardar, 15 
dias ántes de la elección , una al Alcalde de la cabeza del dis- 
trito electoral para Diputados á Cortes ; otra al de la cabeza 
de distrito electoral para Diputados provinciales , y la tercera 
f á la Diputación provincial. 

Art. 22. Los Ayuntamientos formarán con arreglo al pa- 
drón de vecindad, las listas electorales que han de preceder 
al libro de censo electoral y que se fijarán al público durante 
los 15 dias primeros del octavo mes de cada año económico 
en que debe hallarse ultimado el padrón de vecindad, según lo 
dispuesto en los artículos 19 y 20 de la ley municipal, para que 
los interesados tengan conocimiento de ellas y puedan hacer 
las reclamaciones de inclusión ó de exclusión que juzguen 
oportunas. 

Trascurrido este plazo ,• no se admitirán reclamaciones de 
ningún género. 

Art. 23. Las incapacidades marcadas en el art. 2.° de esta 
ley se expresarán y justificarán en el padrón de vecindad; en 
las listas que de él se saquen para formar el libro de censo 
electoral no se comprenderán los incapacitados. 

Art. 24. Cada vecino tiene derecho á que durante todos 
los dias del año , sin excepción, se le pongan de manifiesto en 
la Secretaría del Ayuntamiento el padrón de vecindad y las 
listas electorales para reclamar su inclusión como elector, si 
hubiese sido excluido por omisión ó indebidamente incapa- 
citado. También podrá exigir la exhibición del libro de censo 
electoral para los efectos oportunos. 

Art. 25. Tienen también derecho los vecinos á que por 
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los Ayuntamientos se les admitan las pruebas de su capacidad 
electoral, pudiendo alzarse ante las Diputaciones provinciales 
riel fallo que aquellos dictaren. 

Art. 26. Las reclamaciones se harán ante el Ayuntamiento 
en la primera quincena del octavo mes de cada año económi- 
co , debiendo resolver sobre ellas por mayoría de votos en lo 
que reste del citado mes, conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo 19 de la ley municipal. 

Las comisiones provinciales, oyendo á los interesados 
resolverán, en los primeros quince dias del siguiente, las 
reclamaciones que ante ellas presenten los que se creyeren 
agraviados por los acuerdos de los Ayuntamientos. 

De estas resoluciones puede entablarse el recurso de ape- 
lación ante las Audiencias, que los sustanciarán y determi- 
narán , oyendo á las partes y al ministerio fiscal , en los 
restantes dias del citado mes. 

Art. 27. Todo vecino podrá reclamar igualmente la inclu- 
sión ó exclusión de electores ante el Ayuntamiento de su 
municipio, y aducir las pruebas para apoyar su reclamación, 
pudiendo del mismo modo alzarse de las providencias que so- 
bre ellas recaigan ante las comisiones provinciales. El Alcalde 
dará recibo de las solicitudes que se le entreguen. 

Art. 28. Así los Tribunales de justicia y demás autorida- 
des judiciales ó administrativas, como los curas párrocos, 
expedirán gratis , y en papel de oficio , cualquiera clase de * 
documentos que necesite el elector ó vecino para acreditar 
su capacidad ó la capacidad ó incapacidad de otros electores. 
Estos documentos se pedirámpor medio de solicitud , expre- 
sando el objeto con que se piden , y no serán admitidos en 
ningún Tribunal ni oficina sino para acreditar el derecho ó in- 
capacidad de los electores. 

Los que con otro fin se valieren de ellos, serán considera- 
dos como defraudadores de la renta del papel sellado. 

Art. 29. Los Juzgados remitirán á los Alcaldes del pueblo 
de la vecindad de los procesados testimonio de los autos de 
prisión que dicten ó de las sentencias ejecutorias que priven 
ó suspendan del ejercicio del derecho electoral , para que se 
haga constar en el padrón de vecindad la correspondiente 
nota. 

Art. 30. Durante los primeros quince dias del décimo mes 
de cada año económico se publicarán en todos los municipios 
de España las listas electorales ultimadas, con la designación 
de los colegios y secciones á que correspondan los electores. 

Art. 31. Las cédulas talonarias se entregarán á domicilio 
en trascurso del mes citado en el artículo anterior , bajo la 
responsabilidad de los Alcaldes. 

En el caso de nuevas elecciones y de renovación de los 
libros talonarios con arreglo á lo dispuesto en el artículo 18, 
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las cédulas se repartirán á ios electores diez dias antes de 
verificarse la elección. 

El elector que sin motivo legal fuere excluido de las listas, 
ó á quien se negare indebidamente la entrega de la cédula 
talonaria, podrá entablar contra el Alcalde la acción criminal 
que le corresponda con arreglo á las disposiciones penales de 
esta ley. 

Art. 3$. Ningún elector podrá votar más que en colegio 
electoral ó sección que designe su cédula talonaria. 

Cuando un elector haya cambiado de domicilio después de 
empadronado y de hallarse inscrito en las listas electorales ul- 
timadas, votará precisamente en el colegio ó sección á que 
pertenecía cuando se le reconoció su derecho, y no podrá 
hacerlo en el de su nuevo domicilio. 

Art. 33. En el primer dia de elección , ántes de constituirse 
la mesa provisional, remitirá el Alcalde del distrito munici- 
pal á los colegios y sus secciones los libros talonarios de los 
electores que correspondan á sus respectivas demarcaciones, 
y nota certificada de las incapacidades en que hayan incurrido 
los electores con posterioridad á su inclusión en el libro de 
censo electoral, acompañando los comprobantes. 

Art. 34. Cuando por omisión ó por injusta denegación de 
ios Alcaldes no hubiese sido entregada al elector la cédula á 
que tenia derecho, ó cuando una vez entregada la hubiese 
perdido, podrá reclamar del presidente de la mesa, identifican- 
do préviamente su personaría entrega del segundo talón de 
que habla el art. 17, debiendo en este caso votar en el acto 
con la fórmula «voto con cédula duplicada.» 

La mesa lo hará constar en la lista de votantes. 

Art. 35. Los electores del ejército y armada en servicio 
activo no podrán votar en las elecciones provinciales ni 
municipales. 

En las de Diputados á Cortes y compromisarios para las 
de Senadores votarán en el punto donde se hallen el dia de 
la elección, siempre que lleven dos meses de residencia 
continua. 

Art. 36. Los electores de que habla el artículo anterior 
acreditarán su derecho por medio de una cédula de filiación 
talonaria, firmada por el Jefe del distrito militar y del cuerpo 
a que pertenezcan. 

' Los Jefes de los cuerpos remitirán con ocho dias de ante- 
lación al Alcalde del pueblo en que residan y hayan de votar 
sus subordinados relación numerada y por orden alfabético 
de los mismos, y el libro talonario que corresponda á las cé- 
dulas que les haya entregado. 

. Art. 37. En la parte exterior de cada local en que se ve- 
rifiquen las elecciones se fijará dos dias ántes de que empie- 
cen una lista certificada de los electores que corresponden al 
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colegio ó sección, la que permanecerá expuesta al público 
hasta que hayan terminado. 

Art. 38. Las mesas electorales se colocarán de modo que 
los electores puedan ver el acto de entregar las papeletas, y 
su introducción en la urna. 

Art. 39. Los Presidentes de las mismas cuidarán de que 
tanto el salón en que se verifican las elecciones, cuanto las 
avenidas que conduzcan al local, estén siempre despejados, 
de manera que los votantes puedan entrar y salir fácilmente! 

Art. 40. Los Presidentes tendrán á su disposición los 
agentes municipales que consideren necesarios para conser- 
var el orden y hacer respetar su autoridad. 

Art. 41. Todo elector de un distrito tendrá entrada en 
todos los colegios y secciones en que el distrito estuviere di- 
vidido, y podrá hacer en cualquiera las protestas y reclama- 
ciones que crea fundadas. 

Art. 4$. Los votos se podrán emitir así en papeletas im- 
presas como manuscritas, pero en papel precisamente en 
blanco. 

Art. 43. Nádie podrá entrar en el local de elecciones con 
palo, bastón ni arma alguna, á excepción de los electores que 
por impedimento físico necesiten apoyarse en bastón ó mule- 
ta, los cuales no podrán permanecer en el local más que el 
tiempo preciso para emitir su voto. El elector que infringiere 
este precepto y advertido no se sometiere á las órdenes del 
Presidente, será expulsado del local y perderá el derecho de 
votar en aquella elección. 

Las autoridades podrán, sin embargo, usar dentro del 
colegio el bastón y demás insignias de su mando. 

TÍTULO II. 

DEL PROCEDIMIENTO ELECTORAL. 


CAPÍTULO I. 

De las elecciones municipales. 

Art. 44. Las elecciones de Ayuntamiento se verificarán en 
las épocas marcadas en la ley municipal para su renovación. 

En los casos de disolución ó suspensión de los Ayunta- 
mientos por quien corresponda, ó de reemplazo de alguno ó al- 
gunos de sus individuos por muerte ó incapacidad, la renova- 
ción se hará precisamente por los electores y por los mismos 
trámites de su nombramiento, teniendo, no obstante, en 
cuenta, respecto á renovaciones parciales, lo dispuesto en los 
artículos 43 y 44 de la ley municipal. 
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Art. 45. La designación de los colegios electorales se hará 
por los Ayuntamientos, procurando á los electores la mayor 
facilidad en la emisión de los votos. En las poblaciones que 
no pasen de 5.000 vecinos no podrá exceder el número de co- 
tegios al de Alcaldes que correspondan á su Ayuntamiento. 

En las que pasen de este número, podrá el Ayuntamiento 
dividir los colegios en tantas secciones cuantas sean necesa- 
rias para facilitar la libre emisión del sufragio , siempre que 
el número no exceda al de Alcaldes de barrio. 

Cuando los distritos municipales correspondan á varios 
grupos de población rural , los colegios electorales se dividi- 
rán en tantas secciones cuantos sean los grupos de población 
rural que tengan Alcaldes de barrio. 

Art. 46. La división de los distritos municipales en colé* 
gios , y en su caso en secciones , la practicarán los Ayunta- 
mientos en la época marcada en el art. 36 y siguientes de la 
ley municipal, anunciándola al público en la forma y por el 
término que la misma prescribe. El Ayuntamiento admitirá 
todas las reclamaciones que se hagan contra esta división, 
y las remitirá con su informe á la comisión provincial en todo 
el resto del mes , para que las resuelva en conformidad á lo 
dispuesto en la 4. a del art. 37 de la citada ley municipal. 

Si no hubiese reclamaciones, se anunciará como definitiva 
la' división del distrito en colegios ó secciones acordada por 
el Ayuntamiento; y si existieran dichas reclamaciones, se hará 
el mismo anuncio tan pronto como la comisión provincial 
comunique sus resoluciones ó trascurra el plazo citado en el 
artículo anterior sin resolverlas, en cuyo caso se anunciará 
la división practicada por el Ayuntamiento. 

Art. 47. Hecha la división en la forma prescrita en los 
artículos anteriores, no podrá alterarse ni modificarse sino 
por justa causa y con la aprobación de la comisión provincial 
y del Gobernador. La nueva división se hará por los mismos 
trámites , y no será válida para las próximas elecciones, si no 
estuviese aprobada y publicada quince dias ántes, por lo me- 
nos, de aquel en que deba celebrarse la elección. La alteración 
no se hará en ningún caso para las elecciones parciales ni ex- 
traordinarias. - 

Art. 48. El número de Concejales que corresponda á cada 
Ayuntamiento será proporcional al de habitantes del distrito 
municipal, y nunca bajará de la relación que se establece en 
la escala del árt. 34 de la ley municipal. 

Art. 49. Las elecciones ordinarias comenzarán en la época 
y en el dia marcado en la ley municipal, y con arreglo a las 
bases fijadas para la renovación de los Ayuntamientos. 

Para las que deban celebrarse en el concepto de parciales 
ó extraordinarias por disolución de los Ayuntamientos ó por 
muerte ó incapacidad de sus individuos en los casos en que 



66 

deban reemplazarse con arreglo á la ley municipal, se fijará 
la fecha de la elección por la comisión provincial. 

Art. SO. Los colegios ó secciones electorales se abrirán 
al público á las nueve de la mañana del dia fijado para la 
elección. 

Art. 51 . A cada colegio ó sección concurrirá á la citada 
hora el Alcalde ó Regidor á quien corresponda por orden, y á 
falta de estos, el Alcalde de barrio que deba presidir la mesa 
interina. 

El Ayuntamiento hará la designación de los Presidentes 
dos días ántes del fijado para la elección, y la publicará en 
la parte exterior del local. 

Art. 52. A cada colegio ó sección se llevará por la autori- 
fiad que deba presidir y se colocará sobre la mesa el libro 
talonario del censo electoral que le corresponda y una lista 
por orden alfabético y numérico de los electores del mismo, 
con dos casillas en blanco para estampar en ellas la palabra 
votó. 

La primera casilla servirá para anotar la votación de la 
mesa, y la segunda para la de los candidatos. Habrá también 
un ejemplar de esta ley y una urna para depositar las pape- 
letas de votación. 

Art. 53. A la hora señalada para comenzar la elección, el 
Presidente ocupará su puesto é invitará á los dos más ancia- 
nos y á los dos más jóvenes de los electores presentes, entre 
los que sepan leer y escribir, á tomar asiento en la mesa para 
ejercer las funciones de Secretarios escrutadores interinos. 

Si hubiere reclamaciones sobre la edad que declaren tener 
estos Secretarios, se estará á lo que resulte del libro talonario 
del censo electoral. 

Art. 54 Después de haber tomado asiento los Secretarios 
interinos , el Presidente anunciará en alta voz : Se 'procede á 
la votación de la mesa definitiva. Esta se compondrá de un 
Presidente y cuatro Secretarios , elegidos por papeletas y por 
mayoría de votos. 

Art. 55. No se admitirá á votar á persona alguna que no 
presente su cédula talonaria, ó á quien no se le dé por dupli- 
cado, en aquel momento, en los casos de extravío ó denega- 
ción de entrega, según lo dispuesto en el art. 34 de esta ley. 

Art. 56. La papeleta de votación contendrá el nombre del 
elector del mismo colegio ó sección á quien se designe para 
Presidente, y separadamente, bajo el epígrafe de Secretarios , 
los nombres de otros dos electores , también del mismo cole- 
gio ó sección , para Secretarios escrutadores. No podrán ser 
elegidos para estos cargos los electores que no sepan leer y 
escribir. 

Art. 57. Los electores se irán acercando uno á uno á la 
mesa, y presentando sus respectivas cédulas talonarias al 
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Presidente, le entregarán la papeleta doblada, con su voto; 
aquel la introducirá en la urna, diciendo: Voto del elector 
Fulano de Tal . 

ha cédula talonaria será sellada en el anverso, y devuelta 
al elector después de haber anotado un Secretario en la lista 
numerada la palabra votó. Si hubiere votado con cédula dupli- 
cada, se anotará así en la lista para hacer imposible la votación 
del mismo elector con la primera, ó la de otro á su nombre. 

Si ocurriese alguna duda sobre la personalidad del elector, 
ó sobre la legitimidad de su cédula se identificará en el pri- 
mer caso con el testimonio de los electores presentes, y en 
el segundo se cotejará la cédula con el talón. Cuando no se 
identifícase la personalidad del elector, ó resultase falsa la cé- 
dula, no se le permitirá votar, y la mesa lo hará constar así 
en el acta, tomando las disposiciones convenientes para que el 
pretendido elector sea remitido inmediatamente á los Tribu- 
nales de justicia. 

Art. 58. A las tres en punto de la tarde prohibirá el Presi- 
dente, en nombre de la ley, la entrada en el local de elección, 
cerrando las puertas del mismo si lo considerase preciso. 

Continuará después la votación para recibir los votos de 
los electores presentes , y luego que hubiese votado el último, 
un Secretario escrutador preguntará tres veces en voz alta: 
¿Hay algún elector presente que no haya votado 9 No habien- 
do quien reclame ó votando los que falten, el Presidente dirá: 
Queda cerrada la votación ; no volviéndose después á admi- 
tir voto alguno, y permitiéndose de nuevo la entrada en el 
local. 

Art. 59. Cerrada de esta manera la votación, un Secretario 
escrutador leerá en alta voz los nombres de los electores que 
hayan tomado parte en la elección, y publicará su número: en 
seguida el Presidente, abriendo la urna, dirá: Se va á proce- 
der al escrutinio. 

Art. 60. Este se verificará sacando el Presidente las pa- 
peletas de la urna una á una, desdoblándolas, leyéndolas en 
voz baja y entregándolas después á uno de los Secretarios pa- 
ra que á su vez las lea en alta voz y las deposite sobre la me- 
sa por el orden en que vayan saliendo. 

Los otros Secretarios escrutadores llevarán simultánea- 
mente nota de la votación para Presidente y Secretarios, cuyas 
tres notas se confrontarán, y en caso de dudase cotejarán 
con las papeletas que se hayan ido colocando sobre la mesa. 

Todo elector tiene derecho á leer por sí ó á pedir que se 
vuelvan á leer, contar y confrontar las papeletas con las notas 
que hayan llevado los Secretarios escrutadores. 

Art. 61. Las papeletas cuya validez ofreciere duda, se 
dejarán aparte, continuando el escrutinio hasta terminarlo. 
La mesa examinará después las dudosas, y decidirá sobre ellas 
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por mayoría , con arreglo á lo que dispone el artículo si- 
guiente. 

Art. 6$. En las papeletas en que se hubiese omitido la 
distinción de Presidente y Secretarios, se entenderá nom- 
brado para el primer cargo el primero que se halle inscrito, y 
para Secretarios los dos siguientes. En las que contuvieren 
más nombres, se tendrán por valederos los tres primeros pa- 
ra los cargos indicados por su orden, y por nulas las demás. 
Las ilegibles se tendrán por nulas. Y sobre las faltas de orto- 
grafía, leves diferencias de nombres y apellidos, inversión de 
estos ó supresión de alguno, la mesa decidirá en sentido favo- 
rable, cuando no haya elector alguno del colegio ó sección con 
quien pueda equivocarse el nombre del contenido en la pape- 
leta, consignando en el acta los hechos, sus resoluciones, y 
las protestas que se hicieren, uniendo en este caso al expe- 
diente las papeletas que hubiesen sido objeto de cuestión. 

Art. 63. Cuando se encontraren dobladas juntamente dos 
ó más papeletas, si contuviesen los mismos nombres y por el 
mismo orden, se contarán como una sola; pero si hubiese en- 
tre ellas alguna diferencia esencial que afectase á los cargos, 
se anularán todas, consignándose así en el acta. Las papeletas 
sólo se apreciarán para confrontar el número de votantes. 

Art. 64. No se admitirá ninguna reclamación ni protesta 
sobre la edad ó la incapacidad del elector, ni en el acto de 
votar ni en el del escrutinio. Todos los electores que se ha- 
llen inscritos en el libro del censo electoral, y cuya incapaci- 
dad no se haya declarado en los apéndices que se mencionan 
en el artículo 20, pueden ejercitar su derecho y computár- 
seles sus votos. 

Art. 65. Terminada la lectura de las papeletas, dictadas 
las resoluciones sobre los casos dudosos y admitidas las pro- 
testas*á que dieren lugar, se procederá al recuento de los vo- 
tos después de haber preguntado el Presidente por tres veces 
consecutivas en alta voz: ¿Hay alguna protesta que hacer 
contra el escrutinio? 

Art. 66. No habiéndose hecho ninguna protesta, ó resuel- 
tas las que se hagan en la forma que determina el art. 83 de 
esta ley, cada Secretario escrutador' verificará el recuento de 
los votos obtenidos por los candidatos; y si resultase confor- 
midad, se extenderá una lista de los que hubiesen obtenido 
votos por orden de mayor á menor, sin omitir ninguno. En el 
caso de que no haya conformidad entre los votos anotados, se 
procederá á nueva revisión y recuento de las papeletas, ate- 
niéndose á lo que de estas resulte. 

Art. 67. De esta lista se dará lectura en alta voz por uno 
de los Secretarios escrutadores, y concluida, eí que haya presi- 
dido la mesa proclamará Presidente del colegio ó sección elec- 
toral al elector que para este cargo hubiese obtenido mayor 
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número de votos , y Secretarios á los cuatro que para este 
cargo hubiesen también obtenido mayor número de su- 
fragios. 

Art. 68. Después de proclamados los elegidos por el Pre- 
sidente de la mesa interina, se recontarán públicamente las 
papeletas y se quemarán acto continuo , excepto aquellas so- 
bre que se hubiese hecho alguna reclamación , las cuales se 
unirán al expediente. 

Art. 69. Si el Presidente ó alguno de los Secretarios es- 
crutadores elegidos no se hallasen presentes al concluir el es- 
crutinio en el local de la elección , se les avisará á domicilio 
por el Presidente de la mesa interina; y si no se presentasen 
en el término de una hora, se .entenderá que renuncian, y se 
tendrán como elegidos los que para el cargo respectivo sigan 
en la votación inmediata en número si se hallasen en el local. 
Si ninguno de ellos se presentase media hora después, serán 
reemplazados los que falten por el Presidente ó Secretario de 
la mesa interina, cada uno en sus cargos respectivos, sorteán- 
dose para cubrir el número de los que no se hayan pre- 
sentado de la clase de Secretarios, los que hubiesen desempe- 
ñado la interina. 

Art. 70. El Presidente de la mesa interina dará posesión 
de sus cargos al Presidente y Secretarios elegidos, declarando 
constituido el colegio ó sección electoral. 

En aquel mismo dia , los Secretarios de la mesa interina 
redactarán y íirmarán el acta de la elección de la definitiva, con 
arreglo al modelo núm. &.°, que depositarán en la Secretaría 
del Ayuntamiento ántes de las once de la mañana del dia si- 
guiente, donde podrán examinarla los electores. 

Art. 71 . Constituidos al dia siguiente, á las nueve de la ma- 
ñana, en el colegio ó sección electoral el Presidente y Secreta- 
rios escrutadores elegidos, se declarará por el primero en alta 
voz tque se empieza la votación para concejales .» 

Art. 1% El procedimiento de esta elección se arreglará á 
los mismos trámites establecidos para la elección de la mesa 
en los artículos 5£ al 59 de esta ley. 

Art. 73. Las papeletas contendrán tantos nombres como 
Concejales corresponda elegir al colegio, y los que excediesen 
de este número serán nulos. 

En las sesiones se votará el mismo número que correspon- 
da al colegio de que dependan. 

Art. 74 A las cuatro en punto de la tarde se procederá 
al escrutinio en la misma forma prescrita en Jos artículos 
del 59 al 68. 

Art. 75. Acto continuo el Presidente y Secretarios redac- 
tarán el acta parcial conforme al modelo núm. 3.° Esta acta 
se remitirá ántes de las ocho de la mañana del dia siguiente 
á la Secretaría del distrito municipal, y de ella expedirá el 
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Secretario, con el V.° B.° del Alcalde , la correspondiente cer- 
tificación , que entregará al Presidente de la mesa. 

A cada acta se unirá una lista de los electores que hayan 
tomado parte en la elección, la cual se sacará de la numerada 
en que se hayan ido anotando los votos. 

Art. 76. El Presidente y Secretarios cuidarán, bajo su 
más estrecha responsabilidad, de que se fijen, ántes de las 
nueve de la mañana del dia siguiente, en la parte exterior del 
colegio electoral ó sección las listas con los nombres de los 
electores que hayan tomado parte en la votación y la de los 
candidatos con los votos que hubiesen obtenido, por orden de 
mayor á menor. 

Art. 77. A las nueve de la mañana del dia siguiente se 
volverá á abrir el colegio electoral sin necesidad de anuncio, 
y ocupando la mesa el Presidente y Secretarios escrutadores 
continuará la votación comenzada en el dia anterior. 

Si en el primero ó segundo dia de votación para Conce- 
jales hubiesen emitido sus sufragios todos los electores, se dará 
por terminada la votación. 

Art. 78. Concluida la votación, y redactada su acta parcial 
en los términos referidos en el art. 75, se publicarán las listas 
de los votantes y de los que hubieren obtenido votos, y se ex- 
tenderá el acta general del colegio ó sección , uniendo á ella 
los resultados de los escrutinios anteriores con todos los inci- 
dentes de la elección. En este acto se observará todo lo pro- 
venido para las parciales. 

Art. 79. Al dia siguiente de concluida la elección, en los 
colegios que se hubiesen dividido en secciones, se reunirán 
las mesas de estas á la del colegio para practicar el escrutinio 
general del mismo. El Presidente de la mesa del colegio pre- 
sidirá esta junta. Del escrutinio que practique se levantará la 
correspondiente acta, que firmarán todos los concurrentes, y 
se observará en su redacción lo prevenido para las generales 
de. los colegios. 

Art. 80. En las poblaciones en que haya más de dos co- 
legios electorales, cada mesa elegirá á pluralidad de votos, al 
terminar la votación del último dia, un Secretario escrutador 
que asista como comisionado al escrutinio general del distrito 
municipal. 

Si en el distrito municipal hubiese únicamente uno ó dos 
colegios sin secciones, serán comisionados, en el primer caso, 
los cuatro Secretarios escrutadores que hubo de mesa, y en el 
segundo, dos por cada colegio, elegidos en la forma prevenida 
en el párrafo anterior. 

En los colegios que se hubiesen dividido en secciones se 
nombrarán el comisionado ó comisionados que correspondan 
por las juntas de escrutinio del colegio y. sección ó secciones de 
que habla el artículo anterior, y después de hacer el escrutinio. 
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Art. 81. El escrutinio general de distrito se hará en todos 
los pueblos el segundo domingo del undécimo mes del año eco- 
nómico, á las diez en punto de la mañana, en las Casas Consis- 
toriales, donde se reunirán todos los comisionados de los co- 
legios, con asistencia del Ayuntamiento, presidido por el Al- 
calde primero. Ni este ni el Ayuntamiento tendrán voto en 
este acto. 

Art. 8£. Constituida de esta manera la junta general de es- 
crutinio bajo la Presidencia del Alcalde primero, se nombra- 
rán por mayoría de votos entre los comisionados, cuando el 
número de estos llegare por lo ménos á cinco , cuatro Secre- 
tarios escrutadores que hagan la comprobación de las actas y 
recuento de votos. 

En los pueblos en que por haber ménos de cinco colegios 
no llegase á este número el de los comisionados , se elegirán 
del mismo modo dos de estos por ellos mismos y otros dos de 
los Concejales y de entre ellos, para que los cuatro procedan 
en calidad de Secretarios á la comprobación y recuento de 
los votos. Los dos Secretarios de nombramiento del Ayunta- 
miento tendrán en este caso voto con la junta. 

Art. 83. La junta de escrutinio , después de haber hecho 
ios Secretarios la confrontación de las actas y el recuento de 
los votos, examinará todas las reclamaciones de los electores 
contra la legítima representación de los Presidentes ó Secre- 
tarios de los colegios y secciones electorales, validez de la elec- 
ción ó autenticidad ó exactitud de las actas. 

De estas reclamaciones, de los motivos que para apreciar- 
las ó desecharlas haya tenido la junta de escrutinio, de las re- 
soluciones que sobre ellas hubiese adoptado y de las pro- 
testas á que diesen lugar, se hará expresa mención en el acta. 

Art. 84. Serán proclamados Concejales de cada colegio 
electoral los que resulten con mayoría relativa de votos hasta 
completar el número de los que corresponda elegir. En el caso 
de empate entre los electos, decidirá la suerte los que han 
de quedar de Concejales. Hecha la proclamación de Conceja- 
les electos por cada colegio, se hará la de los que componen 
el municipio ó Ayuntamiento del pueblo. 

Art. 85. Se extenderá un acta del escrutinio con arreglo 
al modelo núm. 4.°, en la que se hará mención de las reclama- 
ciones que se hubiesen hecho por los electores, resoluciones 
que se hubiesen adoptado , y de las protestas que hubiere ha- 
bido, autorizándolas todos los presentes. Esta acta se archi- 
vará en la Secretaría del Ayuntamiento. 

Art. 86. Los nombres de los elegidos se expondrán al pú- 
blico en los sitios de costumbre durante la segunda quincena 
del undécimo mes económico. 

En este término los electores podrán hacer por escrito ante 
el Ayuntamiento las reclamaciones que tengan por con- 
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veniente sobre la nulidad de la elección ó incapacidad legal 
de los elegidos. 

Art. 87. El primer día del duodécimo mes economícese 
reunirá el Ayuntamiento en sesión pública extraordinaria con 
los comisionados de la junta general de escrutinio, y con cita- 
ción de los elegidos contra cuya capacidad se hubiese recla- 
mado. Los comisionados resolverán definitivamente todas las 
protestas sobre nulidad de la elección, y en unión con el 
Ayuntamiento, las que se refieran á la incapacidad ó excusas 
legales de los elegidos , oyendo ántes sus defensas. 

De esta sesión se levantará acta, en la que se expresen 
los fundamentos de las resoluciones que adopten los comisio- 
nados de la junta de escrutinio sobre las protestas de nulidad 
de la elección y las que acuerden con el Ayuntamiento respecto 
á las de incapacidad ó excusas de los elegidos, con lo que estos 
hayan expuesto en su defensa. A esta acta se unirán las recla- 
maciones y se archivarán con el acta de elección. 

Art. 88. Las resoluciones que se mencionan en el artículo 
anterior serán ejecutorias, si notificadas á los interesados á 
presencia de los testigos no hiciesen nueva reclamación para 
ante la comisión provincial dentro de los tres dias siguientes 
al de la notificación. 

Art. 89. Si se hubiesen hecho, los Ayuntamientos remiti- 
rán inmediatamente, bajo su responsabilidad, los oportunos 
expedientes á la comisión provincial, con el acta de la sesión 
extraordinaria. Esta comisión resolverá de una manera defi- 
nitiva todas las reclamaciones, declarándola validez ó nuli- 
dad de las elecciones, ó la capacidad, incapacidad ó excusas 
de los elegidos. Estas resoluciones deben dictarse por la co- 
misión provincial ántes del dia^O del duodécimo mes delaño 
económico, en que quedarán terminados todos estos expedien- 
tes, para cuyo efecto tomarán los Presidentes déla comisión 
las disposiciones que crean más oportunas. 

Pasado este dia, devolverán todos los expedientes á los 
respectivos Ayuntamientos; y en los que no hubiese resuelto, 
se llevará á efecto lo acordado sobre las protestas de la elec- 
ción, incapacidades ó excusas de los elegidos, por los comisio- 
nados de la junta de escrutinio y Ayuntamiento en la sesión 
extraordinaria á que se refiere el art. 87. 

Art. 90. Las declaraciones de nulidad de la elección con 
sus fundamentos, acordadas por la comisión provincial, se 
publicarán en el Boletín oficial de la provincia. 

Art. 91. Cuando se anulase una elección por vicios come- 
tidos en la de la mesa, la comisión provincial encargará la 
Presidencia de la mesa interina al Alcalde del pueblo de la 
cabeza del partido judicial ; y si hubiese ocurrido en el dis- 
trito del pueblo cabeza de partido , se encargará la Presiden- 
cia al Alcalde del pueblo inmediato. 
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Las nuevas elecciones deberán estar celebradas para fines 
del duodécimo mes económico, á cuyo efecto la comisión pro- 
vincial pondrá en conocimiento del Ayuntamiento respectivo 
su acuerdo de nulidad, ordenándole que proceda á nueva 
elección. 

Art. 92. Si por cualquier motivo no se hubiese nombrado 
el nuevo Ayuntamiento para el primer dia del primer mes 
del año económico , seguirá el del año anterior hasta que la 
elección se verifique y haya tomado posesión el nuevamente 
nombrado. 

CAPÍTULO II. 

De las elecciones para Diputados provinciales. 

Art. 93. Las elecciones de Diputados provinciales serán 
unipersonales y por distritos. Estos distritos electorales esta- 
rán precisamente comprendidos dentro de los partidos judi- 
ciales existentes ó que en lo sucesivo se establezcan. 

Art. 94 El Gobierno, oyendo á las Diputaciones provin- 
ciales, según dispone el art. 16 de la ley provincial, hará la 
división de la provincia en distritos para esta clase deeleccio- 
nes: una vez hecha, no podrá alterarse sino por medio de 
una ley. 

Art. 95. La división déla provincia en distritos electora- 
les, el número de Diputados que le corresponda elegir y el 
modo y forma de hacer su distribución, se ajustaránálo pres- 
crito en los artículos 16, 17, 18, 19, 20 y 21 de la ley pro- 
vincial. 

Art. 96. Además de las bases establecidas para la demar- 
cación de los distritos electorales en los citados artículos de 
la ley provincial, se tendrá muy en cuenta la distancia 
respectiva de los pueblos que los forman con el de la cabeza 
de distrito, procurando en lo posible, para los que constitu- 
yan su circunferencia, un rádio próximamente igual, no pu- 
diendo interponerse á menor distancia pueblos que perte- 
nezcan á otros distritos. 

Art. 97. Será cabeza de distrito electoral el de la cabeza 
de partido judicial en los que la tengan comprendida dentro 
de su demarcación. En los demás que se establezcan dentro 
del mismo partido lo será el más céntrico de su demarcación. 

Art. 98. Las elecciones ordinarias para Diputados provin- 
ciales empezarán en la primera quincena del tercer mes del 
año económico , el dia que se fije por el Gobierno. Este dia 
será el mismo para todas las provincias y distritos, y dichas 
elecciones se harán en los mismos colegios y secciones esta- 
blecidas para las municipales. 

Art. 99. En los casos de renuncias ó vacantes extraordi- 
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narias que por cualquier causa ocurran y deban reemplazarse 
según el art. 35 de la ley provincial, se procederá á hacer 
elecciones parciales, ingresando el elegido ó elegidos en el 
lugar del que se reemplace ó reemplacen. 

Art. 100. La convocatoria para las elecciones ordinarias 
y extraordinarias que deban verificarse con arreglo á las 
leyes, corresponde hacerla al Gobernador de la provincia, quien 
la anunciará en los cinco dias siguientes á la orden ó el acuer- 
do en que se funden , debiéndose verificar en un plazo que 
no baje de 10 dias, ni exceda de 20, conforme al citado artícu- 
lo 35 de la ley provincial. 

Art. 101. Los Ayuntamientos, con ocho dias de anticipa- 
ción al designado para la elección , acordarán y publicarán el 
local en que haya de 'verificarse en cada colegio ó sección. 

Art. 102. El nombramiento de mesa interina, el de la 
definitiva y todos los demás procedimientos hasta verificarse 
el escrutinio, se ajustarán á lo establecido para las elecciones 
de Concejales en los artículos 50 al 59 de esta ley. 

Art. 103. Los demás trámites hasta la proclamación del 
Diputado en la junta de segundo escrutinio, serán iguales á los 
establecidos en los artículos 118 al 128 para la elección de 
Diputados á Cortes. 

Art. 104. En los distritos electorales en que no se halle 
comprendido el pueblo cabeza de partido judicial, presidirá, 
pero sin voto, la junta de segundo escrutinio el Alcalde del 
pueblo cabeza de distrito. 

Art. 105. Los Diputados electos presentarán sus actas en 
la Secretaría de la Diputación provincial ocho dias antes del 
designado para la apertura de sus sesiones, constituyéndose 
en este dia del modo que prescribe el art. 26 de la referida ley 
provincial. 

Art. 106. El resultado de las elecciones ordinarias y ex- 
traordinarias de Diputados provinciales con los resúmenes de 
los votos que hayan obtenido todos los candidatos, se publi- 
carán en el Boletín oficial de la provincia. 

Art. 107. El Gobernador, ocho dias antes , por lo ménos, 
del señalado para la apertura de la Diputación provincial, re- 
mitirá á la Secretaría de esta las actas de las juntas de escru- 
tinio de los distritos electorales y demás documentos que haya 
recibido referentes á las elecciones. 


•CAPÍTULO III. 

De las elecciones generales para Diputados á Cortes. 

f 

Art. 108. . Las elecciones para Diputados á Cortes serán 
unipersonales y por distritos. Cada provincia se dividirá en 
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tantos distritos electorales cuantos sean Diputados los que 
deba elegir según su población. 

Art. 109. La demarcación de los distritos será objeto de 
una ley , y no podrá variarse sino por medio de otra. 

Art. 110. Los distritos electorales se arreglarán al núme- 
ro de 40.000 almas, á que corresponde un Diputado como 
mínimun, según dispone el art. 65 de la Constitución. 

Será cabeza de distrito electoral el pueblo que sea capital 
del partido judicial más céntrico de la demarcación. 

Art. 111. Para fijar esta demarcación de los distritos 
electorales se tendrá en cuenta la distancia de los pueblos 
que la formen con el de la cabeza de distrito , procurando en 
lo posible, para todos los puntos de su circunferencia, un rá- 
dio próximamente igual , y no pudiéndose interponer á mé- 
nos distancia de este rádio pueblos que formen parte de otros 
distritos. 

Art. 11£. Si calculado el número de Diputados que deba 
dar cada provincia por la base de 40.000 almas resultase una 
fracción que subiese á £0.000, la provincia en que esto suceda 
- nombrará un Diputado más , y se dividirá en tantos distritos 
electorales como Diputados le correspondan , teniendo en 
cuenta la referida fracción. 

Art. 113. Las elecciones para Diputados á Cortes se harán 
en los mismos colegios electorales y sus secciones establecidas 
para las elecciones de los municipios. Empezarán en todos los 
colegios el dia señalado por el Gobierno en el decreto de con- 
vocatoria. 

Art. 114. Los Ayuntamientos fijarán y publicarán con 
ocho dias de anticipación al designado para hacer la elección, 
el local en que haya de tener lugar en cada colegio y sus sec- 
ciones. 

Art. 115. El nombramiento de la mesa interina, el de la 
definitiva y todos los demás procedimientos hasta 4a redac- 
ción del acta, se ajustarán á lo establecido para las elecciones 
de Concejales en los artículos 5£al 71 de esta ley. 

Art. 1 16. Del acta de elección de cada dia se sacarán inme- 
diatamente dos certificaciones literales, que autorizarán los 
Secretarios de la mesa con el V.° B.° del Presidente, y remi- 
tirán, la una al Gobernador civil de la provincia por el correo 
mas inmediato , y la otra al Alcalde de la cabeza del distrito 
electoral en pliegos cerrados y sellados con el sello del mu- 
nicipio , en cuya cubierta certificarán también su contenido 
dos de los Secretarios con el V.° B.° del Presidente de la 
mesa. 

También comunicarán los Presidentes de mesa al Ministro 
de la Gobernación y al Gobernador de la provincia por el me- 
dio más rápido, al terminar el escrutinio del dia, un extracto 
de su resultado , expresando el número de votantes y de los 
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votos obtenidos por cada candidato , por orden de mayor á 
menor. 

A cada acta se unirá una lista de los electores que hayan 
tomado parte en la elección , la cual se sacará de la numera- 
da en que hayan sido anotados los votos. 

Art. 417. Si alguno de los candidatos que hubiesen ob- 
tenido votos en la elección del dia, ó cualquier elector en su 
nombre, requiriese certificación del número y lista de los 
electores votantes y resúmen de votos , se le dará sin demora 
por la mesa. 

Art. i 18. A los tres dias de concluida la elección en los co- 
legios electorales, se instalará en el pueblo cabeza de distrito 
la junta de escrutinio del mismo, compuesta de un Secretario 
comisionado por cada colegio electoral, el que será elegido 
por la mesa después de concluida la votación del último dia. 
Las mesas de las secciones se reunirán con la del colegio de 
que dependan para hacer la elección de este comisionado. 

A rt. 119. Los Secretarios comisionados llevarán á la j unta 
de escrutinio del distrito copias literales certificadas de las 
actas de los tres dias de elección de sus colegios y secciones 
y de los documentos que se hayan presentado. 

Art. 120. El Juez de primera instancia del pueblo cabeza 
de distrito presidirá, pero sin voto, la junta de escrutinio 
del mismo. 

Art. 4$1. Constituida la mesa á las diez de la mañana en 
el local destinado al efecto, se empezará el escrutinio con la 
lectura de los artículos 118 y 149, referentes al acto. En se- 
guida sg presentarán por el Alcalde de la cabeza de distrito las 
certificaciones de las actas de los colegios electorales que se 
le hubiesen remitido con arreglo al artículo 116, y las que tra- 
jesen los comisionados, deducidas de las mismas actas. 

Unos y otros documentos serán escrupulosamente con- 
frontados por cuatro Secretarios escrutadores elegidos en el 
acto por los comisionados de la junta de escrutinio. 

El Presidente, con los cuatro Secretarios, hará el recuento 
y resúmen de los votos obtenidos por cada candidato. 

Art. Si no se presentasen en la cabeza de distrito 
alguno ó algunos de los comisionados de los colegios electo- 
rales á la hora de las diez de la mañana marcada en el artículo 
anterior para constituir la junta, se hará, no obstante, el 
recuento y resúmen de los votos por las certificaciones que 
hubiesen remitido sus colegios al Alcalde de la, cabeza de 
distrito. 

Art. 1&3. La junta de escrutinio no podrá anular ningún 
acta ni voto; sus atribuciones se limitan á efectuar, sin 
discusión, el recuento de los votos emitidos en los colegios y 
secciones electorales, ateniéndose estrictamente á los que re- 
sulten computados por sus respectivas mesas. Si sobre el re- 
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cuento ocurriese alguna cuestión, la decidirá la junta de es- 
crutinio por mayoría de votos. 

Art. 124- Si respecto al número de votos y de votantes no 
apareciese conformidad entre las certificaciones presentadas 
por el Alcalde de la cabeza de distrito y las de los comisionados 
de los colegios, se estará al resultado de las que estos hubie- 
sen presentado , y se pasará el tanto de culpa á los Tribunales 
'para que procedan en justicia á lo que hubiere lugar. 

Art. 125. Concluido el escrutinio con el recuento y resú- 
men de los votos, el Presidente proclamará Diputado por el 
distrito electoral al candidato que hubiese obtenido mayor 
número de votos. 

Art. 126. Del acta del escrutinio del distrito se remitirá 
una copia literal , firmada por el Presidente y los cuatra Se- 
cretarios escrutadores, al Gobernador civil de la provincia. 

Art. 127. El acta de este escrutinio se archivará en la 
Secretaría del Ayuntamiento de la cabeza de distrito con las 
certificaciones de las actas de los colegios y secciones que se 
hubiesen remitido al Alcalde del mismo y las que hubieren 
presentado los comisionados de los colegios. De dicha acta se 
remitirá inmediatamente al Diputado proclamado una certi- 
ficación expedida por el Secretario del Ayuntamiento de la 
cabeza de distrito con el V.° B.° del Alcalde. En ella se hará 
constar el número de votantes que han tomado parte en la 
elección del distrito ; los votos obtenidos por los candidatos; 
las protestas y resoluciones que se hubiesen hecho y to- 
mado en los colegios, y su proclamación. Esta certificación le 
servirá de credencial para presentarse en el Congreso de los 
Diputados. 

Art. 128. Terminadas todas las operaciones de esta junta 
de escrutinio, el Presidente la declarará disuelta. 

Art. 129. El Gobierno, 10 dias antes, por lo menos, del 
señalado para la apertura de las Cortes, remitirá á la Secre- 
taría del Congreso las certificaciones de las actas generales y 
parciales de escrutinio de los colegios y juntas de distrito y 
demás documentos referentes á la elección que le hubiesen 
remitido los Gobernadores de las provincias. 

CAPÍTULO IV. 

De las elecciones parciales de Diputados á Cortes. 

Art. 130. Habrá lugar á las elecciones parciales para Di- 
putados á Cortes en los casos siguientes: 

1. " Cuando el Diputado renuncie su cargo expresamente. 

2. ° Cuando se haya hecho incompatible con arreglo á las 
disposiciones de esta ley. 

3 ° Cuando ocurra su muerte. 
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4.° Cuando el Congreso declare la nulidad de una elección 

Y 5.° En las vacantes que dejen las elecciones múltiples. 

Se entiende que renuncia el cargo el Diputado electo que 
no presente su credencial en el Congreso á los 30 dias de 
haber sido proclamado. Se exceptúa el caso de imposibilidad 
alegada oportunamente. 

Art. 131. El Gobierno mandará proceder á elecciones 
parciales por medio de decreto, que publicará dentro de los 
10 dias de ocurrir la vacante, convocando á los colegios 
para que se haga la elección á los £0 dias de la fecha de la 
convocatoria. 

Art. 13£. Las elecciones parciales se harán por los mis- 
mos trámites y procedimientos que las generales. 

CAPÍTULO V. 

De la elección de compromisarios para Senadores. 

Art. 133. Cada distrito municipal elegirá por sus electo- 
res, al tenor de esta ley, un número de compromisarios 
igual á la sexta parte del de Concejales que deban componer 
el Ayuntamiento. 

Los distritos municipales donde el número de Concejales 
no llegue á seis elegirán , sin embargo, un compromisario. 

Sólo serán elegibles para este cargo los electores del dis- 
trito que sepan leer y escribir. 

Art. 134. La elección de compromisarios para Senadores 
se verificará al mismo tiempo que la de Diputados á Cortes, 
cuando ámbos Cuerpos Colegisl.adores hayan sido disueltos, ó 
cuando se proceda á la renovación parcial del Senado habien- 
do sido disuelto el Congreso. 

Art. 135. La primera elección de compromisarios para 
constituir el Senado, al tenor de la Constitución y de esta ley, 
y las que deban celebrarse cuando aquel haya sido disuelto 
sin haberlo sido el Congreso, se verificarán el dia que se de- 
signe en el decreto de convocatoria. 

Art. 136. En los dos casos del artículo anterior, la convo- 
catoria del Senado se hará dentro del período que marca el 
artículo 7£ de la Constitución. 

Art. 137. Cuando las elecciones de compromisarios para 
Senadores se verifiquen al mismo tiempo que las de Dipu- 
tados á Cortes, habrá en la mesa dos urnas de distinto color, 
rotuladas una con la palabra Diputados y otra con la de Com- 
promisarios. 

Todas las operaciones de esta doble elección se ajustarán 
al procedimiento establecido para las elecciones de Concejales 
en los artículos del al 68 de esta ley, precediendo el escru- 
tinio de Diputados al de compromisarios. 
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Art. 138. De esta elección se levantará la correspondiente 
acta para que se archive en la Secretaría del distrito munici- 
pal , sacándose de ella copia literal , firmada por el Presidente 
y los cuatro Sectarios, que se remitirá á la Diputación pro- 
vincial en pliego certificado. 

CAPÍTULO VI. 

De las elecciones generales para Senadores. 

Art. 139. Los compromisarios elegidos en la forma deter- 
minada por los artículos anteriores, se presentarán en la 
capital de la provincia cuatro dias después de celebrarse el 
escrutinio general de distritos para Diputados á Cortes, con 
las certificaciones respectivas de su nombramiento, expedidas 
por el Secretario de Ayuntamiento del distrito municipal, con 
el V,° B.° del Alcalde. 

Art. 140. De las certificaciones de los compromisarios se 
tomará nota en la Secretaría de la Diputación provincial, mar- 
cando en ellas el dia de su presentación. 

Art. 141. La junta general para nombramiento de Sena- 
dores, compuesta de la Diputación provincial y de los com- 
promisarios elegidos por los distritos municipales, se cele- 
brará en el sitio más á propósito de la capital de la provincia 
al sexto dia de verificado el escrutinio general de distrito para 
Diputados á Cortes. 

Art. 14^. Reunidos en este dia sus Vocales á las diez de la 
mañana en el local designado, se procederá, bajo la presiden- 
cia del Vicepresidente de la Diputación provincial, prévia 
lectura del decreto de convocatoria y de la lista de compro- 
misarios que hubieran presentado sus certificaciones, al nom- 
bramiento, por dicho Vicepresidente, entre los compromi- 
sarios presentes, de cuatro Secretarios interinos, recayendo 
el nombramiento en los dos más ancianos y en los dos más 
jóvenes, estándose á lo que resulte de sus cédulas electorales 
y demás documentos justificativos, si hubiere reclamación 
respecto de la edad. 

Art. 143. Constituida de esta manera la mesa interina, se 
procederá á la elección de la definitiva, que se compondrá de 
un Presidente , que será siempre el Vicepresidente de la Di- 
putación provincial, ó el que haga sus veces, y de cuatro 
Secretarios elegidos en votación secreta por papeletas y á plu- 
ralidad de votos entre los mismos compromisarios presentes. 

Art. 144. No se procederá á la elección de la mesa defini- 
tiva, ni á ningún otro acto posterior, ínterin no se hallen pre- 
sentes para tomar acuerdo la mitad más uno de los que tie- 
nen el derecho de votar en esta elección. 

En el caso de que no se haya reunido el número necesario, 
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el Presidente y Secretarios de la junta interina dirigirán el 
oportuno aviso, por medio del Boletín oficial de la provincia, 

A todos los Ayuntamientos de los pueblos cuyos compromisa- 
rios no se hubieran presentado en la primera reunión , mar- 
cándoles el período de 10 dias para que lo verifiquen, con 
apercibimiento de que no haciéndolo en el día señalado se 
considerará que aprueban en un todo cuanto en la Junta 
electoral se determine. 

Art. 1-15. Los Ayuntamientos de los pueblos á que se 
refiere el artículo anterior cuidarán, bajo su responsabilidad, 
de poner en conocimiento de los compromisarios morosos el 
aviso de la mesa interina de la Junta electoral provisional, 
dando cuenta al Presidente de esta junta de haberlo verifica- 
do en tiempo hábil. 

Art. 146. Nombrada la mesa interina, y en el supuesto de 
que haya mitad más uno para tomar acuerdos , ántes de pasar 
al nombramiento de la mesa definitiva , se procederá por la 
interina al exámen y revisión de todas las certificaciones de 
nombramiento de compromisarios, las cuales irán examinando 
y confrontando con las actas de los distritos de que habla el 
artículo 139, y emitiendo su dictámen sobre ellas. 

Este será votado sin discusión, causando acuerdo el voto 
de la mayoría, sin perjuicio de lo que resuelva después el 
Senado. 

Una vez confrontadas las certificaciones , se devolverán á 
los interesados, haciendo constar en ellas, bajo la firma de un 
Secretario, si han sido ó no aprobadas. 

La elección de los cuatro Secretarios de la mesa definitiva 
se verificará llevando cada elector manuscrita ó impresa, en 
papel precisamente blanco, una papeleta, que también podrá 
escribir en el local de la elección, donde haga constar de una 
manera clara y distinta los nombres y apellidos de dos com- 
promisarios entre los presentes. 

Acercándose los electores á la mesa uno por uno , irán 
exhibiendo su certificación de nombramiento , de la cual se 
enterará el Presidente y devolverá sellada, anotando un Secre- 
tario las palabras votó para Secretarios , en la lista de votantes 
para este acto, después que el elector haya votado, entregando 
la papeleta de votación al Presidente para que la deposite en 
la urna. 

Art. 147. No se suspenderá el acto de la elección de la 
mesa definitiva hasta que todos los electores presentes hayan 
emitido sus votos, para lo cual ántes de que el Presidente 
declare cerrada la votación, uno de los Secretarios pregun- 
tará: ¿Falta algún elector por votar? 

Un Secretario escrutador leerá después en alta voz los 
nombres de los electores que han tomado parte ; contará y de- 
clarará su número al terminar la lectura, y en seguida el 
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Presidente, abriendo la urna, dirá: -Se procede al escrutinio. 

Art. 148. El escrutinio y los. incidentes á que dé lugar se 
ajustarán á las disposiciones de los artículos del 60 al 67 de 
esta ley. 

Art. 149. Terminado el escrutinio con el recuento y resú- 
men de los votos, el Presidente proclamará Secretarios á los 
cuatro compromisarios que hubiesen obtenido mayor número 
de votos , y dará posesión de los cargos á los elegidos , decla- 
rando constituida definitivamente la Junta electoral provincial 
para la elección de Senadores. 

Art. 150. El Presidente y Secretarios escrutadores interi- 
nos redactarán y firmarán el acta de la junta preparatoria: 
esta acta será depositada en el archivo de la Diputación 
provincial. 

Art. 151. Reunida la Junta electoral á las diez déla mañana 
del siguiente dia, el Presidente declarará que empieza la 
votación para Senadores. 

Art. lfei. Dará principio votando primero los cuatro Se- 
cretarios escrutadores, después los Diputados y compromisa- 
rios indistintamente, y por último el Presidente de la junta. 

Art. 153. La votación se hará por papeletas blancas , im- 
presas ó manuscritas, que el Presidente depositará en la urna 
á presencia del elector, después de haber examinado su certi- 
ficación de nombramiento, que, sellada segunda vez, le devol- 
verá. Un Secretario anotará el voto en la correspondiente 
casilla de las listas de electores con las palabras: votó para 
Senadores. 

Los Diputados provinciales y el Presidente votarán con el 
carácter de tales, sin presentar ninguna clase de documento, 
y los Secretarios anotarán sus votos con la fórmula: votó el 
Diputado provincial D. F. , y votó el Sr. Presidente. 

Art. 154. Las papeletas de votación contendrán sólo el 
nombre y apellido ó título de los Senadores que haya que ele- 
gir, contándose por el orden en que estén escritos, y teniendo 
por no escritos los que excedan del número marcado para 
cada elección. 

Art. 155. Esta votación no podrá suspenderse, y cuando 
todos los electores hubieren ejercitado su derecho, para lo 
cual un Secretario preguntará en alta voz: ^Falta algún señor 
Diputado provincial ó compromisario que votar ? el Presidente 
declarará cerrada la votación , y se procederá al escrutinio. 

Art. 156. Este acto se verificará con arreglo á lo dispuesto 
en los artículos 60 al 67 de esta ley. 

Art. 157. En el caso de que ninguno de los candidatos haya 
reunido la mitad más uno de los votos, se procederá á segunda 
votación ; pero en este caso los electores no podrán optar 
sino entre los que hayan obtenido mayor número de votos, 
hasta el duplo de los que deban elegirse. 

e 
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Si resultase empate entre dos ó más elegidos, decidirá la 
suerte. 

Art. 158. Terminadas estas operaciones, el Presidente 
proclamará Senadores á los que hayan sido elegidos por ma- 
yoría absoluta de votos, y se extenderá por los Secretarios 
escrutadores la correspondiente acta' de todo lo ocurrido, se- 
gún el modelo núm. 5.° Esta se archivará en la Secretaria 
de la Diputación provincial. 

Art. 159. Una copia de esta acta , expedida por el Presiden- 
te y Secretarios, se remitirá al Ministerio de la Gobernación, 
y otra copia se entregará á cada uno de los Senadores electos 
para que les sirva de título de su nombramiento y que pre- 
sentarán en la Secretaría del Senado. Una certificación del 
acta original, con toda su documentación, será remitida al Se- 
nado dentro del término de ocho dias. 

Art. 160. Terminadas las operaciones de que hablan los 
artículos anteriores, el Presidente de la Junta electoral la 
declarará disuelta. 

CAPÍTULO VII. 

De las elecciones parciales para Senadores. 

Art. 161. La renovación parcial del Senado se hará por 
cuartas partes cada vez que se verifiquen elecciones generales 
de Diputados á Cortes; y al efecto, al dia siguiente de consti- 
tuido el Senado se procederá de la manera más solemne, en 
sesión pública, al sorteo, por provincias y entre sus Senadores, 
del número que del uno al cuatro toque á cada Senador. 

Art. 16$. En la primera renovación parcial del Senado 
dejarán de ser Senadores todos aquellos que hubieran obteni- 
do el número uno en el sorteo de que habla el artículo ante- 
rior, dentro del cupo relativo á cada provincia; en la segunda 
renovación los del número dos, y así sucesivamente hasta 
que hayan dejado de ser Senadores todos los que lo eran al 
tiempo de verificarse, el sorteo; en cuyo caso, de no haber 
disolución total del Senado , la renovación se irá haciendo por 
el turno que viene establecido. 

Art. 163. Habiendo disolución total del Senado, se deberá 
establecer el referido turno en la sesión siguiente á la de 
su constitución, en la forma establecida en el art. 161. 

Art. 164. Las vacantes naturales por muerte, renun- 
cia &c. , no harán necesaria la reelección de Senadores ántes 
del período ordinario de renovación parcial. Cuando llegue el 
dia marcado para cubrir las vacantes procedentes de la re- 
novación parcial , se llenarán en cada provincia todas las de- 
más hasta llenar el cupo de los cuatro, tomando cada elegido 
el número correlativo que correspondiera á su antecesor para 
el turno de renovación. 
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Art. 165. El Senado pondrá en conocimiento del Gobierno, 
á fin de que lo comunique á las Diputaciones provinciales, el 
resultado del sorteo y las vacantes que ocurran para que las 
tengan en cuenta en las épocas de renovaciones parciales. 


TÍTULO III. 

DE LA SANCION PENAL. 


CAPÍTULO I. 

De las falsedades. 

Art. 160. Toda falsedad cometida en cualquiera de los 
actos relativos á las elecciones de Concejales, de Diputados 
provinciales, de Diputados á Cortes, de compromisarios para 
Senadores y de Senadores, de cualquiera de los modos mar- 
cados en el art. $86 del Código penal , será castigada con la 
pena de prisión mayor, multa de 500 á 5.000 pesetas, é inha- 
bilitación temporal para cargos públicos y derechos políticos. 

Art. 167. Cometen el delito de falsedad: 

1. ° Los funcionarios que con el fin de dar ó quitar el dere- 
'cho electoral alteren las listas electorales, el libro del censo 
electoral, el talonario ó las cédulas sacadas de este. 

2. ° Los que entregaren á los electores cédulas falsas. 

3. ° Los que aplicaren indebidamente votos á favor de un 
candidato para cualquiera de los cargos que son objeto de la 
elección. 

4. ° El que á sabiendas y con manifiesta mala fé altere la 
hora en que deben comenzar las elecciones en cada dia. 

o.° Los que estando incluidos en el padrón, lista electo- 
ral, libro talonario y provistos de la correspondiente cédula, 
voten sabiendo que están inhabilitados para el ejercicio de los 
derechos políticos, ó comprendidos en cualquiera de los ca- 
sos del art. 8.° de esta ley. 

6. “ El que siendo elector vote dos ó más veces en la mis- 
ma ó distinta mesa en una elección , ó una sola vez tomando 
el nombre de otro para votar, usando de cédula ajena, aunque 
tenga el mismo nombre. 

7. ® El Presidente y Secretarios que admitan á votar 
dos ó más veces á un mismo elector en la propia elección , y 
los que le admitan, aunque sólo sea una vez , sabiendo que se 
halla incapacitado para ejercer el derecho electoral. 

8. ° El que al formarse el padrón de vecindad se suponga 
con más ó ménos edad de la que realmente tenga, ya para 
adquirir el derecho electoral, ó ya para obtener las ventajas 
de la edad, siempre que después tome parte en la elección y 
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se aproveche de la preferencia que para ser Secretario escru- 
tador interino se concede á la edad. 

9. ° El encargado de formar el padrón y de extender las 
cédulas que desfigure maliciosamente el nombre ó apellido de 
algún vecino con el fin de privarle del derecho electoral. 

10. El elector que con el propósito de ser nombrado Secre- 
tario escrutador interino falte á la verdad cuando al ser pre- 
guntado por el Presidente al constituirse la mesa se supusiere 
con distinta edad de la que realmente tenga , aun cuando 
aquella resulte consignada en el padrón , libro talonario ó 
cédula. 

11. Los Jefes militares ó de Marina que provean malicio- 
samente de cédula declaratoria del derecho electoral á alguno 
de sus subordinados que no le tenga. 

1£. Y los que cometan cualquiera otro acto de falsedad 
que no esté previsto en los números anteriores, y que rse refie- 
ra á procedimientos ó actos electorales. 

• CAPÍTULO II. 

De las coacciones. 

Art. 168. Toda amenaza ó coacción directas cometidas 
con ocasión de las elecciones municipales, de Diputados pro- 
vinciales, de Diputados á Cortes, de compromisarios para Se- 
nadores y de Senadores, serán castigadas con la pena de pri- 
sión menor, multa de £50 á £.500 pesetas, é inhabilitación 
temporal para derechos políticos. 

Art. 169. Cometen los delitos de amenaza ó coacción di- 
rectas: 

1 .° Las Autoridades civil, militar ó eclesiástica ó cualquie- 
ra otra clase de funcionarios públicos que obliguen á los electo- 
res que de ellos dependan, ó que de cualquier modo les estén 
subordinados, haciendo uso de medios ilícitos, ádar ó negar 
su voto á candidato determinado. 

£. 0 Los que con dicterios ó cualquiera otro género de 
demostraciones violentas intenten coartar la libertad de los 
electoras. 

Si los dicterios ó demostraciones se refiriesen á las opinio- 
nes ó creencias religiosas atribuidas á los candidatos ó elec- 
tores, la pena se impondrá siempre en el grado medio al má- 
ximo; y la cualidad de eclesiástico en el ofensor ú ofendido 
será además reputada como circunstancia agravante. 

8.° Conduciendo por medio de agentes ó dependientes de 
la Autoridad civil, militar ó eclesiástica á los electores para 
que emitan sus votos. 

Art. 170. Toda amenaza ó coacción indirectas, cometidas 
con ocasión de las elecciones á que se refiere el art. 168, serón 
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castigadas con la pena de prisión correccional, multa de 250 
á 2.500 pesetas, é inhabilitación temporal para derechos 
políticos. 

Art. 171. Cometen los delitos de amenaza ó coacción indi- 
rectas: 

1. ® Los que recomienden con dádivas ó promesas á can- 
didatos determinados como los únicos que pueden ó deben ser 
elegidos. 

2. ° Los que con dádivas ó promesas combatan la elección 
de candidatos determinados. 

3. ° Los funcionarios públicos que promuevan expedientes 
gubernativos de denuncias, atrasos de cuentas, Propios, Mon- 
tes, Pósitos ó cualquiera otro ramo de la Administración, des- 
de la convocatoria hasta que se haya terminado la elección. 

4. ° Todo funcionario, desde Ministro de la Corona inclu- 
sive, que haga nombramientos ó separaciones, traslaciones ó 
suspensiones de empleados, agentes ó dependientes de cual- 
quier ramo de la Administración, ya correspondan al Estado, 
á la Provincia ó al Municipio, en el período desde la convo- 
catoria hasta* después de terminada la elección, siempre que 
tales actos no estén fundados en causa legítima, y afecten de 
alguna manera á la sección, colegio, distrito, partido judicial 
ó provincia en donde la elección se verifique. 

5. ° Los que valiéndose de persona reputada corno crimi- 
nal, solicitaren por su conducto á algún elector para obtener 
su voto en favor ó en contra de candidato determinado, y el 
que se prestara á hacer la intimación. 

6. ° Los que por medio del soborno intenten adquirir votos 
en su favor ó en el de otro candidato, y el elector que reciba 
dinero, dádivas ó remuneración de cualquiera clase por votar 
ó negar su voto á candidato ó candidatos determinados. 

CAPÍTULO III. 

De las faltas en el cumplimiento de sus deberes por los funciona- 
rios de todas clases que intervienen en las elecciones y sus actos 

preparatorios. 

Art. 172. Toda falta de 'cumplimiento de las obligaciones 
impuestas por esta ley á los funcionarios públicos en las elec- 
ciones de cualquiera clase que en la misma se expresan y en 
los actos que con ellas tengan relación, será castigada con la 
pena de arresto mayor, multa de 250 á 2.500 pesetas, é inha- 
bilitación temporal para derechos políticos. 

Art. 173. Comete esta falta: 

1 .° El que se niegue á entregar á un elector comprendido 
en las listas electorales , libro de censo electoral y talonario, 
la cédula legítima que acredite el derecho á votar. 
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2. " El Presidente de mesa electoral que deje de nombrar 
Secretarios para la mesa interina á los electores de mayor ó 
menor edad á quienes corresponda con arreglo á los artícu- 
los 53 y 54 de esta ley. 

3. ° El Presidente de mesa electoral que claramente ne- 
gase ó impidiese á cualquiera elector usar de los derechos con- 
cedidos en los artículos 44 y 60 de esta ley. 

4. ° Los que dejen de proclamar Secretarios escrutadores, 
comisionados para asistir á los escrutinios, Concejales, Dipu- 
tados provinciales, Diputados á Cortes, compromisarios para 
elección de Senadores, ó Senadores á quienes hubiesen sido 
elegidos para cualquiera de estos cargos, según la ley, ó los 
que indebidamente proclamen á otros. 

5. ° Los funcionarios públicos que alteren los plazos ó tér- 
minos señalados para la formación y rectificación de las listas 
para las elecciones y para los escrutinios. 

6. ° Los Alcaldes que no tengan expuestas al público en los 
sitios de costumbre y en las épocas marcadas en esta ley las 
listas electorales, y los Presidentes de mesa y Secretarios es- 
crutadores que dejen de hacer lo mismo con la lista de los 
electores del colegio ó sección, con la de los electores que hu- 
biesen tomado parte cada dia en la elección y con el resultado 
de los escrutinios verificados y votos obtenidos por los can- 
didatos. 

7. ° Los que no provean á los candidatos ó electores que los 
representen, ya lo soliciten verbalmente ó por escrito, de la 
oportuna certificación que contenga el número de los que 
hubiesen votado en cada dia ó del resultado de los escrutinios, 
ó que dilatasen hacerlo por más de £4 horas. 

8. ° Los comisionados ó compromisarios que sin causa le- 
gítima dejasen de presentarse con los documentos de que de- 
berán ir provistos, en las juntas de escrutinio ó de elección pa- 
ra Senadores en el dia, á la hora y en el local destinado y se- 
ñalado de antemano al efecto. 

9. " Los que estando encargados de remitir su credencial de 
Diputado provincial, á Cortes ó Senador á ios candidatos 
que hubiesen sido electos y proclamados, dejasen de hacerlo 
oportunamente, y los Presidentes de la mesa y Secretarios es- 
crutadores que no proveyesen de todos los documentos oportu- 
nos á los comisionados nombrados para asistir á los escruti- 
nios, y á los compromisarios electos para concurrir á la junta 
electoral de provincia. 

10. El Presidente ó Secretario escrutador que después de 
haber tomado posesión de su cargo lo abandone, ó se niegue 
sin motivo justo á firmar las actas ó acuerdos de la mayoría. 

11. El Presidente ó Secretarios escrutadores que se nie- 
guen á consignar en el acta las dudas, reclamaciones y pro- 
testas motivadas, ya se hayan hecho de palabra ó por escrito. 
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1£. El Presidente y Secretarios que no extiendan y autori- 
cen en debida forma , con arreglo á los modelos anejos á esta 
ley, en el término en ella marcado, el número de listas, resúme- 
nes de votos, actas y certificaciones de actas prevenidas en la 
misma para cada caso, ó que no las remjtan á su oportuno 
destino en el plazo, por el conducto y con todos los requisitos 
prevenidos en los respectivos artículos de esta ley. 

43. El Alcalde ó Autoridad que se negase á recibir del Pre- 
sidente ó Secretario que se los entregue, el acta ó actas origi- 
nales y los demás documentos que deban serle entregados; á 
expedir el oportuno y suficiente recibo á favor de quien se 
les hubiese entregado; á depositar en el archivo ó á remitir en 
su caso dichas actas y documentoá á su respectivo destino en 
el plazo, por el conducto y con los requisitos que esta ley es- 
tablece; á publicar con la debida anticipación el local ó loca- 
les suficientemente capaces para hacer la elección en las sec- 
ciones y colegios, ó á proveer á las mesas electorales del pa- 
pel blanco, de oficio y de todos los demás útiles indispensables 
para hacer la elección y para extender y remitir las oportu- 
nas actas, sus certificaciones y demás documentos en la forma 
establecida. 

44. El Presidente y Secretarios que admitan á votar al 
que no presente cédula legítima ó que no figure en el libro 
talonario y lista del colegio ó sección en que pretenda emitir 
su voto, y los que no admitan el voto de quien figure en dichos 
libro y lista, aunque no presente cédula, siempre que en aquel 
exista el duplicado de esta y la pida. 

4b. Los que quebrantasen los sellos ó rompiesen los sobres 
de los pliegos cerrados á que se refieren los artículos 416 
y 117 ántes del momento en que deban abrirse; y los que estan- 
do encargados de la conservación y custodia de dichos pliegos 
los presentaren quebrantados en sus sellos ó rotos sus sobres 
sin designar autor cierto del hecho. 

, 16- El Alcalde ó funcionario público de cualquier catego- 
ría que se negase ó retardase admitir ó dar curso á reclama- 
ciones electorales de cualquier índole, ó que rehusare proveer 
en el acto al que presente la reclamación de un recibo expre- 
sl vode su entrega aunque no lo solicite. 

17. El eclesiástico que no provea al individuo que las 
reclame de las partidas sacramentales que necesite para acre- 
ditar su derecho electoral ó la carencia del mismo en quien 
figure como elector. 

CAPÍTULO IV. 

Üe las arbitrariedades , abusos y desórdenes cometidos con 
motivo de las elecciones. 

Art. 474. Toda arbitrariedad, abuso y desorden no prc\ ¡>- 

tos en los anteriores capítulos, cometidos en toda clase c < 
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elecciones objeto de esta ley, serán castigados con la pena de 
arresto mayor, multa de 200 á 2.000 pesetas, é inhabilitación 
temporal para derechos políticos. 

Art. 175. Cometen las arbitrariedades, abusos y desórde- 
nes á que se refiere el artículo anterior: 

1 . ° Los funcionarios públicos que hagan salir de su do- 
micilio ó permanecer fuera de él, aunque sea con motivo del 
servicio público, á un elector contra su voluntad en los dias 
de elecciones, ó le impidan con cualquiera otra vejación el 
ejercicio de su derecho electoral. 

2. ° El que encerrare ó detuviere á otro, privándole de su 
libertad por inénos de tres dias, con el objeto de que no pue- 
da tomar parte en las elebeiones, ya emitiendo su voto, ó ya 
influyendo legítimamente en ellas. 

8.° Los que causaren tumulto ó turbaren el orden en los 
colegios, secciones ó juntas electorales para impedir á cual- 
quier elector el ejercicio de su derecho. 

Art. 176. Serán castigados con la multa de 250 á 2.500 
pesetas é inhabilitación temporal para derechos políticos: 

1. ° Los que penetraren en un colegio, sección ó junta 
electoral con arma, palo ó bastón. En todo caso deberán ser 
ex ulsados del local en el acto y perderán el derecho de votar 
en aquella elección. 

2. ° El que sin ser elector entre en un colegio, sección ó 
junta electoral y no salga de estos sitios tan luego como se 
le prevenga por el Presidente. 

CAPÍTULO V. 

Disposiciones comunes d este título. 

Art. 177. Para los efectos de esta ley se reputarán funcio- 
narios públicos, no sólo los de nombramiento del Gobierno, 
sino también los Alcaldes, Tenientes de Alcalde, Presidente de 
mesa, Secretarios escrutadores, comisionados para las juntas 
de escrutinio, compromisarios para Senadores, y cualquiera 
otro que desempeñe un cargo público, aunque sea temporal y 
no retribuido. 

En los delitos á que se reitere esta ley, cometidos por fun- 
cionarios públicos, se impondrá siempre la pena señalada en 
sus grados medio al máximo. 

Art. 178. La acción para acusar por los delitos previstos 
en esta ley será popular y podrá ejercitarse hasta dos meses 
después de haber sido aprobada ó anulada el acta definitiva- 
mente por el Ayuntamiento ó Diputación provincial, si la elec- 
ción fuere para Concejales ó Diputados provinciales, y por el 
Congreso o por el Senado, si hubiere sido para Diputados ó 
Senadores. 
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El acusador no se obligará á prestar otra fianza que la 
de estar á derecho y sostener su acción , hasta que recaiga 
sentencia ejecutoria, y todas las actuaciones se entenderán de 
oficio, y en papel de esta clase, sin perjuicio del reintegro 
en su dia por el acusador ó acusado que hubiesen sido conde- 
nados. 

Art. 479. Cuando un Ayuntamiento ó una Diputación 
provincial, el Congreso ó el Senado, al tratar de las actas cuya 
aprobación les corresponda , acuerden pasar tanto de culpa 
sobre una elección, se procederá á la formación de la oportu- 
na causa de oficio por el Tribunal competente. 

Art. 180. Los Tribunales procederán desde luego contra los 
presuntos reos de delitos electorales, ya por querella, ó bien 
por virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, sin esperar 
á que por quien corresponda se resuelva sobre la legalidad de 
la elección. Será obligación en aquellos facilitar á la corpo- 
ración que deba entender en la aprobación de un acta, siem- 
pre que lo pida por conducto del Gobierno ó de sus delegados, 
los informes, testimonios de su resultancia y demás noticias 
que estimase convenientes sobre hechos que puedan afectará 
la validez ó nulidad de la elección. Pero si al suministrar es- 
tas noticias la causa se hallare en sumario , los Tribunales 
harán la oportuna advertencia de las que deban tener el ca- 
rácter de reservadas. 

Art. 181. El Tribunal Supremo de Justicia conocerá de las 
causas que en virtud de esta ley se entablen contra los Go- 
bernadores de provincia ú otras Autoridades ó funcionarios 
públicos de igual ó superior categoría ; las Audiencias de los 
respectivos territorios, de las que se formen contra los Di- 
putados provinciales y Jueces de primera instancia, y los 
Tribunales inferiores de las que se promuevan contra los Al- 
caldes y demás empleados públicos de menor categoría que 
los ya mencionados , ó contra cualesquiera otras personas que 
por razón de sus cargos intervengan en materia de elecciones. 

árt. 18£. Aquellas causas en que ejecutoriamente se exi- 
ma de responsabilidad, por obediencia debida, á los acusados, 
oe conformidad al art. 30 de la Constitución, se remitirán 
necesariamente al Tribunal que corresponda, para proceder 
contra el que hubiere sido debidamente obedecido; y si e^te 

iere sido Ministro, la remisión se hará al Congreso de los 
1 í u ^ a( |ns, para lo que corresponda con arreglo alas leyes. 

r t.l83. Lo S Tribunales no podrán rehusar la practica ne 

as informaciones relativas á los hechos electorales , en cual- 
quier tiempo que se pidan , antes de que haya prescrito laac- 
í J? ri P ara acusar, conforme á lo dispuesto en el art. i 18 ■ 

es a ley , procediendo breve y sumariamente. Si no lo ' hu-jc 
en, incurrirán en la pena establecida en el art. v/1 de ' 
dl £o penal. 1 
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Arfc. 184. La conservación del orden, y la represión í u _ 
mediata de las faltas que se cometan en lavS juntas electorales 
y de escrutinio corresponden á sus Presidentes, á quienes 
Autoridades y sus agentes, que tendrán libre entrada en los 
colegios, secciones y juntas, prestarán los auxilios necesarios. 

Art. 185. Cuando dentro de un colegio, sección ó junta 
de escrutinio ó electoral se cometiere algún delito de los pena- 
dos en esta ley, el Presidente detendrá y pondrá á los presun- 
tos reos á disposición de la Autoridad judicial competente, 
para la instrucción de la oportuna causa. 

Art. 186. Los delitos no comprendidos expresamente en 
las disposiciones de esta ley se castigarán con arreglo á lo dis- 
puesto en el Código penal. 

ARTÍCULOS ADICIONALES. 

Artículo 1 .° La lista de los 50 mayores contribuyentes por 
contribución territorial, y &0 por la de subsidio industrial y 
de comercio de cada provincia, á que se refiere el art. 3.° de esta 
ley, se formará en cada una de ellas por los Administradores eco- 
nómicos de las mismas en la primera quincena del octavo mes 
de cada año económico, por lo que resulte de los repartimien- 
tos y matrículas vigentes, acumulándose en una sola suma 
las cuotas que se satisfagan en pueblos diversos de la misma 
provincia, y se publicarán en todos los números del Boletín 
oficial de la provincia que salgan en la segunda quincena del 
propio mes, con expresión de los pueblos en que se contribuye, 
y cantidad que en cada uno de ellos se satisface. 

Art. Durante la segunda quincena del referido octavo 
mes se admitirán por las comisiones provinciales cuantas re- 
clamaciones documentadas se presenten sobre inclusión ó 
exclusión en dicha lista; y las mismas resolverán acerca de 
ellas lo que proceda en los ocho primeros dias del noveno 
mes económico, publicándose necesariamente sus resolucio- 
nes en los dos primeros números que se impriman del Bole- 
tín oficial siguientes al expresado período. 

Art. 3.° Los interesados que se creyesen agraviados por 
las resoluciones de las comisiones provinciales podrán recla- 
mar de ellos personalmente, ó por medio de apoderado, ante 
las mismas hasta el dia 15 inclusive del mencionado noveno 
mes, y las comisiones, bajo su responsabilidad, remitirán las 
reclamaciones por el primer correo á la Audiencia del ter- 
ritorio para su resolución definitiva en lo que reste del mes, 
oyendo in voce al fiscal y á los interesados ó sus apoderados 
si se presentasen. 

Art. 4.° Devueltas por la Audiencia á las comisiones 
provinciales, en los ocho primeros dias del décimo mes eco- 
nómico, las reclamaciones que se hubieren hecho, con la re- 
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solución ejecutoria que en ellas hubiere recaido, se procederá 
por las mismas comisiones á formar, en vista del resultado de 
todo , la lista definitiva de los mayores contribuyentes en los 
dias que falten hasta el Ib del referido mes, debiendo publi- 
carse como tal en los cuatro Boletines oficiales siguientes á 
dicho dia. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS. 

Artículo 1 Para el caso de que al procederse á la primera 
elección de Senadores no se hubiesen podido formar las listas 
de mayores contribuyentes en los plazos marcados en los ar- 
tículos adicionales de esta ley , se autoriza al Gobierno para 
que por esta vez fije los que fueren indispensables á obtener el 
mismo resultado. 

Art. £.° Se autoriza al Gobierno para que, en cuanto sea 
absolutamente indispensable, pueda ampliar, respecto de las 
islas Canarias , los plazos señalados en la presente ley para 
las elecciones de Diputados provinciales, Diputados á Cortes y 
Senadores. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 


1 .* Las disposiciones de esta ley, referentes á las eleccio- 
nes de Senadores y Diputados á Cortes , no serán aplicables 
hasta que se publique la de demarcación de distritos electo- 
rales que debe formar parte de esta ley. 

Tampoco serán aplicables, aun después de publicada la de 
demarcación de distritos, á las vacantes de Diputados á Cortes 
que ocurran hasta la terminación de las Constituyentes. 

. Se autoriza al Gobierno para que disponga que se ve- 
rifiquen las elecciones de Ayuntamientos y Diputaciones pro- 
vinciales en laepóca que el mismo designe y con arreglo áesta 
ley y las de organización provincial y municipal, adoptando las 
disposiciones necesarias para armonizar dichas operaciones 
electorales con los períodos extraordinarios en que han de 
evarse á efecto, pero sin alterarla duración de los términos 
ni las garantías que dichas leyes establecen. . 

ue acuerdo de las Cortes’ Constituyentes se comunica al 
egente del Reino para su promulgación como ley. . . 

7 * aci ° de las Cortes $3 de Junio de 1870.=Manuel Ruiz 

' res ¡dente. =Manael de Llano y Pérsi , Diputado be- 
eken ri , 0 ==Julian Sánchez Ruano, Diputado Secretario.=Fra<i- 
usco Javier Carratalá, Diputado Socretario.=Mariano Rms. 
Mon tañer , Diputado Secretario. 

Por tanto : 

„ “ and ,° 4 ‘odos los Tribunales, Justicias , Jefes, Gobenja- 
es y demás Autoridades, así civiles corno militare. . 
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siásticas de cualquier clase y dignidad, que lo guarden y hagan 
guardar, cumplir y ejecutar en todas sus partes. 

Dado en San Ildefonso á veinte de Agosto de mil ochocien- 
tos setenta. 

FRANCISCO SERRANO. 

El Ministro de la Gobernación, 

Hicolñs liaría Rivero. 




/. V, 


Don 

de años y empa- 

dronadocomo vecino en 

la calle de 

n.° cuarto 

se halla inscrito como 
elector en el libro dell 
censo electoral , fo- 
lio con el núme- 
ro y no consta | 

que con posterioridad 
se haya incapacitado. 



Modelo núm. l.° 

DERECHO ELECTORAL, 

(Sello en seco de la provincia.) 


Don de años, 

se halla empadronado como vecino en la calle 

de n.° cuarto, 

é inscrito con el núm en el libro del 

censo electoral, cuyo derecho puede ejercitar 

en el colegio (ó sección) de 

sNpJen las elecciones municipales, de Diputados 
provinciales, Diputados á Cortes y compromi- 
sarios para Senadores. 

(Fecha.) 

Et. Alcalde, El Sbcrktaaio, 





Núm (Sello en seco de la provincia.) 

Don de años, 

se halla empadronado como vecino en la calle 

de n.° cuarto 

é inscrito con el núm. en el libro del 

censo electoral, cuyo derecho puede ejercitar 

en el colegio (ó sección) de 

fen las elecciones municipales, de- Diputados 
provinciales, Diputados á Córtes y compromi- 
sarios para Senadores. 

(Fecha.) 


El Alcalde, 


El Secretario, 
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MODELO NUM. 8.° 

Acta de la Junta preparatoria para elección de Presidente y 
Secretarios escrutadores , en las elecciones de Concejales , Dipu- 
tados provinciales , Diputados á Cortes y compromisarios para 

Senadores. 

Provincia de Distrito municipal de. ... . 

Colegio ó Sección electoral de 

En la ciudad, villa ó pueblo de , á del mes de , 

año de , reunidos los electores del Colegio ó Sección en el 

local designado con anterioridad, elSr. Alcalde (ó el que en su 
lugar presida) D. N. N., siendo lasnuevedela mañana, anun- 
ció que iba á procederse á la votación para la mesa, y que al 
efecto se asociaba á los cuatro electores D. N. N., D. N. N., 
D. N. N. y D. N. N., que se hallaban en el salón, que resulta- 
ron ser los' dos más ancianos y los dos más jóvenes de los pre- 
sentes. Acto continuo se procedió á la elección de Presidente 
y de cuatro Secretarios escrutadores, recibiendo el Presiden- 
te interino y depositando en la urna las papeletas de todos los 
electores que se presentaron hasta las tres de la tarde. Cum- 
plido lo dispuesto en los artículos 58 y 59 de esta ley, se pro- 
cedió al escrutinio, que dió el resultado siguiente : 

Para Presidente. 


D. N. N Votos. 

D. N. N Idem. 

&c. &c. 

Para Secretarios. 

D. N. N Votos. 

D. N. N Idem. 

&c. &c. 

(El número de votos se expresará en letra y en guarism< 
por orúen de mayor á menor.) _ 

xj xj es tando presentes D. N. N., D. N. N. , D. N. N., Do 
f- ^-y D. N. N., que resultaron con mayor número de ve 
os, quedaron proclamados, el primero Presidente y los cua 
ro u timos Secretarios escrutadores. . 

(oí nubiese empate entre algunos, lo decidirá la stierte, 
•;e expresará en este lugar. También se expresaran las duda 
o protestas, y ] as resoluciones de la mesa.) 

/Si alguno ó algunos délos nombrados no se hallan presen 
aH¡ a , pu íi 1Capse el escrutinio, se practicará lo que dispone e 
ilculu y se expresará su resultado en este acta, man 
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festando en su caso quiénes quedaron proclamados para Pre- 
sidente y Secretarios.) 

Quemadas las papeletas en presencia de los electores, el 
Presidente de la mesa interina les dió posesión de sus cargos, 
y ocupando sus puestos respectivos los elegidos (ó á los que 
por su ausencia les corresponda, según la ley) quedó consti- 
tuida la mesa definitiva, extendiéndose este acta por la mesa 
interina, que se depositará en la Secretaría del Ayuntamiento, 
' según se previene en el párrafo segundo del art. 70 de la ley. 

El Alcalde ó Regidor, Presidente, 

N. N. 

El Secretario, El Secretario, 

N. N. N. N. 


El Secretario, El Secretario, 

N. N. N. N. 

MODELO NÚM. 3.° 

Primer acta 'parcial ele elección. 

Provincia de Distrito municipal de 

Colegio ó Sección de (donde hubiese más de uno.) 

En la ciudad, villa ó pueblo de á del mes de. ... , 

año de .... , constituido el Colegio ó Sección de . . . , siendo 
su Presidente D. N. N. y Secretarios escrutadores D. N. N., 
D. N. N., D. N. N. y D. N. N. , declaró el Presidente á las nue- 
ve de la mañana abierto el Colegio ó Sección, y que comenza- 
ba la votación para Concejales. Los electores fueron uno á uno 
acercándose á la mesa, y presentando sus cédulas talonarias, 
entregaron las papeletas al Presidenta, que las depositó en la 
urna á la vista de los votantes, cuyos nombres constaban en 
la lista numerada sacada del libro del censo electoral y en la 
que se anotaban sus votos. 

Dadas las cuatro de la tarde, comenzó el escrutinio, sacan- 
do el Presidente las papeletas de la urna, que entregó á un 
Secretario, y que 'este leyó en alta voz. Confrontadas las notas 
de los Secretarios entre sí y con la lista de los votantes y pa- 
peletas sacadas de la urna, cuyo número es de (tantos), anun- 
ció el Presidente el siguiente resultado: 

Para Concejales. 

D. N. N Votos. 

D. N. N Idem. 

&c. &c. 

(Como en los demás modelos, se colocarán los nombres 
por orden del número de votos de mayor á menor. El núme- 
ro de votos se expresará en letra y guarismo.) 
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(Todas las dudas y reclamaciones que se susciten, se ex- 
presarán en este lugar, así como las resoluciones de la mesa.) 

(Este modelo se aplicará á las elecciones de Diputados 
provinciales y Diputados á Cortes, con las variantes que exi- 
gen sus respectivos procedimientos.) 

Quemadas á presencia del público todas las papeletas, des- 
pués de recontadas por los Secretarios y de cerciorados de su 
conformidad con las notas que llevaban y la lista de los vo- 
tantes, se d;ó por terminado el acto de la elección de este dia, 
ordenándose la fijación de la lista nominal de los electores que 
habían concurrido á votar y el resúmen de los votos que hu- 
biese obtenido cada candidato, en la parte exterior del Colegio 
y ántes de las nueve de la mañana del inmediato dia. En fé 
de lo cual, firmamos la presente acta, que se remitirá á la Se- 
cretaría del Ayuntamiento ántes de las ocho del dia de maña- 
na, para que tenga cumplido efecto lo prevenido en el artícu- 
lo 75 de la ley. 

(Si fuesen elecciones para Diputados provinciales y Dipu- 
tados á Cortes, se extenderán por la mesa las certificaciones li- 
terales y resúmenes y se comunicarán á quien corresponda, se- 
gún lo determinado en el art. 116.) 

El Presidente, 

N. N. 

El Secretario escrutador, El Secretario escrutador, 

N. N. N. N. 

El Secretario escrutador, El Secretario escrutador, 

N. N. N. N, 

(El acta para la elección de compromisarios para Senado- 
res se. extenderá por separado y se ajustará al presente mo- 
delo, teniendo presente lo que se dispone en'art. 138 de esta 
ley.) 

(En el acta parcial del último dia de elección se extenderá 
el acta general del colegio ó sección, uniendo á ella los resul- 
tados de los escrutinios anteriores, y en las poblaciones que 
hubiese más de un colegio se nombrará por mayoría de votos 
un comisionado que asista como representante al escrutinio 
general del distrito municipal , teniendo además presentes las 
disposiciones de los artículos 79 y 80 de esta ley para los 
colegios que se hubieran dividido en secciones.) 

MODELO NUM. 4.° 

Acta de escrutinio general de la elección de Ayuntamientos. 

Provincia de . . . Distrito municipal de . . . 

En la ciudad, villa ó pueblo de... ., á del mes de 

aou de. . . , siendo las diez de la mañana, se reunieron en la Casa 
Consistorial del Ayuntamiento del distrito municipal, bajo la 
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presidencia del Alcalde primero y asistencia del Ayuntamiento 

los Secretarios escrutadores para hacer el escrutinio genera! 
de los votos emitidos en la elección de los dias Acto con- 

tinuo, el Sr. Alcalde Presidente declaró constituida Ja Junta 
de escrutinio general, y colocadas sobre la mesa todas las 
actas remitidas por los Presidentes de los colegios, y exami- 
nadas (y resueltas todas las reclamaciones, si las hubiere, 
contra la legal representación de los Presidentes y Secretarios 
y contra la autenticidad de las actas), se procedió al nombra- 
miento de los cuatro Secretarios escrutadores que debian ve- 
rificar la comprobación de las actas y el recuento y resúmen 
de los votos. P*,esultaron elegidos por mayoría D. N. N., D. N. 
N., D. N. N. y D. N. N. 

Verificado dicho resúmen general por los Secretarios, dió 
el resultado siguiente: 

D. N. N Votos. 

D. N. N Idem. 

D. N. N Idem. 

D. N. N Idem. 

Siendo el número total de electores del distrito municipal 
de (tantos), resulta que han tomado parte en la elección 
(tantos). 

(Todas las dudas y reclamaciones que se susciten sobre 
el escrutinio se expresarán en este lugar, así como las reso- 
luciones de la Junta de escrutinio, en la cual no tienen voto 
los Concejales.) 

El Sr. Alcalde primero Presidente proclamó por haber 
obtenido mayoría relativa para el cargo de Concejal por tal 
colegio á D. N. N., &c., &c. 

Y habiendo abordado, en cumplimiento de la ley, se ex- 
pongan al público en los sitios de costumbre durante la segun- 
da quincena del undécimo mes del año económico, se exten- 
dió este acta, que se archivará en la Secretaría del Ayunta- 
miento. 

El Alcalde Presidente, 

N. N. 

El Secretario escrutador, El Secretario escrutador, 

N. N. . , N. N. 

El Secretario escrutador, El Secretario escrutador, 

N. N. N. N. 

(Las actas de escrutinio general de los distritos electorales 
en las elecciones para Diputados provinciales y Diputados á 
Cortes se ajustarán al anterior modelo , teniendo además 
presentes para su redacción los artículos 118 al 12-8 de esta 

ley-) 
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MODELO ÑUM. 5. 6 

' Acta de elección cíe Senadqr es., ■ . ¡ 

Provincia de 

En la ciudad ó villa de , 'á. . . . .'del mes de. . . ., año 

de. . . . , reunidos á las diez de la mañana en la Qápital de la pro- 
vincia los señores compromisarios para nombramiento de Se- 
nadores con los Diputados provinciales^ ; én el local designado, 
bajo la presidencia del Vicepresidente de la Diputación pro- 
vincial, y constituida la Junta electoral con arreglo á las pres- 
cripciones de la ley, se procedió al nombramiento de la mesa 
interina, que revisó y examinó las certificaciones presentadas 
por los compromisarios, que fueron aprobadas, y después á la 
definitiva, por hallarse presentes el número de compromisa- 
rios que la ley exige para tomar acuerdo. Verificada la elec- 
ción, que dió principio votando primero los cuatro Secretarios 
escrutadores, después los Diputados provinciales y compro- 
misarios indistintamente, y por último el Presidente, se pro- 
cedió al escrutinio, que dió el resultado siguiente: 

Para Senadores. 

D. N. N Votos. 

D. N. N Idem. 

D. N. N Idem. 

D. N. N Idem. 

Siendo el número total de electores de la provincia entre 
compromisarios y Diputados provinciales (tantos), resulta que 
han tomado parte en la elección (tantos). 

(Todas las dudas y reclamaciones que se susciten sobre el 
escrutinio se expresarán en este lugar , así como las resolucio- 
nes que sobre ellas dictase la mesa.) 

Habiendo reunido los candidatos más de la mitad de los 
votos emitidos (no habiéndolos reunido alguno ó algunos, se 
procederá á segunda elección en los términos que prescribe 
el art. 157 de esta ley) , el Sr. Presidente proclamó Senado- 
res por la provincia de. . . áD.N. N., D. N. N., D. N. N. y Don 
N. N., que han sido elegidos por mayoría absoluta de votos. 

ú en cumplimiento de la ley firmamos este acta, sacando 
de ella las correspondientes copias para el Sr. Ministro de la 
Gobernación y Sres. Senadores nombrados, que les servirán 
de título para presentarse en la Secretaría del Senado, que- 
dando esta original en el archivo de la Diputación provincial. 
Una certificación de este acta con toda la documentación se 
remitirá al Senado dentro del término de ocho dias, cumplien- 

7 
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do con lo dispuesto en el art. 159 de la ley: de todo lo cual 
certificamos. 


El Presidente, Vicepresidente de la Diputación provincial, 

N. N. 


El Secretario escrutador, 
N. N. 


El Secretario escrutador, 
N. N. 


El Secretario escrutador, 
N. N. 


El Secretario escrutador, 
N. N. 


(Las actas de nombramiento de mesa interina y definitiva, 
con toda la documentación que se hubiera presentado, se ar- 
chivarán en la Secretaría de la Diputación provincial.) 



* 










DON FRANCISCO SERRANO Y DOMINGUEZ, Regente 
del Reino por la voluntad de las Cortes Soberanas ; á todos 
los que las presentes vieren y entendieren , salud : Las Cortes 
Constituyentes de la Nación española, en uso de su soberanía, 
decretan y sancionan lo siguiente : 

' LEY MUNICIPAL. 


TÍTULO PRIMERO. 

DE LOS 'TÉRMINOS MUNICIPALES Y DE SUS HABITANTES. 


CAPÍTULO primero; 

De los términos municipales y sus alteraciones. 

Artículo l.° Es Municipio la asociación legal de todas las 
personas que residen en un término municipal. 

Su representación legal corresponde al Ayuntamiento. 

. A-rá- ®-° Es término municipal el territorio á que se ex- 
tiende la acción administrativa de un Ayuntamiento. 

Son circunstancias precisas en todo término municipal: 

1. Que no baje de £.000 el número de sus habitantes re- 
sidentes. 

. Que tepga ó se le pueda señalar un territorio propor- 
cionado á su población. 

3.° Que pueda sufragar los gastos municipales obligato- 
rios con los recursos que las leyes autoricen. 

Subsistirán, sin embargo, los actuales términos munici- 
pales que tengan Ayuntamiento, aun cuando no reúnan las 
c, rcunstancias anteriores. 
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Art. 3.° Los términos municipales pueden ser alterados: , 

i Por agregación total á uno ó varios términos colin-i * 
dantes. 

2.° Por segregación de parte de un término, bien sea para 
constituir por sí ó con otra ú otras porciones Municipio in- 
dependiente, ó bien para agregarse á uno ó á varios de los 
términos colindantes. 

Art. 4.° Procede la supresión de un Municipio y su agre- 
gación á otro ó á varios de los colindantes: 

1 Cuando por carencia de recursos ú otros motivos fun- 
dados lo acuerden los Ayuntamientos y la mayoría de los 
vecinos de los Municipios interesados. 

Cuando por ensanche y desarrollo de edificaciones se 
confundan los cascos de los pueblos y no, sea fácil determi- 
nar sus verdaderos limites. 

Art. o.° Procede la segregación de parte de un término 
para agregarse á otros existentes cuando lo acuerde la mayo- 
ría de los vecinos de la porción que haya de segregarse , y 
pueda tener efecto sin perjudicar los intereses legítimos del 
resto del Municipio ni hacerle perder las condiciones expre- 
sadas en el art. £.° ’ . 

La segregación de parte de un término para constituir 
uno ó varios Municipios independientes por sí ó en unión de 
otra ú otras porciones de otros términos colindantes , puede 
hacerse mediante acuerdo de la mayoría de los interesados y 
sin perjudicar intereses legítimos de otros pueblos, siempre 
que los nuevos términos que hayan de formarse reúnan las 
condiciones expresadas en el art. $.° 

Art. 6.° En cualquiera de los casos de agregación ó se- 
gregación, los interesados señalarán las nuevas demarca- 
ciones de terrenos y practicarán la división de bienes, apro- 
vechamientos, usos públicos y créditos, sin perjuicio de los 
derechos de propiedad y servidumbres públicas y privadas 
existentes. 

Art. 7.° Las Diputaciones provinciales resolverán los ex- 
pedientes sobre, creación , segregación y supresión de Mu- 
nicipios, y términos. 

Sus acuerdos serán ejecutivos cuando fueren adoptados 
de conformidad con los interesados. 

En caso de disidencia la aprobación será objeto de una ley. 

Art. 8.° Todo término municipal forma parte de un par- 
tido judicial y de una provincia de la nación, y no podrá per- 
tenecer bajo ningún concepto á distintas jurisdicciones de 
un mismo orden. . ' 

Art. 9.° Para hacer pasar un término municipal de uno á 
otro partido se oirá á los Ayuntamientos del pueblo y de las 
cabezas de partido, á la Diputación y al Gobernador y al 
Ministerio de Gracia y Justicia. 
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La resolución del expediente corresponde al Ministerio de 
la Gobernación , con audiencia del Consejo de Estado. 


■ CAPÍTULO II. i( ■ 

. * • ' ‘ • i .. * ■ • V 

v • 

De los habitantes de los términos municipales. 

Art. 10. Los habitantes de un término municipal se divi- 
den en residentes y transeúntes. 

Los residentes se subdividen en vecinos y domiciliados. 
Art. 11. Es vecino todo español emancipado que reside 
habitualmente en un término municipal y se halla inscrito 
con tal carácter en el padrón del pueblo. 

Es domiciliado todo español que sin estar emancipado re- 
side habitualmente en el término, formando parte de la casa 
ó familia de un vecino. 

Es transeúnte todo el que, no estando comprendido en los 
párrafos anteriores, se encuentra en el término accidental- 
mente. 

Art. 1&. Todo español ha de constar empadronado como 
vecino ó domiciliado en algún Municipio. 

El que tuviere residencia alternativa en varios optará 
por la vecindad en uno de ellos. 

Nadie puede ser vecino de más de un pueblo : si alguno se 
hallare inscrito en el padrón de dos ó más pueblos, se estima- 
rá como validada vecindad últimamente declarada, quedan- 
do desde entonces anuladas las anteriores.' 

Art. 13. La cualidad de vecino es declarada de oficio ó á 
instancia de parte por el Ayuntamiento respectivo. 

Art. 14. El Ayuntamiento declarará de oficio vecino á 
todo español emancipado que en la época de formarse ó rec- 
tificarse el padrón lleve dos años de residencia fija en el tér- 
mino municipal. 

También hará igual declaración respecto á los que en las 
mismas épocas ejerzan cargos públicos que exijan residencia 

lija en el término, aun cuando no hayan completado los dos 
anos. 

Art. 15. El Ayuntamiento, en dualquier época del año, 
declarara vecino á todo el que lo solicite, sin que por ello que- 
do exento de satisfacer las cargas municipales que le corres- 
pondan hasta aquella fecha en el pueblo de su anterior resi- 
dencia. • 

El solicitante ha de probar que lleva en el término una 
residencia efectiva continuada por espacio de seis meses á lo 
menos. 
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capítulo III. 

Del empadronamiento. 


Art. 16. Es obligación de los Ayuntamientos formar el 
padrón de todos los habitantes existentes en su término , con 
expresión de su calidad de vecinos, domiciliados ó transeún- 
tes, nombre, edad, estado , profesión, residencia y demás cir- 
cunstancias que la estadística exija y el Gobierno determine. 

Art. 17. Cada cinco años se hará un nuevo empadrona- 
miento , el cual será rectificado todos los años intermedios 
con las inscripciones de oficio ó á instancia de parte, y las 
eliminaciones por incapacidad legal, defunción ó traslación de 
vecindad ocurridas durante el año. 

Los vecinos que cambien de domicilio, los padres ó tu- 
tores de los que se incapaciten y los herederos y testamenta- 
rios délos finados, están obligados á dar al Ayuntamiento 
la declaración correspondiente para que tenga efecto la elimi- 
nación. 

Art. 18. Hecho el empadronamiento quinquenal ó su rec- 
tificación anual, el Ayuntamiento formará dos listas en ex- 
tracto : una que exprese las alteraciones ocurridas durante 
el año, y otra comprensiva de todos los habitantes que resul- 
ten en el distrito al ultimarse la operación. 

Estas listas se publicarán inmediatamente. 

Art. 19. El empadronamiento y las rectificaciones se ve- 
rificarán en el mes de Diciembre, y estarán, así como las lis- 
tas, á disposición de cuantos quieran examinarlos en la Se- 
cretaría del Ayuntamiento los dias y horas útiles. 

En los 15 dias siguientes, el Ayuntamiento recibirá las 
reclamaciones que cualquier residente en el término hiciere 
contra el empadronamiento ó sus rectificaciones, y resol- 
verá acerca de ellas en lo restante del mes, consignando en 
el libro de actas el acuerdo que tome respecto á cada interesa- 
do, á quien lo comunicará por escrito inmediatamente. 

Art. 30. Contra estas decisiones de los Ayuntamientos 
procede el recurso de alzada para ante la comisión provin- 
cial. 


iua 


El recurso será entablado ante el Alcalde dentro de i 
tres dias siguientes á la notificación escrita del acuerdo. 

El. Alcalde remitirá sin dilación alguna el expediente á la- 
comisión provincial. 

La Comisión, en término de un mes, resolverá ejecutiva- 
mente en vista de las razones alegadas por los interesados 
y. e , Ayuntamiento, y comunicará á este su fallo circunstan- 
cia o , después de lo cual-, y hechas en la semana siguiente * 
as rec íficaciones a que hubiere lugar, se declarará ultimado 
padrón y se publicarán las listas rectificadas, 
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Art. % 1 . El padrón es un instrumento solemne, público y 
fehaciente, que sirve para todos los .efectos administrativos. 

Art. Los Ayuntamientos remitirán todos los años á la 
Diputación provincial en el último mes de cada año económir 
co un resúmen del número de vecinos domiciliados y tran- 
seúntes, clasificado en la forma que para el censo de pobla- 
ción determine el Gobierno. 

CAPÍTULO IV. 


De los derechos y de las obligaciones de los habitantes en los 

términos municipales. 


Art. £3. Todo el que recurra á la Autoridad municipal tie- 
ne derecho á exigir de la misma un resguardo en el cual se 
haga constar la demanda ó la queja y la fecha y la hora en 
que hubieren sido producidas. 

Art. 24. Todos los habitantes de un término municipal tie- 
nen acción y derecho para reclamar contra ios acuerdos de 
los Ayuntamientos, así como para denunciar y perseguir cri- 
minalmente á los Alcaldes, Regidores y Vocales de la asam- 
blea de asociados en los casos, tiempo y forma que esta ley 
prescribe. 

Art. $5. Todos los vecinos tienen participación en los 
aprovechamientos comunales y en los derechos y beneficios 
concedidos al pueblo, así como están sujetos á las cargas de 
todo género que para los servicios municipales y provincia- 
les se impongan, en la forma y proporción que esta ley deter- 
mina. 


Los vecinos adquieren el pleno dominio de la parte que en 
los aprovechamientos comunes les haya sido' adjudicada; pero 
no entrarán en su disfrute, salvo lo dispuesto en el tercer pár- 
rafo del art. 70, sino en cuanto acrediten estar al corriente en 
el pago de todas sus obligaciones con el presupuesto municipal. 

Art. 2,6. Para cuanto se refiere á la Administración eco- 
nómica municipal y á los derechos y obligaciones que de ella 
emanan respecto á los residentes, tendrán la , consideración 
e propietarios por las fincas que labren, ocupen ó adminís- 
ren, los siguientes : 

" . Los administradores, apoderados ó encargados de Jos 
I pietarios forasteros , sin perjuicio de los casos siguientes, 
1 ( l Ue por cuenta y en nombre de estos se hallen a 
f ,_ n+n d ®. a H>un establecimiento agrícola, industrial o mei 
cantil, abierto en el distrito, ó ya se limiten a la cobranza y 

i ecaudacmn de rentas. 

,.3 ^os colonos, arrendatarios ó aparceros de fincas rús _i- 
tmdores dan Ó n ° en el distrito los P r0 P ietari0S 0 adm 

a ° Los inquilinos de fincas urbanas, cuando estuvieren 
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arrendadas á una sola persona, y su dueño, administrador o 
encargado ño residiere en el distrito. 

Art. 27. Los extranjeros gozarán de los derechos que les 
correspondan por los tratados ó por la ley especial de ex- 
tranjería. 

título ii. 

DEL GOBIERNO Y ORGANIZACION DE LOS MUNICIPIOS. 


CAPÍTULO PRIMERO. 

De los Ayuntamientos y de las Juntas municipales. 

■ ; : . i..:.' t f 

Art. 28. En todo térníino habrá un Ayuntamiento y una 
Junta municipal. ' 

Art. 29. Eí gobierno interior de cada término municipal 
será encomendado á un Ayuntamiento, compuesto de Con- 
cejales, divididos en tres categorías: 

Alcalde. 

Tenientes. 

Regidores. . 

El Ayuntamiento será elegido por los residentes en el tér- 
mino que tengan derecho electoral según las leyes, y en la for- 
ma que las mismas determinen. 

Art. 30. Corresponde á la Junta municipal la aprobación 
de . los presupuestos de gastos y de ingresos, y el estableci- 
miento y creación de arbitrios en el tiempo y forma que esta 
ley ordena. 

Art. 31. La Junta municipal estará compuesta: 

1. # De todos los Concejales que debe tener el Ayun- 
tamiento. - ’ ■' 1 

2. ' De una asamblea de Vocales asociados en número 
igual al triplo del de Concejales. 

Esta asamblea será designada én la forma q\ie expresa 
el capítulo III de este título segundo. 

Árt. 32. La revisión y censura de las cuentas munici- 
pales corresponde á la asamblea de Vocales 'asociados de la 
Juntá municipal. 

:• , ■ CAPÍTULO II. 

De la organización de los Ayuntamientos. 

Art. 33. El censo de población determina el número de 
Concejales correspondiente á cada Municipio y su división en 
categorías: el número de Alcaldes y Tenientes determina el de 
los distritos eri que se divide eadá término, y el número de 
residentes en cada uno de estos distritos determina el número 
de barrios, de colegios electorales y de secciones de cada cole- 
gio, todo conforme á los siguientes- artículos. 



Art. 3 4 i: B31 número de Concejales, distritos v coleeios se 
ajustará é la siguiente escala: • » • • ^ • 9 * 


Hasta 500 residentes. 1 


501 á 
801 á 


3.001 á 

4.001 á 

5.001 á 

6.001 á 


800. 1 

1.000. 1 


4.000. 1 

5.000. 1 


8.001 á 9.000. 


$0.001 á $$.000. 


$6.001 á $8.000. 
$8.001 á 30.000. 
30.001 á 3$.000 
3$.001»á 34.000 


V*/ w.wu < 

38.001 á 40.000. 


o/ST' 1 a, ou.uuu. 

S^Ol á 65.000 
70.000 


Alcaldes. . . 

Tenientes . . 

1 

» 

1 

» 

1 

1 

1 

$ 

1 

$ 

1 

$ 

1 

$ 

1 

$ 

1 

3 

1 

3 

1 

3 

1 

3 

1 

4 

1 

4 

1 

4 

1 

4 

1 

5 

1 

5 

1 

5 

1 

5 

1 

6 

1 

6 

1 

6 

1 

6 

1 

7 

1 

7 

1 

7 

1 

8 

1 

8 

1 

8 

1 

8 

1 

8 

1 

9 

1 

9 

1 

9 

1 

9 

1 

9 

1 

10 

1 

10 



5 6 

6 7 
6 8 

6 9 

7 10 

8 11 

9 1$ 

10 13 

10 14 

11 15 

1$ 16 
13 17 

13 18 

14 19 

15 $0 

16 $1 
16 $$ 

17 $3 

18 $4 

19 $5 

19 $6 

$0 $7 

$1 $8 
$$ $9 

$$ 30 

$3 31 

$4 3$ 

$4 33 

$5 34 

$6 35 

$7 36 

$8 37 

$8 38 

$9 39 
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De 100.000 residentes en adelante no se hara más varia- 
ción que la de aumentar un Regidor por cada 20.000 hasta 
que el Ayuntamiento llegue á o0 Concejales, de cuyo número 
no pasará. ...... - ■ ; • 

Los distritos en que se divida cada término serán próxi- 
mamente iguales en número de habitantes. 

Art. 3o. Cada distrito se dividirá en barrios cuando con- 
tenga más de 4.000 habitantes. 

Los barrios de cada distrito serán próximamente iguales 
en población, y cada barrio quedará comprendido en un solo 
distrito. 

Todo arrabal separado del casco de la población, así como 
cualquiera otra parte del término municipal apartado del 
mismo casco, ha de constituir barrio, sea la que fuere su po- 
blación. 

En cada barrio habrá un Alcalde del mismo, elegido por 
el Ayuntamiento de entre los vecinos que tengan su residen- 
cia fija en la demarcación. 

En los pueblos á que se refiere el capítulo II del título ter- 
cero de esta ley, desempeñará las funciones de Alcalde de bar- 
rio el Presidente de 1a, Junta que debe elegirse en confor- 
midad á los artículos 86, 87 y 88, y no podrán ser removidos 
sino por las causas que se expresan en esta ley para los Al- 
caldes y Tenientes. 

Art. 36. Los términos municipales se dividirán en tantos 
colegios electorales como el Ayuntamiento crea conveniente, 
con tal que no sean ménos que el número de Alcaldes y Te- 
nientes, y que un mismo colegio no forme parte de diferen- 
tes distritos. 

El Ayuntamiento podrá dividir los colegios en tantas 
secciones como sean necesarias para facilitar la libre emisión 
del sufragio, siempre que el número no exceda del de Alcal- 
des de barrio. • . * 

Los grupos de población rural qué, según esta ley, deben 
formar barrios constituirán siempre sección. 

Art. 37. La primera división del término en distritos, bar- 
rios, colegios y secciones, se hará en conformidad á las si- 
guientes reglas : 

■1. a El Ayuntamiento acordará la división y la hará pú- 
blica en el Boletín oficial de la provincia y por medio de los 
periódicos locales ó por edictos en su defecto. 

2. a Los vecinos y domiciliados del término, pueden hacer 
dentro del mes siguiente, á 'contar desde. la fecha de la publi- 
cación del acuerdo , las reclamaciones que contra este creye- 
ren oportunas. 

3. a Si no hubiere reclamación alguna, el acuerdo será eje- 
cutivo, finalizado el plazo antedicho : ¡sidas hubiere, el Ayun- 
tamiento las examinará y remitirá informadas, juntamente 
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con la copia certificada del acuerdo de división á la comisión 
provincial, dentro de los 15 dias siguientes á la espiración del 
plazo. < 1 ! , 

4/ La comisión provincial , examinados los antecedentes 
y reclamaciones, resolverá lo que proceda en cuanto á los 
puntos á que estas se contraigan, y comunicará su acuerdo 
dentro de un mes desde que le fuere remitido el expediente. 

Art. 38. Hecha la división de un término municipal con- 
forme á las prescripciones de esta ley, no podrá alterarse has- 
ta pasados dos años, por lo ménos, y sólo en el caso de que 
por el trascurso del tiempo no corresponda á las condiciones 
y circunstancias anteriormente expresadas, y nunca en los 
tres meses que precedan á cualesquiera elecciones ordina- 
rias. 

El expediente de variación dará principio por iniciativa 
del Ayuntamiento, y seguirá los mismos trámites expresa- 
dos en el artículo anterior. 


Art. 39. Pueden ser Concejales los vecinos del pueblo que, 
estando en el pleno goce de sus derechos civiles, lleven cuatro 
años por lo menos de residencia fija en el término municipal. 

No necesitan este tiempo los naturales del pueblo que, des- 
pués de una ausencia más ó ménos prolongada, hayan vuelto 
á obtener la declaración de vecindad, si están en el pleno 
goce de sus derechos civiles. 

En ningún caso pueden ser Concejales: 
l. u Los Senadores, Diputados provinciales ó á Cortes. 

°2.° Los Jueces de paz, Notarios y otras personas que des- 
empeñen cargos públicos deolarados incompatibles con el de 
Concejal por leyes especiales. 

3.° Los que desempeñen funciones públicas retribuidas, 
aun cuando hayan renunciado el sueldo. 

-L 0 Los que directa ó indirectamente tengan parte en ser- 
vicios, contratas ó suministros dentro del término munici- 
pal por cuenta de su Ayuntamiento, de la provincia ó del 
Estado. 


b.° Los deudores como segundos contribuyentes á los fon- 
dos municipales, provinciales ó generales contra quienes oc 
aya expedido apremio. . , • , 

6- , Los que tengan contienda administrativa o judien 
pendiente con el Ayuntamiento ó con los establecimientos (pie 
^ t-\1^i^ bajo su dependencia ó administración. 

Para el desempeño de los cargos de Alcalde o femdiou se 
necesita saber leer y escribir. 

pueden excusarse de ser Concejales: ¡mnofiwi™ 

0 )'o f os mayores de 60 años y los físicamente P .7 
. Los que hayan sido Senadores, Diputados a Cor _ . 
Diputados de provincia y, Concejales hasta dos anos i! í 
de haber cesado en sus respectivos cargos. 
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Los Concejales cesarán en sus cargos si dejaren fie tener 
las condiciones que marca esta ley. 

Art. 40. Cada colegio nombrará el número de Concejales 
. que le corresponda proporcionalmente al de sus electores. 

Las secciones de cada colegio votarán el mismo número 
de Concejales señalado á este. 

Art. 41. Las elecciones municipales se harán en la prime- 
ra quincena del undécimo mes del año económico. 

Art. 4®. Los Ayuntamientos se renovarán por mitad do 
dos en dos años , saliendo en cada renovación los Concejales 
más antiguos. 

En los casos de renovación ordinaria ó extraordinaria la 
elección de los Concejales se hará por los mismos colegios 
electorales que hubieren hecho la de los salientes. 

Art. 43. Se procederá á la elección parcial cuando medio 
año ántes, por lo ménos, de las elecciones ordinarias ocurran 
vacantes que asciendan á la tercera parte del número total de 
Concejales. 

Si las vacantes ocurrieren después de aquella época y as- 
cendieren al número indicado, serán cubiertas interinamente 
hasta la primera elección ordinaria por los que- la comisión 
provincial designe de entre los que en épocas anteriores hayan 
pertenecido por elección al Ayuntamiento. 

Art. 44. Los Ayuntamientos darán ementa de las antedi- 
chas vacantes á la comisión provincial, la cual , en el preciso 
término de 10 dias, mandará proceder á la elección dentro 
de un plazo que no baje de lo dias ni exceda de 20, contados 
desde que el acuerdo sea comunicado al Ayuntamiento res- 
pectivo. 

Art. 45. Para los efectos de esta ley, en cuanto al turno 
de salida, serán considerados los electos, en caso de vacantes, 
como los Concejales á quienes reemplacen. 

Art. 46. Las vacantes de Alcaldes ó Tenientes serán cu- 
biertas por los Concejales que hayan sido elegidos por mayor 
número de votos ó superiores en edad en caso de empate, si 
ocurrieron dentro del medio año que preceda á las elecciones 
ordinarias, y en otro caso, por elección en la forma que dis- 
ponen los artículos 48 y siguientes. En la primera elección 
general ó parcial, y después de completo el Ayuntamiento, 
se procederá á cubrir la vacante en la forma que dispone el 
artículo 48. 

Art. 47. El primer dia del año económico, después de he- 
cha la elección ordinaria, cesarán en sus cargos los Conceja- 
les salientes y tomarán posesión los electos. 

El Presidente del Ayuntamiento saliente concurrirá á este 
acto para recibir á los nuevos Concejales é instalarlos en sus 
cargos, y se retirará en seguida con los demás Concejales sa- 
lientes. 
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Ari 48. Constituido el nuevo Ayuntamiento bajo la pre- 
sidencia interina del Concejal que hubiere obtenido mavor 
número de votos,. procederá á la elección del Alcalde 

Art. 49. La votación se hará por medio de papeletas, que 
los Concejales, llamados por orden de votos, irán depositando 
uno á uno en la urna destinada al efecto. 

Art. 50. Terminada la votación, el Presidente sacará de la 
urna las papeletas una á una, leyendo en voz alta su conteni- 
do, que el Secretario del Ayuntamiento anotará en el acta. 
Todos los Concejales tienen derecho para examinar y recono- 
cer en el acto las papeletas. 

Quedará elegido el que obtenga la mayoría absoluta del nú- 
mero total de Concejales. En caso de empate se repetirá la vo- 
tación ; y si hubiere segundo empate, decidirá la suerte. 

Art. 51. Proclamado por el Presidente interino el resulta- 
do de la votación, el elegido pasará á ocupar la presidencia y 
recibirá las insignias de su cargo. En seguida, por el mismo 
orden y uno por uno, se procederá á la elección de los Te- 
nientes. 

Terminada la elección de los Tenientes, el Ayuntamiento 
nombrará uno ó dos Concejales, que con el nombre y carác- 
ter de Procuradores Síndicos, representen á la corporación 
en todos los -juicios que deba sostener en defensa de los inte- 
reses del Municipio, y censuren y revisen todas las cuentas y 
presupuestos locales. 

Art. 5&. Hechas estas elecciones y dada posesión por el Al- 
calde de los cargos de Tenientes y de Síndicos á los Conceja- 
les electos, el Ayuntamiento señalará los dias y horas en que 
ha de celebrar sus sesiones ordinarias , que no serán ménos 
de una por semana, con lo cual se dará por terminada la se- 
sión inaugural. 

Art. 53. En el mismo dia se reunirán en junta el Alcalde 
y los Tenientes, y procederán á la formación de la lista de los 
Alcaldes de barrio , de la cual pasarán copia inmediatamente 
á cada uno délos Concejales. . , 

Art. 54. Én la segunda sesión el Ayuntamiento procederá 
elección de los Alcaldes de barrio, la cual se hará indi- 
vidualmente por papeletas, en que cada Concejal escribirá una 

las palabras sí 6 no. Caso de ser desechados algunos noni- 
os, el Alcalde y los Tenientes se reunirán en junta el mis- 
™ dia para proponer nuevos candidatos , a cuya elección 
definitiva se procederá en la inmediata tercera sesión 

Los elegidos desempeñarán el cargo de Alcaldes de bair j 
hasta que en la próxima renovación de Ayuntamiento se es 

"Trl' b3 SU En“s e ta secunda sesión fijará el Ayuntamiento el 
numero de comisiones permanentes en que ha de dividirse, 
~mflandnVo“dauSa tote los negocios generales de uno o 
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más ramos de los que la ley pone a su cargo, y determinando 
el número de individuos de que han de componerse. 

Tomado el acuerdo, se procederá inmediatamente á la elec- 
ción de personas en votación secreta y por papeletas, que- 
dando elegidos los que obtuvieren mayor número de votos, y 
decidiendo la suerte en caso de empate. 

Art. 56. En el trascurso del año podrá nombrar el Ayun- 
tamiento, cuando lo estime conveniente, comisiones especia- 
les, que serán elegidas corno las permanentes ; pero cesarán 
concluido que sea su encargo. 

Cuando un Alcalde, ó Teniente ó Síndico fuese electo para 
una comisión, será su Presidente. 

Art. 57. Los Concejales, los individuos de la asamblea de 
Vocales asociados y los Alcaldes de barrio son reelegibles. 

Dejarán de serlo si incurrieren en alguno de los casos de 
incompatibilidad. 

Art. 58. La investidura de Alcalde , Teniente ó Síndico v 
los cargos de Concejales, de Vocales de la asamblea de aso- 
ciados y de Alcaldes de barrio son gratuitos, obligatorios y 
honorííicos. 

Los Alcaldes, Tenientes y Regidores no tendrán, como ta- 
les, tratamiento alguno especial. 

En las capitales de provincia de primera clase pueden los 
Ayuntamientos conceder cierta suma al Alcalde para gastos 
de representación. 

El Alcalde, los Tenientes y los Alcaldes de barrio usarán, 
como símbolo de su Autoridad, las insignias que el reglamen- 
to determine. 

CAPÍTULO III. 

De la organización de la Junta municipal. 

Art. 59. La Junta municipal se compone del Ayuntamiento 
y de la asamblea de Vocales asociados en número triple que 
el de Concejales, designados de éntre los contribuyentes dei 
distrito. 

En los pueblos menores de 800 habitantes serán asociados 
para este efecto todos ios vecinos contribuyentes. 

Art. 60. Pueden ser designados para este objeto todos los 
vecinos que hayan de contribuir por repartimiento á sufragar 
las cargas municipales , y donde no hubiere repartimiento los 
que paguen contribución directa al Estado. 

Quedan, sin embargo, exceptuados los que no tengan ca- 
pacidad para ser Concejales, los que lo fueren á la sazón, sus 
asociados, y sus parientes dentro del cuarto grado, y los em- 
pleados y dependientes del Ayuntamiento. 

En los pueblos que no excedan de £.000 habitantes la ex- 
clusión por parentesco se limitará al segundo grado. 
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Art. 61. La designación se hará por sorteo entre los con- 
tribuyentes repartidos en secciones , en conformidad á las re- 
glas siguientes: 

1.- El número de secciones será determinado en una de las 
cuatro primeras sesiones del año por cada Ayuntamiento en 
conformidad al vecindario del pueblo y á la cuantía cíase 
de riqueza del mismo, no siendo en ningún caso menor que el 
de la tercera parte de los Concejales. 

Ingresarán en cada sección los vecinos ó hacendados 
cuya profesión ó industria tenga entre sí más analogía con 
arreglo á las agremiaciones y clasificaciones para el pago de 
las contribuciones directas, de suerte que los individuos do 
una misma clase contributiva no formen parte de secciones 
diferentes. Los vecinos que contribuyan por más de un con- 
cepto ó acumulen dos ó más industrias, ingresarán en una 
sección á su elección. 

3. a En las poblaciones donde no se pueda hacer distinción 
de clases por ser uniforme el concepto contributivo de sus 
habitantes, ó no tener ramos industriales cuya importancia 
exija la formación de una sección especial , el repartimiento 
de estas tendrá lugar por calles, barrios ó parroquias. 

; Esto mismo se verificará cuando alguna de las secciones 
formadas según la regla anterior resultare tan numerosa que 
comprenda por sí sola el cuarto de los Vocales asociados de 
la Junta municipal. 

4. a A cada sección se designará el número de Vocales ó 
asociados que corresponda en proporción al importe de las 
contribuciones que paguen todos sus individuos. 

Art. 6£. El Ayuntamiento, ántes de finalizar el primer 
mes de cada año económico, publicará el resultado de la 
formación de secciones , contra el cual puede reclamar cual- 
quiera interesado en término de ocho dias para ante la comi- 


sión provincial. . , 

Esta comisión resolverá necesariamente dentro de los lo 
días siguientes, y su acuerdo será ejecutivo en los dos anos 

sucesivos. . ‘ 

Art. 63. Ultimada así la formación de secciones, el Ayun- 
tamiento, en sesión pública, anunciada con dos dias de an i- 
cipacion en la forma ordinaria , y una hora antes en el 
dia á toque de campana, procederá al sorteo de os 
Acales asociados entre las secciones, y hara inmediatamente 

publicar el resultado. ^Unirla íIpti- 

, La junta deberá quedar definitivamente constituida den 

tro del segundo mes del año económico. 

Los elegidos desempeñarán su cargo durante todo el r 

pectivo año económico. 

Art. 64. El Ayuntamiento admitirá y resoíveia en te^ 
n ° do ocho dias las excusas y oposiciones, pioc . 
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nuevo sorteo, si hubiese lugar, sin perjuicio del recurso d e 
alzada para ante la comisión provincial. 

Art. 65. Siempre que ocurra una vacante en el número 
de Vocales asociados, se procederá á nuevo sorteo con las for- 
malidades del art. 63, á lin de que siempre esté completo el 
número de individuos de la asamblea de Vocales. 


TÍTULO III. 

DE LA ADMINISTRACION MUNICIPAL. 


CAPÍTULO PRIMERO. 

De las atribuciones de los Ayuntamientos. 

Art. 66. Los Ayuntamientos son corporaciones económico- 
administrativas, y sólo pueden ejercer aquellas funciones que 
por las leyes les están cometidas. 

Su tratamiento es el impersonal. 

Art. 67. Es de la exclusiva competencia de los Ayunta- 
mientos la gestión, gobierno y dirección de los intereses pe- 
culiares de los pueblos (artículos 39 y 99 , párrafo primero de 
la Constitución), y en particular cuanto tenga relación con 
los objetos siguientes: 

l.° Establecimiento y creación de servicios municipales 
referentes al arreglo y ornato de la via pública, comodidad é 
higiene del vecindario, fomento de sus intereses materiales 
y morales, y seguridad de las personas y propiedades, á 
saber: . . 

I. Apertura y alineación de calles y plazas y de toda clase 
de vías de comunicación. 

II. Empedrado, alumbrado y alcantarillado. 

III. Surtido de aguas. 

IV. Paseos y arbolados. 

V. Establecimientos balnearios, lavaderos, casas de mer- 
cado y matadero. ¡ . 

VI. Ferias y mercados. 

VIL Instituciones de beneficencia é instrucción y servicios 
sanitarios. 

VIII. Edificios municipales, y en general todo género 
de obras públicas necesarias para el cumplimiento de los 
servicios. 

IX. Vigilancia y guardería. 

S.° Policía urbana y rural, ó sea cuanto tenga relación 
con el buen orden y vigilancia de los servicios municipales 
establecidos, cuidado de la via pública en general, y lim- 
pieza, higiene y salubridad del pueblo, 



3. ° 

4. ° 

5 . ° 
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3.° < Administración municipal, que comprende el aprove- 
chamiento, cuidado y conservación de todas las fincas bienes 
y derechos pertenecientes al Municipio y establecimientos 
que de el dependan, y la determinación, repartimiento re- 
caudación, inversión y cuenta de todos Tos arbitrios é’ im- 
puestos necesarios para la realización de los servicios mu- 
nicipales. 

Art. 68. Es obligación de los Ayuntamientos procurar 
por sí ó con los asociados, en los términos que más adelante 
se expresará, el exacto cumplimiento, con arreglo á los re- 
cursos y necesidades del pueblo, de los fines y servicios que, 
según la presente ley, están cometidos a su acción y vigilan- 
cia, y en particular de los siguientes: 

l.° Conservación y arreglo de la via pública. 

8.° Policía urbana y rural. 

Policía de seguridad. 

Instrucción primaria. 

Administración, custodia y conservación de todas las 
fincas, bienes y derechos del .pueblo. 

En los asuntos que no sean de su exclusiva competencia, 
están igualmente obligados á auxiliar la acción de las Auto- 
ridades generales y locales para el cumplimiento de aquella 
parte de las leyes que se refiera á los habitantes del término 
municipal ó deba cumplirse dentro del mismo, á cuyo efecto 
procederán en conformidad á lo que determinen las mismas 
leyes y los reglamentos dictados para su ejecución. 

Art. 69. Para el cumplimiento de las obligaciones de los 
Ayuntamientos corresponden á estos muy especialmente las 
atribuciones siguientes : 

1.* Formación de las Ordenanzas municipales de policía 
urbana- y rural. 

Nombramiento de sus empleados y agentes en todos 
los ramos. 

3 a Establecimiento de prestaciones personales. 

T-* Asociación con otros Ayuntamientos. 

Art.' 70. Es atribución de los Ayuntamientos arreglar para 
cada año el modo de división, aprovechamiento y d i sí r u e e 
ios bienes comunales del pueblo, con sujeción a las siguientes 
reglas; 

i-' Cuando los bienes comunales no se presten á ser uti- 
ll2ad °s en igualdad de condiciones por todos os yecn no 
pueblo, el disfrute y aprovechamiento sera ® A, 

)hca licitación entre los mismos vecinos I . ¡ 

previas las tasaciones necesarias y la división en lotes si 

* f Si lo/ bS'fueren susceptibles de 

dur’| el A y, untó miento verificará la dl ^" bu | “f ec , o divisiones 
"netos entre todos los vecinos, formando al electo u 
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ó lotes, que adjudicará á cada uno con arreglo á cualquiera 
de las tres bases siguientes: 

Por familias ó vecinos. 

Por personas ó habitantes. 

Por la cuota de repartimiento, si lo hubiere. 

3. a La distribución por vecinos se hará con estricta igual- 
dad entre cada uno de ellos, sea cual fuere el número de indi- 
viduos de que conste su familia, ó que vivan en su compa- 
ñía y bajo su dependencia. 

La distribución por personas se hará adjudicando á cada 
vecino la parte que le corresponda en proporción al número 
de habitantes residentes de que conste su casa ó familia. 

La distribución por la cuota de repartimiento se verificará 
entre los vecinos sujetos á su pago, adjudicando á cada uno 
la parte que en proporción á la cuota repartida le correspon- 
da. En este caso se adjudicará á los vecinos pobres exceptua- 
dos del pago una porción que no exceda de la que corresponda 
al contribuyente por cuota más baja. 

4. a En casos extraordinarios, y cuando las atenciones del 
pueblo así lo exijan, puede el Ayuntamiento acordar la su- 
basta entre vecinos de los aprovechamientos comunales pro- 
piamente dichos, ó fijar el precio que cada uno ha de satis- 
facer por el lote que le haya sido adjudicado. 

Art. 71. Las Ordenanzas municipales de policía urbana y 
rural que los Ayuntamientos acuerden para el régimen de sus 
respectivos distritos no serán ejecutivas sin la aprobación del 
Gobernador, de acuerdo con la comisión provincial. 

En caso de discordia, si el Ayuntamiento insiste en su 
acuerdo, la aprobación en los puntos á que aquella se refiera 
corresponde al Gobierno, prévia consulta al Consejo de Es- 
tado. 

Ni en ellas ni en los reglamentos y disposiciones que los 
Ayuntamientos formaren para su ejecución, se contravendrá 
á las leyes generales del país. 

Art. 72. Las penas que por infracción de las Ordenanzas 
y reglamentos impongan los Ayuntamientos sólo pueden ser 
multas que no excedan de 50 pesetas en las capitales de pro- 
vincia, 25 en las de partido y pueblos de 4.000 habitantes, y 
15 en los restantes, con el resarcimiento del daño causado é 
indemnización de gastos y arresto de un dia por duro en caso 
de insolvencia. 

Para la exacción de estas multas se procederá en confor- 
midad á lo dispuesto en los artículos 176, reglas primera, se- 
gunda y tercera, 177 y 179. El Juez de paz desempeñará las 
funciones que en el art. 179 se encomiendan al ae primera 
instancia. 

Contra la imposición gubernativa puede el multado recia- • 
mar conforme al art. 178. 
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A í*' atribución exclusiva de los Ayuntamientos el 

nombramiento y separación de todos los empleados v denpn- 
dientes pagados de los fondos municipales y que sean necesa- 
rios para la realización de los servicios que están á su careo 

Los funcionarios destinados á servicios profesionales ten 
drán la capacidad y condiciones que en las leyes relativas á 
aquellos se determine. 

Art. 74. La prestación personal se concede como auxilio 
para fomentar las obras públicas municipales de toda espe- 
cie: los Ayuntamientos tienen facultad para imponerla á todos 
los habitantes mayores de 16 y menores de 60 años, excep- 
tuando los acogidos en los establecimientos de caridad , los 
militares en activo servicio y los imposibilitados para el’tra- 
bajo. 

El número de dias no excederá de 20 al año ni de 10 con- 
secutivos, siendo redimible cada uno por el valor que ten- 
gan los jornales en cada localidad. 

Fuera de los casos de obras públicas que en este artículo 
se expresan, no podrá exigirse prestación ni servicio personal 
de ninguna clase, incurriendo en responsabilidad el Alcalde 
ó Teniente que así lo hiciere. 

Art. 76. Los Ayuntamientos pueden formar entre sí y con 
los inmediatos asociaciones y comunidades para la construc- 
ción y conservación de caminos, guardería rural , aprovecha- 
mientos vecinales y otros objetos de su exclusivo interés. 
Estas comunidades se regirán por una Junta compuesta de 
un delegado por cada Ayuntamiento, presidida por un Vocal 
que la Junta elija. 

La Junta formará las cuentas y presupuestos, que serán 
sometidos á las municipales de cada pueblo, y en defecto de 
aprobación de todas ó de alguna, á la comisión provincial. 

Art. 76. Los Ayuntamientos pueden representar acerca 
de los negocios de su competencia á la Diputación provincial, 
al Gobernador, al Gobierno y á las Cortes. _ 

Fuera del caso en que representen en queja del Alcalde, 
del Gobernador ó de la Diputación, habrán de hacerlo por 
9 0r ulucto del primero, y del segundo ademas cuando se íri 

jan al Gobierno. „ OC! An 

. Si en el termino de ocho dias no dieren curso esas A - 

londades á las representaciones de los Ayuntamientos, pod a 

est °s repetirlas en queja directamente a los poderes pub 

Art. 77. Todos los acuerdos de los Ayuntamien s 
asuntos de su competencia son inmediatamente ejecuti . , 
salvos los recursos que esta ley determina. 

1 Art. 78» Los Ayuntamientos establecerán las jeglas pa 
el disfrute y aprovechamiento de los montes * 
cometido el acuerdo á la comisión provmcia 1 , se r ¿ 

sucesivo sin necesidad de nueva aprobación. Es 
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necesaria cuando se trate de modificar ó alterar el régimen 
anterior, ó cuando se formularen protestas por infracción de 
las reglas establecidas. En este caso, si el acuerdo fuere anu- 
lado, "el Alcalde y los Concejales son personalmente respon- 
sables por los perjuicios que su ejecución haya irrogado. 

Art. 79. Necesitan la aprobación de la comisión provin- 
cial para ser ejecutivos los acuerdos que se refieran á lo si- 
guiente: 

d.° Reforma y supresión de establecimientos municipales 
de Beneficencia é Instrucción. 

$.° Podas y cortas en los montes municipales. 

Art. 80. Las enajenaciones y permutas de los bienes mu- 
nicipales se acomodarán á las reglas siguientes : 

1. a Los terrenos sobrantes de la via pública y concedi- 
dos al dominio particular, y los efectos inútiles pueden ser 
vendidos exclusivamente por el Ayuntamiento. 

2. a Los contratos relativos á los edificios municipales, 
inútiles para el servicio á que estaban destinados, y créditos 
particulares á favor del pueblo, necesitan la aprobación de 
la comisión provincial. 

3. a Es necesaria la aprobación del Gobierno, prévio infor- 
me de la comisión provincial, para todos los contratos relati- 
vos á los demás bienes inmuebles del Municipio, derechos 
reales y títulos de la Deuda pública. 

Art. 81. Es igualmente necesaria la autorización de la co- 
misión provincial para entablar pleitos á nombre de los pue- 
blos menores de 4.000 habitantes. 

El acuerdo del Ayuntamiento ha de ser tomado, en todo 
caso, prévio dictamen conforme de dos Letrados. 

No se necesita autorización ni dictámen de Letrados para 
utilizar los interdictos de retener ó recobrar, y los de obra 
nueva ó vieja, ni para seguir los pleitos en que el Ayunta- 
miento fuese demandado. 

Art. 88. Siempre que por cualquiera de los casos enume- 
rados en los artículos anteriores sea preciso obtener la apro- 
bación de la comisión provincial ó del Gobierno , el Alcalde 
cuidará de remitir los antecedentes dentro de un plazo que no 
exceda de ocho dias, contados desde la fecha del acuerdo. 

Art. 83. Los Ayuntamientos, en todos los asuntos que se- 
gún esta ley no les competen exclusivamente y en que obren 
por delegación, se acomodarán á lo mandado por las leyes y 
disposiciones del Gobierno que á ellos se refieran. 

Art. 84. Los Juzgados y Tribunales no admitirán inter- 
dictos contra las providencias administrativas de los Ayun- 
tamientos y Alcaldes en los asuntos de su competencia. 

Los interesados pueden utilizar para su derecho los re- . 
cursos establecidos en los artículos 161 y 168 de esta ley. 
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CAPÍTULO II. 

De la administración de los pueblos agregados á un término 

municipal. 

Art. 85. Los pueblos que, formando con otros término 
municipal, tengan territorio propio, aguas, pastos, montes ó 
cualesquiera derechos que les sean peculiares , conservaran 
sobre ellos su administración particular. 

Art. 86. Para dicha administración nombrarán una Junta 
que se compondrá de un Presidente y dedos ó cuatro Vocales’ 
elegidos directamente uno y otros por los vecinos del pueblo 
y de entre ellos mismos. 

Serán cuatro los Vocales para los pueblos de 60 ó más ve- 
cinos, y dos cuando sea menor el vecindario. 

Art. 87. La elección de Presidente y Vocales indicados se 
hará con arreglo á la ley electoral ; pero en un solo dia y sin 
que trascurran más de ocho desde la posesión del Ayunta- 
miento del término, el cual cuidará de la ejecución. 

Art. 88. Elegidos los tres ó cinco individuos para la Junta, 
corresponderá el cargo de Presidente á quien haya obtenido 
más votos, y si hubiera empate decidirá la suerte. 

Art. 89. Serán tachas para la elección de individuos de 
la Junta, con relación al pueblo respectivo, las mismas que 
establece esta ley para los cargos municipales. 

Art. 90. El Ayuntamiento del término respectivo inspec- 
cionará la administración particular á que se refiere este ca- 
pítulo, bien por su iniciativa, ó ya á solicitud de dos ó más 
vecinos del pueblo interesado. 

Art. 91. La administración y la inspección expresadas, 
así como los deberes y las obligaciones de la Junta y de sus 
Vocales, se arreglarán á las prescripciones de la presente ley 
en todo lo que no se halla determinado en este capítulo. 


CAPÍTULO III. 

rj e las sesiones y del. modo de funcionar los Ayuntamientos. 

, Art. 93. Las sesiones del Ayuntamiento serán públicas^ 
! plo serán secretas cuando así lo acordare y , tra t arse! 
■ostentes, por ser los asuntos que en ellas hayan de tratara 
dativos al orden público, régimen interior de la_corporacm , 

» por afectar al decoro de esta o de cualquiera de sus m e 

Las sesiones se celebrarán precisamente, pena a n „ayor! 
-» las Casas Consistoriales, salvo los casos de fuerza mayor 
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Estarán constantemente anunciados en los sitios de cos- 
tumbre los dias y horas en que deban celebrarse las sesiones 
ordinarias. 

Art. 93. Los Alcaldes, Tenientes y Regidores están obliga- 
dos á concurrir puntualmente á todas las sesiones ordinarias 
y extraordinarias, no impidiéndoselo justa causa, que acre- 
ditarán en su caso. 

La falta de asistencia hace incurrir por cada vez en una 
multa, con arreglo á la siguiente escala: 

En los pueblos de más de 30.000 habitantes, 5 pesetas. 


Idem de más de 15.000 4 

Idem de más de 3.000 % 

En los demás 1 


Esta disposición es aplicable á los Vocales de la Junta mu- 
nicipal y de la asamblea de asociados; pero las multas serán 
por cantidad cuádruple respecto á la primera, y doble de esta 
respecto á la segunda. 

Art. 94 Los Alcaldes, Tenientes y Regidores tienen todos 
voz y voto en las sesiones y acuerdos del Ayuntamiento. 

Son igualmente responsables por los acuerdos que autori- 
cen con su voto, sin que por ningún concepto les sea permi- 
tido abstenerse de emitirlo. 

Art. 95. La presidencia del Ayuntamiento corresponde al 
Alcalde. En su defecto, presidirán los Tenientes, y á falta de 
todos, el Regidor decano y los demás, por el orden que se de- 
termina en el art. 46. 

El Gobernador preside sin voto cuando asiste á las sesio- 
nes del Ayuntamiento. 

Art. 96. El Alcalde podrá convocar á sesión extraordina- 
ria cuando lo juzgue oportuno, y debe hacerlo siempre que 
se lo prevenga el Gobernador, la comisión provincial, ó lo re- 
clame la tercera parte de los Concejales. 

Art. 97. En toda convocatoria para sesión extraordinaria 
se expresarán los asuntos que hayan de tratarse en ella, y no 
podrá el Ayuntamiento ocuparse de ningún otro en la misma 
sesión. 

Las convocatorias se harán con un dia de anticipación por 
lo ménos, á no ser en los casos de mayor urgencia, y queda- 
rán sujetos los acuerdos á ratificación en la sesión inmediata. 

Art. 98. Toda* sesión con carácter de ordinaria, fuera de 
los dias señalados, conforme al art. 5£ de esta ley, así como 
cualquiera extraordinaria no convocada por el Alcalde en la 
forma y con las circunstancias que previenen los artículos 
anteriores ó en que se tratare de un asunto no anunciado en 
la convocatoria, es nula y de ningún valor, y nulos también 
los acuerdos en ella tomados. 
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, Art ’ h ?, ya se . si ? n se ^«re la presencia de 

la mayoría del total de Concejales que según esta lev deba te 
ner el Ayuntamiento. J 10 

Si en la primera reunión no hubiere número suficiente 
para acordar, se hará nueva citación para dos dias después ex- 
presando la causa, y los que concurran pueden tomar acuerdo' 
cualquiera que sea su número. ’ 

Art. 100. Todo asunto sobre que haya de resolver el 
Ayuntamiento será primero discutido y luego votado. 

Se entiende acordado lo que votaren la mitad más uno de 
los Concejales presentes en sesión. 

En caso de empate se repetirá la votación en la sesión 
próxima ó en la misma si el asunto tuviere el carácter de 
urgente á juicio de los asistentes; y si aquel se reprodujere, 
el voto del que presida será decisivo. Si el Gobernador de la 
provincia presidiere accidentalmente, decidirá el voto de aquel 
Concejal á quien según esta ley correspondiera la presi- 
dencia. 

Art. 101. Las votaciones serán nominales cuando no se 
trate de asuntos relativos á los mismos Concejales ó á per- 
sonas de su familia dentro del cuarto grado, en cuyo caso se- 
r4n secretas, debiendo salir de la sesión, mientras se discuta 
y vote el asunto, el Concejal interesado. ■ 

Art. 10&. De cada sesión se extenderá por el Secretario 
del Ayuntamiento un acta en que han de constar los nom- 
bres del Presidente y demás Concejales presentes; los asuntos 
que se trataren y lo resuelto sobre ellos; el resultado de las 
votaciones, y la lista de las nominales cuando las hubiese. 

Siempre constarán en el acta la opinión de las minorías 
y sus fundamentos. 

El acta será firmada por los Concejales que concurrieron 
á la sesión, por los presentes cuando se dé cuenta de ella, y 

por el Secretario. . 

El acta de la sesión inaugural de cada Ayuntamiento sera 
firmada por todos los que á ella concurran, expresando los que 

fto saben firmar. . . , 

Art. 103. El libro de actas del Ayuntamiento es un ins- 
trumento público y solemne; ningún acuerdo que no conste 
ex plícita y terminantemente en el acta á que se refiere tendía 
valor alguno. 

Este libro estará extendido en papel del se! o correspon- 
diente, y todas sus hojas llevarán la rubrica del Alcalde y e 

sello del Ayuntamiento. , wnvinpin 

Art. 104 A fin de cada mes en las 
y de partido y pueblos que tengan mas de 4000 babitant , 

y de cada trimestre en los demás, se [ crmara . p f vu ÍtaLiento 
no un extracto de los acuerdos tomados P or el am remi _ 
durante el mismo; y aprobado por la corporación, 
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tirá al Gobernador de la provincia para su inserción en el Bo- 
letín oficial. 

Art. 105. Las reglas anteriores se aplicarán á las actas y 
sesiones de la Junta municipal y á las de la asamblea de Vo- 
cales asociados. Se llevarán sus actas en libros separados de 
las del Ayuntamiento y con análogas formalidades, precaucio- 
nes y requisitos, salvo lo en contrario dispuesto por esta ley. 

Art. 106. Los trámites de instrucción y discusión no ser- 
virán nunca de excusa á los Ayuntamientos para dilatar el 
cumplimiento de las obligaciones que las leyes les imponen. 

CAPÍTULO IV. 

De las funciones administrativas de los Alcaldes, Tenientes. Sín- 
dicos , Regidores y Alcaldes de barrio. 

Art. 107. El Alcalde presidente de la corporación mu- 
nicipal lleva su nombre y representación en todos los asuntos, 
salvas las facultades concedidas á los Síndicos. 

Como Jefe de la administración municipal es el encargado 
de la publicación y de la ejecución de los acuerdos del Ayun- 
tamiento, á cuyo efecto dictará los bandos y las disposiciones 
convenientes, y procederá en forma legal y con imposición de 
las penas señaladas en el art. 1%. 

Todos los dependientes de los ramos de vigilancia y de 
policía urbana y rural están bajo su autoridad y mando, y 
puede, mediante justa causa probada, siempre con audiencia 
del interesado, castigarlos con suspensión de empleo ó de 
sueldo, ó de empleo y sueldo á la par, hasta por 30 dias , y 
proponer su destitución al Ayuntamiento. 

Art. 108. Donde sólo hubiera un Teniente, el Alcalde y el 
Teniente tendrán cada uno á su cargo uno de los distritos eri 
que se haya dividido el término municipal. 

Donde hubiera más de un Teniente, los distritos se dividi- 
rán sólo entre los Tenientes. 

Art. 109. Los Tenientes ejercerán cada uno en su distrito 
las funciones que la ley atribuye al Alcalde, bajo la dirección 
de este, como Jefe superior de la administración municipal. 

Los Alcaldes de barrio están á las órdenes de los Tenien- 
tes, y ejercen la parte de funciones administrativas que estos 
les deleguen. 

Art. 110. El Alcalde y los Tenientes necesitan licencia 
del Ayuntamiento para ausentarse de su término ñor más Je 
ocho dias. 

En ningún caso dejarán de dar aviSo prévio al que haya 
de reemplazarlos, y además lo comunicarán por escrito al 
Ayuntamiento cuando la ausencia exceda de dos dias. 
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Esto mismo tendrá lugar respecto al Alcalde cuando ñor 
asunto urgente tuviera precisión de ausentarse antes de do- 
der obtener la licencia del Ayuntamiento. p 

Para estos casos puede el Alcalde autorizar la ausencia de 
los Tenientes. 

La licencia concedida y el nombre del que ha de reempla 
zar al ausente serán comunicados al Gobernador en la fecha 
de aquella. 

Art. 111. Los Alcaldes de barrio no pueden ausentarse 
nunca del de su cargo por más de 24 horas sin licencia del 
Teniente Alcalde de su distrito, quien designará persona que 
los reemplace durante su ausencia, y dará además cuenta al 
Alcalde y al Ayuntamiento. 

Art. 112. Los Tenientes reemplazarán al Alcalde en todas 
sus atribuciones, y los Regidores á los Tenientes, por el or- 
den establecido en el art. 46, en casos de ausencias, enfer- 
medades ó vacantes interinas. 

Art. 113. No pueden los Concejales, sin licencia del Ayun- 
tamiento, ausentarse en dia de sesión ordinaria ó extraordi- 
naria, .ni por más tiempo que el que medie entre dos ordina- 
rias. 

Sólo se concederá licencia á la par á la cuarta parte del 
número total de Concejales. 

Art. 114. Los Concejales desempeñarán sus funciones den- 
tro del término municipal á que pertenecen, sin que para su 
ejercicio puedan ser obligados por nádie á salir de él. 


CAPITULO V. 

De los Secretarios de Ayuntamiento. 

Art. 116. Todo Ayuntamiento tendrá un Secretario pa- 
gado de sus fondos. 

El nombramiento corresponde exclusivamente al mismo 
Ayuntamiento, prévio anuncio de la vacante en el Boletín ofi- 
Ct( d de la provincia. 

Art. 116. Para ser Secretario se necesita ser español, ma- 
yor de edad, estar en el pleno goce de los derechos civiles y 
Políticos, y poseer los conocimientos de la instrucción pri- 
maria. 

No pueden ser Secretarios en propiedad ni interinamente. 

L° Los Concejales del mismo Ayuntamiento. 

£.° Los Notarios y Escribanos, en tanto que desempeñen 
ias funciones propias de estos cargos. 

Los empleados activos de todas clases. 

L Los particulares ó facultativos que tengan c , on n 
r > compromisos de servicios con el Ayuntamiento o coman 
ce vecinos. 
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tf.° Los que directa ó indirectamente tengan parte en ser- 
vicios, contratas ó suministros dentro del distrito municipal 
por cuenta de este, de la provincia ó del Estado. 

El cargo de Secretario es , sin embargo , cómpatible con 
cualquiera otro cargo municipal y con sueldo por pensión, 
retiro ó jubilación, cuando el total de los haberes no exceda 
de 4.250 pesetas al año. 

6. ° Los que tengan pendiente cuestión administrativa ó 
judicial con el Ayuntamiento, ó con los establecimientos que 
se hallen bajo su dependencia ó su administración. 

7. ° Los deudores á fondos municipales como segundos 
contribuyentes. 

Art. 417. Los Ayuntamientos pueden suspendere desti- 
tuir libremente á los Secretarios. 

El acuerdo será tomado por la mitad más uno del nú- 
mero total de Concejales que según la ley deben componer el 
Ayuntamiento, y comunicado al Gobernador y Diputación 
provincial con inserción literal del acta. 

Art. 118. Las obligaciones de los Secretarios de Ayunta- 
miento son: 

1. ° Asistir sin voz ni voto á todas las sesiones del cuer- 
po municipal para darle cuenta de la correspondencia y de los 
expedientes en -la forma y orden que el Presidente se lo pre- 
venga. 

2. ° Redactar el acta de cada sesión ; leerla al principio de 
la siguiente, y aprobada que sea, hacerla trascribir fielmente 
en el libro destinado al efecto, cuidando de recoger las fir- 
mas, como previene el art. 402, y estampando la suya entera 
en el lugar correspondiente. 

3. ° Preparar los expedientes para los trabajos de las co- 
misiones y la resolución del Ayuntamiento. 

4. ° Anotar bajo su firma en cada expediente la resolu- 
ción del Ayuntamiento. 

5. ° Extender las minutas de los acuerdos y resoluciones 
del cuerpo municipal y de las comisiones, en su caso. 

6. ° Preparar los expedientes, anotar las resoluciones y 
extender las minutas de los acuerdos del Alcalde, cuando 
no hubiere Secretario especial al efecto. 

7. ° Certificar de todos los actos oficiales del cuerpo muni- 
cipal y del Alcalde, donde no hubiere Secretario especial, y 
expedir las certificaciones á que hubiere lugar. 

Estas, sin embargo, para ser valederas, requieren el 
V.° B.° del Alcalde. 

8. ° Dirigir y vigilar á los empleados de la Secretaría, de 
que es Jefe. 

9. ° Auxiliar á las Juntas periciales, sin retribución espe- 
cial, en la confección de amillaramientos y repartos. 

10. Cualquier otro encargo que las leyes le atribuyan o el 



m 

Ayuntamiento le confiare dentro de la esfera y objeto de su 
empleo,: -v • 

Art Donde no hubiere Archivero será careo del Se 
cretario custodiar y ordenar el Archivo municipal Formará 
inventario de todos los papeles y documentos, y le adicionará 
cada año con un apéndice, del cual, así corno del inventario 
remitirá copia con el V.° B.° del Alcalde á la Diputación pro- 
vincial. F 

Art. 120. En los Ayuntamientos en que no hubiere Con- 
tador será cargo del Secretario llevar los registros de entra- 
das y salidas de caudales, autorizar los libramientos y tomar 
razón de las cartas de pago. 

Art. 121. Los Ayuntamientos pueden imponer á sus Se- 
cretarios las correcciones disciplinarias que tengan por con- 
veniente, dentro de sus facultades, por las faltas ó abusos que 
cometieren en el ejercicio de su cargo y no dieren lugar á 
* encausamiento criminal. 

Art. 122. Los Secretarios de Ayuntamiento lo serán del 
Alcalde; pero en las capitales de provincia y en los pueblos 
de más de 25.000 habitantes, el Alcalde tiene facultad para 
nombrar un Secretario especial, cuyo sueldo será determi- 
nado por la Junta municipal. 

Art. 123. Los Secretarios de Alcaldía, donde los hubiere, 
quedarán , en cuanto á responsabilidad, igualados á los del 
respectivo Ayuntamiento, salvas las diferencias consiguientes 
en la parte de atribuciones. 

Art. 124. El Secretario del Ayuntamiento lo será de la 
Junta municipal y de la asamblea de Vocales. 


TÍTULO IV. 


DE LA HACIENDA MUNICIPAL. 


CAPÍTULO PRIMERO. 

De los presupuestos municipales. 

Art. 125. Son aplicables á la Hacienda municipal las dis- 
posiciones de la ley de Contabilidad general del Estado en 
cuanto no se opongan á la presente. .. 

El año económico municipal será el mismo que rija paid 
los presupuestos y cuentas generales de la nación. 

Art, l os Ayuntamientos formarán todos los anos uj 

presupuesto que comprenda los gastos que por cualquiei 
concepto hayan de hacerse y los ingresos destinados a 
bnrlos. Al efecto constituirá de su seno una de las connsio 
nes Permanentes de que habla el art. 55. 
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Art. 127. Los presupuestos anuales ordinarios contendrán 

precisamente las partidas necesarias, según los recursos del 
Municipio, para atender y llenar las obligaciones á que se 
refiere el párrafo primero, art. 68 de esta ley ; los servicios 
establecidos de entre los que según el art. 67 sean de la com- 
petencia de los Ayuntamientos; los gastos que en virtud del 
párrafo segundo del citado art. 68 expresan clara y terminan- 
temente las leyes como obligatorios, y además los siguientes: 

1. ° Personal y material de las dependencias y oficinas. 

2. ° Pensiones, censos y cargas de justicia que pesen sobre 
los fondos municipales, así como las deudas reconocidas y li- 
quidadas y réditos y consecuencias de contratos. 

3. ° Fomento del arbolado. 

4. ° Medios preventivos y de socorro contra incendios y de 
salvamento en las poblaciones marítimas. 

5. ° Suscricion al Boletín oficial de la provincia en todos los 
Ayuntamientos y á la Gaceta de Madrid en las cabezas de 
partido y pueblos que excedan de 2.000 habitantes. 

6. ° Contingente del Municipio en el repartimiento pro- 
vincial. 

7. ° Una partida para imprevistos y calamidades públicas, 
que no exceda del 10 por 100 del presupuesto de gastos. 

8. ° Las impresiones , anuncios y demás necesarios para 
la publicidad de los actos municipales. 

El valor de los aprovechamientos comunales enajenados ó 
distribuidos entre los vecinos, será incluido en los presupues- 
tos municipales de ingresos, y figurarán como data en los de 
gastos el valor de los lotes adjudicados ó repartidos por título 
lucrativo. 

Árt. 128. Los gastos comprendidos en los presupuestos 
municipales serán cubiertos con ingresos independientes de 
los generales del Estado, cuyo repartimiento y recaudación 
se verificarán con arreglo á lo dispuesto en la presente ley. 

Art. 129. Los ingresos serán : 

1. ° Rentas y productos procedentes de bienes, derechos 
ó capitales que por cualquier concepto pertenezcan al Munici- 
pio ó á los establecimientos de beneficencia, instrucción y 
otros análogos que de él dependan. 

2. ° Arbitrios é impuestos municipales sobre determinados 
servicios, obras é industrias, así como los aprovechamientos 
de policía urbana y rural, y multas é indemnizaciones por 
infracción de las Ordenanzas municipales y bandos de policía. 

3. ü Un repartimiento general entre todos los vecinos y 
hacendados, en proporción á los medios ó facultades de 
cada uno para cubrir los servicios municipales en la totalidad 
ó en la parte á que no alcancen los anteriores recursos. 

4. ° Impuestos sobre artículos de comer, beber y arder 
cuando, por circunstancias especiales de la localidad, la recau- 
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dación ó distribución del repartimiento ofreciere dificultades 
graves ó no pudiese cu,bnr la totalidad de los gastos presu- 
puestos. 

Art. 130. Para el cumplimiento del caso $.° del art m 
se observarán las reglas siguientes: 

1. a Sólo será autorizado el establecimiento de arbitrios so- 
bre aquellas obras ó servicios costeados con los fondos muni- 
cipales, cuyo aprovechamiento no se efectúe por el común de 
vecinos, sino por personas ó clases determinadas, siempre que 
los interesados no le hayan adquirido anteriormente por títu- 
lo oneroso, así como sobre industrias que se ejerzan en la via 
pública ó en terrenos _y propiedades del pueblo; entendiéndo- 
se que el Ayuntamiento no podrá atribuirse monopolio ni pri- 
vilegio alguno sobre aquellos servicios sino en lo que sea 
necesario para la salubridad pública. 

V En conformidad á lo dispuesto en el artículo anterior, 
puede autorizarse el establecimiento de arbitrios sobre los 
objetos siguientes: 

Aprovechamiento y abastecimiento de aguas para usos 
privados. 

Alcantarillado. 

Establecimientos balnearios en aguas públicas. 

Guardia rural. 

Establecimientos de enseñanza secundaria, superior ó 
especial. 

Licencias para construcción de edificios. 

Mataderos. 

Puestos públicos y sillar en plazas, calles, ferias, mercados 


paseos. 

Alquiler de pesas y medidas. 

Almotacenía ó repeso. 

Enterramientos en los cementerios municipales. 

. Coches de plaza y de servicios funerarios y carros de tras- 
•orte en el interior de las poblaciones. . , 

Expedición de certificaciones por actos del Ayuntamiento 

* documentos que existan en sus archivos. , 

Parte que concedan las leyes en la expedición de docu^ 
Rentos de vigilancia, licencias de caza y pesca y do navega 
¡ion y fióte de los rios y aprovechamiento de aguas. 

Y los demás análogos. , , ... . lft0 

,3. a En ningún caso pueden ser objeto de arbitrio 
deios siguientes: * c 

Aprovechamiento y abastecimiento de aguas P ara 
¡omu nal. 


Alumbrado público. 
Aceras y empedrados. 
Vigilancia pública. 
Beneficencia. 
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Instrucción pública elemental. 

Limpieza, sin perjuicio de los aprovechamientos á que 
diere lugar. 

Y otros de igual naturaleza. 

4. a Por excepción se autoriza la creación de arbitrios so- 
bre la venta de bebidas espirituosas ó fermentadas, bien sea 
en establecimientos ó puestos Ojos, ó bien por mercaderes am- 
bulantes, tragineros, ó por los mismos cosecheros ó fabrican- 
tes; sobre cafés, fondas, botillerías, posadas, hospederías y 
otros establecimientos del mismo carácter; sobre casas de ba- 
ños; sobre toda clase de espectáculos públicos y sobre juegos 
permitidos y rifas, en la parte que las leyes concedan á los 
Ayuntamientos. 

5. a Los derechos de mataderos se acumularán á los de 
consumos (cuando los hubiere), y no podrán en junto exceder 
del 25 por 100, de conformidad con el párrafo segundo, re- 
gla 1. a del art. 132. Donde no hubiere sobre carnes derechos 
de consumo, sólo se impondrá por derechos de matanza una 
cantidad que jamás exceda del 10 por 100 del valor de la res. 

6. a Los arbitrios expresados en la regla 4. a de este ar- 
ticulo, salvo lós relativos á casas de baños, espectáculos pú- 
blicos, juegos y rifas, no serán autorizados en caso de exis- 
tir los impuestos de consumos; pero los establecimientos enu- 
merados pueden ser en todo caso objeto de un arbitrio espe- 
cial por razón de vigilancia, que no exceda del 5 por 100 de 
la cuota con que contribuyan al Estado. 

7. a Los arbitrios sobre industrias que se ejerzan en la via 
pública no existirán cumulativamente con el repartimiento 
general, sin perjuicio de lo cual las cuotas que por este con- 
cepto correspondan á los industriales pueden ser recargadas 
con un 5 por 100 por razón de arriendo ó uso de la via. 

8. a Las cuotas que se impongan á las industrias mencio- 
nadas en esta ley, que se hallen incluidas en las tarifas de la 
contribución industrial correspondiente al Estado, no exce- 
derán del 25 por 100 de la cantidad señalada en estas. 

Y 9. a El pago de multas é indemnizaciones se hará en un 
papel especial que la Hacienda emitirá para el caso y entre- 
gará á los Ayuntamientos que lo soliciten, cobrando sobre él, 
por razón de sello, un derecho que no exceda del 10 por 100 
de su valor nominal. 

Art. 131. Para el cumplimiento del caso 3.° del art. 129 
se observarán las reglas -que á continuación se expresan: 

1. a El repartimiento general será extensivo á las personas 
siguientes, por todas las utilidades que tengan en el distrito, 
sea cual fuere su naturaleza: 

1. ° A los vecinos del distrito municipal. 

2. ° A los propietarios forasteros que según el art. 26 ten- 
gan consideración de vecinos. 
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3. ’ A los que según el mismo artículo tengan el concentn 
y consideración de propietarios. 

4. ° A los colonos, arrendatarios ó aparceros de fincas rris 
ticas que no residan en el distrito. 

Las utilidades que procedan de pensiones, intereses de ca- 
pitales, sueldos ó rentas públicas serán imputadas á sus po- 
seedores en el pueblo donde residan. p 


Quedan exceptuados del repartimiento los pobres de so- 
lemnidad, los acogidos en los establecimientos de beneficencia 
y las clases de tropa de tierra y mar. ucencia 

2. a Para fijar la utilidad imponible de cada contribuyente 
se procederá con arreglo á las siguientes bases: 

1 . A los pi opietai ios de fincas urbanas se les valuará como 
utilidad imponible el importe de las rentas que por este con- 
cepto perciban ó las que pudieran percibir, atendidas la na- 
turaleza y las condiciones de las fincas, si están ocupadas 
por ellos mismos ó por otros que no paguen renta. 

V A los propietarios que labren fincas rústicas, ó en su 
caso á los colonos, arrendatarios ó aparceros, se les imputará 
una suma igual á vez y media el importe de la renta que pro- 
duzca la finca ó que pudiere producir, según los tipos medios 
del pueblo, si estuviera arrendada. 

3. * Cuando los propietarios de las fincas, ya sean rústicas 
ó urbanas, no sean vecinos del distrito, se rebajará de la uti- 
lidad imponible un quinto de la suma á que según las bases 
anteriores debiera ascender. 

4. a A los que perciban sueldos, pensiones, censos ó intere- 
ses de cualquiera clase ó procedencia, se les valuará como 
utilidad líquida el importe de estas sumas. 

b. a A los comerciantes, industriales y demás compren- 
didos en las tarifas de la contribución industrial se les va- 
luará la utilidad imponible en proporción á la cuota que por 
e ste concepto satisfagan al Estado, no bajando de cinco ni 
excediendo de 20 veces el importe de la misma cuota, con 
arregló á las escalas que según la naturaleza de cada in- 
dustria determine el Gobierno. 

,6. a Los jornaleros ó braceros, y, en general, todos los que 
de un salario eventual, contribuirán en razón de la 
tareera parte de la suma á que, según costumbre de cada -o°u 
dad, pueda alcanzar por término medio su haber durante el ano. 

. 7. a Cuando no sea posible conocer la utilidad de algún v - 
°um se hará la evaluación, sin perjuicio de lo di sp uest °.^ 
articulo 26 y regla 3. a de este, teniendo en cuenta los sig • 
exteriores de riqueza, tales como el valor del mueblaje, a q 
er de la casa, número de criados y otros análogos. 

, 8.* De la utilidad valuada á cada vecino ó hacendado se 
deducirá en todo caso el importe de la contribución direc 
< * tte Pegue al Estado. 
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3. a La determinación de la utilidad imponible se verifica- 
rá por los mismos contribuyentes, reunidos en secciones, en 
Ja forma que el capítulo III , título II de esta ley dispone. 

Cada sección formará una relación que comprenda las uti- 
lidades ¿le todos sus individuos, 'procurando especificar en lo 
posible la naturaleza y número de los objetos que las pro- 
duzcan. 

4. a Los individuos de cada sección, designados por el sor- 
teo, procediendo como Síndicos y reunidos con el Ayunta- 
miento, examinarán y comprobarán estas relaciones , resol- 
viendo las reclamaciones á que dieren lugar y fijando la 
cantidad total imponible. 

La Junta repartirá lo que á cada sección corresponda, bien 
sea por el tanto por 100 proporcional á la utilidad total va- 
luada, ó por categorías fijas. 

' 5. a Los Síndicos de cada sección verificarán y comuni- 
carán el repartimiento á los individuos de la misma. El Ayun- 
tamiento resolverá las reclamaciones á que este repartimiento 
diere lugar. 

6. a Todas las operaciones de evaluación y repartimiento 
serán publicadas en la forma ordinaria y se comunicarán 
además en la Secretaría del Ayuntamiento á todo interesado 
que lo solicitare. 

7. a Contra las decisiones del Ayuntamiento y de la Junta 
de evaluación se establece recurso de agravios para ante la 
Diputación provincial. El recurso habrá de entablarse dentro 
de los 15 dias siguientes á la publicación, y no obstará para 
el pago de la cuota repartida ínterin no recaiga resolución de- 
finitiva. 

Tanto estas reclamaciones como las que se intenten por 
las operaciones de cada sección habrán de fundarse un hechos 
concretos, precisos y determinados, aduciendo las pruebas 
necesarias para su justificación. 

8. a El repartimiento comprenderá un tanto de aumento 
que no exceda del 6 por 100 de la cuota total paia gastos de 
distribución, cobranza y partidas fallidas. 

Quedan exentos del pago de este aumento los contribu- 
yentes que satisfagan anticipadamente sus cuotas por trimes- 
tres , semestres ó anualidades en las Depositarías de las res- 
pectivas Municipalidades , y se les abonará en el segundo y 
tercer caso el tanto por 100 anual que se fije por razón del 
anticipo. 

9. a Los propietarios y los colonos, arrendatarios, aparce- 
ros ó inquilinos arreglarán por medio de contratos particula- 
res la proporción en que sobre cada uno ha de pesar la cuota 
repartida á estos por razón de las fincas y la forma y tiempo 
de indemnizarse entre sí de esta cuota. 

A falta de contrato pueden los inquilinos retener, al hacer 
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el pago de la renta, el importe total, y los colonos, arrenda- 
tarios ó aparceros los dos tercios de la cuota. 

Art. 13$. Para el cumplimiento del caso 4.° del artícu- 
lo 1£9 se observarán las reglas siguientes: 

1. a El Ayuntamiento y asociados reunidos en Junta de- 
terminarán las especies que han de ser objeto del impuesto 
de consumos, así como las tarifas por que se ha de regir su 
exacción y la forma en que esta haya de hacerse. 

' Las tarifas no excederán en ningún caso del 23 por 100 
del precio medio del artículo en la localidad respectiva, según 
su clase. 

2. a El acuerdo del Ayuntamiento y de los asociados será 
ejecutivo, sin perjuicio de los recursos á que según la presen- 
te ley hubiere lugar. 

De este acuerdo se pasará al Gobierno , por conducto del 
Gobernador, una copia autorizada, á fin de que pueda tener 
efecto la inspección ordenada por el párrafo quinto del art. 99 
de la Constitución. 

3. a Los impuestos de consumos sólo serán autorizados so- 
bre los frutos ó sobre las bebidas que se consuman en cada 
pueblo, quedando absolutamente prohibido sobre ellos y todos 
los demás cualquier otro impuesto que embarace el tráfico, 
circulación y venta, sean cuales fueren los nombres con que 
se intentara establecerlos , como derecho de piso ó tránsito, 
venta ó alcabala ú otro semejante. 

4. a En los pueblos que tengan Aduanas establecidas, los 
artículos extranjeros, una vez nacionalizados por el pago de 
los derechos arancelarios, pueden ser objeto del impuesto mu- 
nicipal de consumos, dentro de las prescripciones de esta ley 
y sobre el valor que tengan en la plaza , deducido el importe 
de aquellos derechos arancelarios. 

Art. 133. Se concede recurso de agravios á todos los in- 
teresados para ante la Diputación provincial cuando las cuo- 
tas señaladas á los arbitrios ó impuestos de toda clase no 
guarden relación con la importancia del servicio, industria ú 
objeto á que se apliquen , ó con los demás establecidos en el 
pueblo. 

Estos recursos y cualesquiera otros que puedan intentarse 
serán formulados ante el Alcalde respectivo, el cual, bajo su 
personal responsabilidad, queda obligado á remitir la instan- 
cia por conducto del Gobernador de la provincia en término 
de ocho dias con los informes que crea necesarios. 

Art. 134. Terminado el año económico, quedan anulados 
los créditos abiertos y no invertidos durante su ejercicio. 

Durante el período de ampliación se terminarán las ope- 
raciones de cobranza de los arbitrios presupuestos, y las de 
liquidación y pago délos servicios realizados durante el año. 
Luí; resultas (pie quedaron después de este período serán ob- 

9 
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jeto de un presupuesto adicional , previas las consiguientes 
liquidaciones, que se terminarán dentro del mes siguiente. 

Art. 135. Cuando para cubrir atenciones imprevistas, sa- 
tisfacer alguna deuda ó para cualquier otro objeto de impor- 
tancia no determinado en el presupuesto ordinario, sean in- 
suficientes los recursos consignados en este, los Ayuntamien- 
tos formarán un presupuesto extraordinario en la misma 
forma y por el mismo procedimiento determinado para los 
ordinarios. 

Art. 136. Las deudas de los pueblos que no estuvieren ase- 
guradas con prenda ó hipoteca, no serán exigidas á los Ayun- 
tamientos por los procedimientos de apremio. 

Cuando algún pueblo fuese condenado al pago de una can- 
tidad, el Ayuntamiento, en el término de 10 dias después de 
ejecutoriada la sentencia, procederá á formar un presupuesto 
extraordinario, á no ser que el acreedor convenga en aplazar 
el cobro, de modo que pueda consignarse en los presupuestos 
ordinarios sucesivos las cantidades necesarias para el pago 
del capitel y rédito estipulado. 

Art. 137. Si los recursos de que puede disponer el pueblo 
no fueren suficientes á cubrir sus deudas, ó no creyese el Ayun- 
tamiento posible recargar las cuotas. impuestas á los vecinos, 
y los acreedores no se conformaren con los medios que se les 
ofrezcan para solventar sus deudas, se remitirá el expediente 
á la comisión provincial, á fin de que, oyendo á los interesa- 
dos, disponga lo conveniente para que tengan efecto los pa- 
gos, sin perjuicio de la competencia de los Tribunales y Juz- 
gados ordinarios para resolver acerca de la legitimidad y pre- 
lacion de los créditos. 

Art. 138. No pueden ser aplicados al pago y cumplimiento 
de servicios ú obligaciones permanentes los recursos proce- 
dentes de arbitrios de carácter eventual y transitorio. 

Art. 139. El proyecto de presupuesto, ya sea ordinario, 
adicional ó extraordinario, aprobado por el Ayuntamiento, 
prévia censura del Síndico, quedará expuesto al público en 
la Secretaria del Ayuntamiento por espacio de 15 dias desde 
la fecha en que se haga el anuncio en la forma ordinaria. 

Art. 140. El Ayuntamiento y los asociados, reunidos en 
Junta municipal, fijarán definitivamente el presupuesto y 
acordarán los arbitrios á propuesta de aquel. 

Art. 141. La Junta municipal se reunirá, prévia citación 
personal y anuncio, en los plazos y forma señalados en el 
artículo 63. 

Art. 142. Para formar acuerdo es necesario el voto de la 
mayoría absoluta del total de Vocales que componen la Junta. 
Si no se reúne este número en la primera sesión, se procederá 
á nueva convocatoria, para ocho dias después, y en ella for- 
mará acuerdo la mayoría de los concurrentes. 
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En los pueblos menores de 800 habitantes formará acuer- 
do el voto de la mitad más uno de los concurrentes, si estos 
llegan á la cuarta parte, por lo ménos, del número total de 
vecinos que tengan derecho á componer la Junta. En "caso 
de no reunirse este número, se procederá con arreglo á lo 
' dispuesto en el párrafo anterior. 

Art. 143. Los acuerdos de la Junta son apelables para 
ante la comisión provincial cuando por ellos se infringiere 
alguna de las disposiciones de esta ley, salvo lo en contra- 
rio ordenado por la misma; pero sólo en la parte por la cual 
se hubiese cometido Ja infracción. 

Art. 144. Son en todo caso ejecutivos, con aprobación de 
la Junta municipal y sin perjuicio de los ulteriores recursos 
á que según esta ley hubiere lugar, los presupuestos formados 
para atender á medidas sanitarias de absoluta urgencia en las 
calamidades públicas y^bras de carácter perentorio, cuando 
el importe no exceda de 9, pesetas 50 céntimos por vecino, ni 
de la tercera parte del presupuesto ordinario. 

Art. 145. Para hacer efectiva la recaudación serán apli- 
cables los medios de apremio en primeros y segundos contri- 
buyentes dictados en favor del Estado. 

CAPÍTULO II. 

De la recaudación , distribución y cuenta de los fondos 

municipales. 

Art. 146. La recaudación y administración de los fondos 
municipales está á cargo de los respectivos Ayuntamientos, y 
se efectuará por sus agentes y delegados. 

Art. 147. La distribución é inversión de fondos se acor- 
dará mensualmente por el Ayuntamiento con sujeción á los 
presupuestos. 

Art. 148. La ordenación de pagos corresponde al Alcalde. 

La intervención estará á cargo del Contador, donde le hu- 
biere, y en su defecto se ejercerá por un Regidor elegido por 
el Ayuntamiento. 

Art. 149. Los Ayuntamientos nombran y separan libre- 
mente á los Depositarios y agentes para la recaudación de 
todas las rentas y arbitrios del Municipio. 

A las mismas corporaciones corresponde también señalar 
la retribución que aquellos empleados hayan de disfrutar y 
las fianzas que deban prestar. 

Si en el pueblo no hubiese persona que quiera encargarse 
de la custodia de fondos, el cargo de Depositario será decla- 
rado concejil y obligatorio; pero no llevará aneja la presta- 
ción de fianzas, y los gastos que originare serán de cuenta del 
Municipio. 
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Art. 150. Los agentes do la recaudación municipal son 
responsables ante el Ayuntamiento, quedándolo este en todo 
caso civilmente para el Municipio, caso de negligencia ú 
omisión probada, sin perjuicio de los derechos que contra 
aquellos se puedan ejercitar. 

Art. 151. Todos los fondos municipales ingresarán preci- 
samente en la Caja del Ayuntamiento, cuyas tres llaves cus- 
todiarán el Depositario, el Ordenador y el Interventor. 

Art. 152. El Contador ó el Concejal interventor, auxilia- 
dos, si fuere necesario, por el Secretario y demás dependien- 
tes del Ayuntamiento, formarán las cuentas de cada ejercicio 
en las épocas correspondientes, y con los documentos justifi- 
cativos serán sometidas al Ayuntamiento, prévia censura 
del Síndico. 

Art. 153. Fijadas definitivamente las cuentas por el Ayun- 
tamiento, serán pasadas, con el dictámen del Síndico y los 
documentos justificativos, para su examen á la asamblea de 
Vocales asociados de la Junta municipal. 

Esta, en el primer dia útil del segundo trimestre del año 
económico, se reunirá en la Casa de Ayuntamiento, bajo la 
presidencia del Alcalde, y asistiendo el Secretario; y nom- 
brará una comisión de su seno para que, examinando las 
cuentas, emita su dictámen en término que no exceda de 15 
dias. 

Durante ios 15 dias que precedan á la reunión estarán 
las cuentas de manifiesto en la Secretaría, y cualquier vecino 
puede examinarlas y formular por escrito sus observaciones, 
que serán comunicadas á la Junta. 

Art. 154. Las sesiones que la Junta dedique á la discusión 
del dictamen de la comisión serán presididas por un Vocal 
que la misma elija. 

Los Concejales pueden asistir con voz consultiva. 

Art. 155. Examinadas y discutidas las cuentas y practi- 
cadas cuantas diligencias é informaciones crea necesarias 
la Junta, se reunirá esta á puerta cerrada y sin asistencia 
de los Concejales, para acordar y votar por mayoría abso- 
luta su dictámen definitivo. 

Este dictamen irá suscrito por todos los concurrentes, sea 
cual fuere su opinión particular, que pueden no obstante sal- 
var por medio de un voto escrito; el cual, original, quedará 
unido al expediente, haciéndose constar así en el acta. 

Art. 156. Las cuentas quedan definitivamente aprobadas 
si obtienen el voto de la mayoría absoluta del total de Vo- 
cales que componen la asamblea. 

En otro caso, y en el de protestas por infracción de ley " 
malversación de fondos, volverán al Ayuntamiento, el eiui! 
hará por escrito las observaciones que' estime oportunas ; \ 
unidas al original, devolverá el expediente á la asamblea, la 



133 

cual con su informe, adoptado con arreglo á lo dispuesto en 
los dos artículos anteriores, pasará todos los documentos para 
su aprobación definitiva á la comisión provincial dentro 
de los 15 dias siguientes al voto de la asamblea. 

Art. 157. Los Ayuntamientos publicarán al principio de 
cada trimestre un estado de la recaudación é inversión de sus 
fondos durante el anterior. 

En las obras públicas que se hagan por administración se 
publicará semanalmente nota de los gastos causados, especi- 
ficando el pormenor de los jornales, materiales, vendedores, 
contratistas, sitio de la obra y demás circunstancias aná- 
logas. 

En la Secretaría estarán de manifiesto todo el año, en los 
dias y horas útiles, á cualquier vecino, y con especialidad á 
los Vocales de la asamblea de asociados, las cuentas y docu- 
mentos originales, de las cuales el Ayuntamiento permitirá 
sacar apuntes y copias. 

Las cuentas cuya data exceda de 6&.500 pesetas serán im- 
presas en extracto que comprenda el dictámen de la Junta y 
las observaciones del Ayuntamiento, y se pondrán en venta 
al público. 

Art. 158. Los Ayuntamientos remitirán á las comisiones 
provinciales una copia íntegra, certificada por el Secretario, 
con el V.° B.° del Alcalde, délos presupuestos y cuentas de- 
finitivamente aprobadas, con las actas literales de la Junta 
municipal. 

TÍTULO V. 

RECURSOS y RESPONSABILIDADES QUE NACEN DE LOS ACTOS DE LOS 

AYUNTAMIENTOS. 


CAPÍTULO PRIMERO. 

Recursos contra los acuerdos de los Ayuntamientos. 

Art. 159. Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 107, el 
Alcalde está obligado á suspender por sí y á instancia de 
cualquier residente del pueblo, la ejecución de los acuerdos del 
Ayuntamiento en cualquiera de los dos ca§os siguientes: 

\ .° Por recaer en asuntos que, según esta ley i! otras es- 
peciales, no sean de la competencia del Ayuntamiento. 

6 h° Por delincuencia. 

La suspensión en uno ú otro caso será razonada, con ex- 
presión concreta y precisa de las disposiciones legales en que 
se funde. 

Art. 160. El Alcalde suspenderá también la ejecución de 
los acuerdos á que se refiere el párrafo primero del artículo 
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anterior, cuando de ella hubiere de resultar perjuicio en las 
derechos civiles de un tercero. 

La» suspensión en este caso se acordará solamente cuando 
el interesado lo solicitare, reclamando al mismo tiempo con- 
tra el acuerdo. 

Art. 161. No podrá ser suspendida la ejecución de los 
acuerdos dictados en asuntos de la competencia del Ayun- 
tamiento, aun cuando por ellos y en su forma se infrinjan 
algunas de las disposiciones de esta ley ú otras especiales. 

En este caso, se concede recurso de alzada para ante la 
comisión provincial á cualquiera, sea ó no residente én el 
pueblo, que se crea perjudicado por la ejecución del acuerdo. 

Este recurso será entablado en la forma que dispone el 
artículo 133. 

Art. 16&. Los que se crean perjudicados en sus derechos 
civiles por los acuerdos de los A> untamientos, 4iaya sido ó 
no suspendida su ejecución en virtud de lo dispuesto en los 
dos artículos anteriores, pueden reclamar contra ellos, me- 
diante demanda ante el Juez ó Tribunal competente, según 
lo que, atendida la naturaleza del asunto, dispongan las leyes. 

El Juez ó Tribunal que entienda en el asunto puede sus- 
pender por primera providencia, á petición del interesado, la 
ejecución del acuerdo apelado, si ya no lo hubiere sido según 
lo dispuesto en el art. 160, cuando á su juicio proceda y con- 
venga, á fin de evitar un perjuicio grave é irreparable. 

Para interponer esta demanda se concede un plazo de 30 
días después de notificado el acuerdo ó comunicada la sus 
pensión en su caso, pasado el cual sin haberlo verificado que- 
da esta suspensión levantada de derecho y consentido el 
acuerdo. 

Art. 163. Suspendido ó apelado algún acuerdo en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 159, 160 y 161, remitirá el Al- 
caide los antecedentes al Gobernador de la provincia en el 
término de ocho dias para los fines á que haya lugar. 

Si la suspensión hubiese tenido efecto mediante el caso 2.° 
del art. 159, pasará los antecedentes dentro del mismo plazo 
de ocho dias a! Juez ó Tribunal. 

Art. 164. Suspendido el acuerdo, pasara el Gobernador en 
el término de ocho dias el expediente á la comisión provincial, 
convocándola á sesión extraordinaria si fuere preciso. 

Cuando el acuerdo se refiera á asuntos que por esta ley, 
la provincial ú otras especiales, no estén sometidos á las cor- 
poraciones locales, la comisión provincial, dejando subsis- 
tente la suspensión del acuerdo , remitirá el expediente al 
Gobierno para su ulterior resolución. 

Si el acuerdo hubiese sido apelado en virtud de lo dis- 
puesto en el art. 161, la comisión resolverá sobre el fondo del 
mismo, confirmándole si á ello hubiese* lugar, ó revocándole 
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en la parte que excediese de las atribuciones del Ayuntamiento. 

La resolución en todo caso será fundada, con expresión de 
las disposiciones legales á ella referentes. , 

Art. 465. Los acuerdos así aprobados por la comisión pro- 
vincial son ejecutivos, sin perjuicio de los recursos que pro- 
cedan y de la responsabilidad á que por ellos hubiere lugar. 

Art. 466. Si el Gobernador de la provincia entiende que el 
asunto es de los reservados al conocimiento del Gobierno, y 
la comisión confirma el acuerdo del Ayuntamiento, puede, 
bajo su responsabilidad, mantener la suspensión, pasando el 
expediente al Gobierno, según se dispone en el art. 164. 

Art. 167. f Cuando el Gobierno crea que la suspensión no 
procede, la levantará inmediatamente y sin otro procedimien- 
to, revocando el acuerdo del Gobernador. 

En otro caso, pasará el expediente al Consejo de Estado, 
oido cuyo parecer, resolverá lo que proceda. 

También resuelve por sí, y bajo su responsabilidad, cuan- 
do la urgencia del asunto no consintiere mayores dilaciones. 

La resolución será siempre motivada, y se publicará en 
la Gaceta y en el Boletín oficial de la provincia. Si el Gobier- 
no disintiere del parecer del Consejo de Estado, se publicará 
el dictámen de este Cuerpo al mismo tiempo y en la misma 
forma que la resolución del Gobierno. 

Art. 168. Contra la resolución del Gobierno procede el re- 
curso contencioso-administrativo, en la forma y ante los Tri- 
bunales que las leyes determinen. 

Art. 169. Los funcionarios mencionados en los artículos 
anteriores, y los Vocales de los Ayuntamientos y de las co- 
misiones provinciales son personalmente responsables de los 
daños y perjuicios indebidamente originados por la ejecución 
ó suspensión de los acuerdos de aquellas corporaciones. 

Esta responsabilidad será siempre declarada por la Auto- 
ridad ó Tribunal que en último grado haya resuelto el expe- 
diente, y se hará efectiva por los Tribunales ordinarios, en la 
forma que las leyes determinen. 

CAPÍTULO II. 

Dependencia y responsabilidad de los Concejales y de sus agentes. 

Art. 170. Los Ayuntamientos, los Alcaldes y los Regido- 
res, en todos los asuntos que la ley no les comete exclusiva é 
independientemente, están bajo la autoridad y dirección ad- 
ministrativa de la comisión y del Gobernador de la provincia, 
según los casos. 

El Ministro de la Gobernación es el Jefe superior de los 
Ayuntamientos y el único autorizado para trasmitirles las dis- 
posiciones que deban ejecutar en cuanto no se refieran á las 
atribuciones exclusivas de estas corporaciones. 
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Art. 174. Los Ayuntamientos y Concejales incurren en 
responsabilidad : 

i.° Por infracción manifiesta de ley en sus actos ó acuer- 
dos, bien sea atribuyéndose facultades que no les competan 
ó abusando de las propias. 

$.° Por desobediencia y desacato á sus superiores gerár- 
quicos. 

3.° Por negligencia ú omisión de que pueda resultar per- 
juicio á los intereses ó servicios que están bajo su custodia. 

Art. 47$. La responsabilidad será exigible á los Conceja- 
les ante la Administración ó ante los Tribunales, según la na- 
turaleza de la acción ú omisión que la motive, y sólo será 
extensiva á los Vocales que hubiesen tomado parte en ella. 

Art. 473. Cuando el Alcalde, los Tenientes ó los Conceja- 
les de un Ayuntamiento se hicieren culpables de hechos ú 
omisiones punibles administrativamente, incurrirán, según 
los casos, en las penas de amonestación, apercibimiento, 
multa ó suspensión. 

Art, 474. Procede la amonestación en los casos de error, 
omisión ó negligencia leves, no mediando reincidencia y sien- 
do de fácil reparación el daño causado. 

Procede el apercibimiento en los casos de reincidencia en 
falta reprendida y en los de extralimitacion de poder y abuso 
de facultades y negligencia, cuyas consecuencias no sean ir- 
reparables ó graves. 

Procede la multa siempre que las leyes y disposiciones ge- 
nerales, con arreglo á las mismas , lo determinen, y en los 
casos de reincidencia en faltas castigadas con apercibimiento, 
y de extralimitacion, abuso de autoridad, negligencia ó des- 
obediencia graves, que no exijan la suspensión ni produzcan 
responsabilidad criminal. 

Art. 475. El máximum de la cuota de las multas que los 
Gobernadores y las comisiones de provincias pueden imponer 
á los Alcaldes y Regidores por las faltas en que respectiva- 
mente incurriesen, y según lo prescrito en la presente ley, 
será proporcional al número de Concejales de cada pueblo, en 
la forma siguiente: 


Número de Concejales. 

Alcaldes. 

regidores. 

6 á 9 

47,50 pesetas. 

7,50 pesetas. 

10 á 46 

37,50 

$0 

47 á $4 

m 

50 

$5 á 3$ 

475 

75 

33 á 40 

$50 

100 

44 á 50 

375 

m 
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Art. 176. Para la imposición y exacción de multas se ob- 
servarán precisamente las reglas siguientes: 

1. a No se impondrá ninguna sin resolución por escrito y 
motivada. 

$.* La providencia se comunicará por escrito al multado: 
del pago se le expedirá el competente recibo. 

• 3. a Las multas y los apremios se cobrarán en papel del 
sello correspondiente. 

4. a Las multas serán precisamente pagadas del peculio 
particular de los multados. 

5. * Las multas serán extensivas á todos los Concejales que, 
según esta ley, sean responsables por el acto ó acuerdo que 
las motive. 

Art. 177. Para el pago de toda multa se concederá un 
plazo proporcionado á la cuantía de la multa, y que no baje 
de 10 dias ni exceda de $0, pasado el cual procede el apremio 
contra los morosos. El apremio no será mayor de 5 por 100 
diario del total de la multa, sin que exceda en ningún caso 
del duplo de la misma. 

Art. 1 78. Contra la imposición gubernativa de la multa 
puede el interesado reclamar por la via administrativa ó por 
!a judicial. 

La primera procede para ante el Gobierno, que la resolve- 
rá por sí ó con audiencia del Consejo de Estado, y sin perjui- 
cio en todo caso de la reclamación contenciosa ante el Tribu- 
nal Supremo, según que la multa hubiese sido impuesta por 
el Gobernador ó por la comisión provincial. 

La judicial procede ante la Audiencia en primera instan- 
cia, prévia reclamación gubernativa á la Autoridad que im- 
puso la multa. 

En caso de ser esta declarada improcedente , serán 
impuestas las costas y daños causados por su exacción 
á la Autoridad que la ordenó, sin que sirva de excusa la 
obediencia en los casos de infracción clara y terminante de 
una ley. 

Art. 479. En ningún caso se expedirán comisionados de 
ejecución contra los Ayuntamientos y Concejales. 

Cuando ocurra el caso previsto en el artículo anterior y 
los multados dejasen de satisfacerla multa, no obstante el 
apremio, el Gobernador oficiará al Juez de primera instancia 
del partido, expresando la causa que ha motivado la imposi- 
ción de la multa y la cuantía y liquidación de esta, y requi- 
riendo su Autoridad para hacerla efectiva. 

El Juez procederá á la exacción por los trámites de la via 
de apremio. 

Art. 480. Los Ayuntamientos y Alcaldes pueden ser sus- 
pendidos por el Gobernador de la provincia, oida la comisión 
provincial , cuando cometiesen extralimitacion grave con ea- 



408 

rácter político, acompañada de cualquiera de las circunstan- 
cias siguientes: 

4.* Haber dado publicidad al acto. 

$.* Excitar á otros Ayuntamientos á cometerla. 

3/ Producir alteración del orden público. 

También tendrá efecto la suspensión, pero de acuerdo 
entre el Gobernador y la comisión, cuando los Alcaldes y 
Concejales incurriesen en desobediencia grave, insistiendo en 
ella después de haber sido apercibidos y multados. 

Si el Gobernador y la comisión no estuviesen de aouerdo 
para la suspensión, se elevará el expediente original al Go- 
bierno para que lo resuelva en la forma que dispone el artícu- 
lo m. 

Art. 181. La suspensión gubernativa del Alcalde ó Conce- 
jales no excederá eje 50 dias. 

Pasado este plazo sin que se hubiese mandado proceder 
á la formación de causa, volverán los suspensos de hecho y 
de derecho al ejercicio de sus funciones. 

Los que les hubiesen reemplazado serán considerados 
como culpables de usurpación de atribuciones, si ocho dias 
después de espirado aquel plazo y de requeridos para cesar 
por los Concejales propietarios, continuaran desempeñando 
funciones municipales. 

Art. 18&. Si el Gobierno entiende que la suspensión no es 
procedente, revocará por sí, y dentro de 15 días, el acuerdo 
del Gobernador ó de la comisión: en caso contrario, pasará el 
expediente al Consejo de Estado; oido el cual, y en un plazo que 
no exceda de 40 dias, dictará la resolución definitiva. 

Declarada improcedente la suspensión, serán los Conceja- 
les inmediatamente repuestos en sus cargos. 

Si hubiere lugar á destitución, el Gobierno mandará pasar 
los antecedentes al Juzgado ó Tribunal competente. 

Este, prévias las actuaciones en derecho necesarias, de- 
cretará la destitución, sin perjuicio de las demás penas á 
que hubiere lugar, cuando apareciese que los Concejales se 
han hecho culpables en alguna de las infracciones determi- 
nadas en el art. 180. 

En uno y otro caso el decreto del Gobierno será publicado 
en la Gaceta de Madrid y en el Boletín oficial de la provin- 
cia , con inserción de los dictámenes del Consejo de Estado- 
Una vez publicado el decreto mandando pasar los antece- 
dentes á los Tribunales de justicia, los Concejales suspensos 
no volverán al ejercicio de sus cargos en tanto que no re- 
caiga sentencia absolutoria, definitiva y ejecutoriada. 

Art. 183. Los Alcaldes y Regidores no pueden ser desti- 
tuidos sino en virtud de sentencia ejecutoriada del Juez ó 
Tribunal competente. 

Este lo será el que ejerza la jurisdicción ordinaria de pri- 
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mera instancia en el partido á que corresponda el distrito 
municipal de que aquellos formen parte. 

Art. 184. Decretará el Juez la suspensión de los Conceja- 
les procesados cuando apareciesen motivos racionales para 
creer que han cometido delito que el Código penal castigue 
con suspensión de cargo ó derechos políticos , y lo pondrá en 
conocimiento de la comisión provincial y del Gobernador de 
la provincia. 

Art. 185. Las vacantes ocurridas en un Ayuntamiento 
por suspensión legal de sus Vocales, serán cubiertas en la 
forma que dispone el art. 43. 

Art. 186. Los Alcaldes y Regidores que por sentencia eje- 
cutoriada fuesen absueltos volverán á ocupar sus cargos si 
durante el procedimiento no les hubiese correspondido cesar, 
mediante lo dispuesto en el art. 4®, teniendo efecto respecto 
á ellos lo dispuesto en el art. 181. 

Art. 187. Los Concejales destituidos estarán inhabilitados 
para ejercer este cargo durante seis años á lo ménos. 

Art. 188. Los Alcaldes de barrio están, relativamente á 
los Ayuntamientos, en la misma dependencia jerárquica que 
los Alcaldes y Tenientes respecto á los Gobernadores. 

Les son por tanto aplicables las disposiciones del presente 
título en cuanto á la responsabilidad, salvas las modificacio- 
nes siguientes: 

I a El máximum de las multas que se les impongan será 
el menor de las fijadas para los Concejales. 

$.* Para la suspensión basta la orden del Alcalde; pero 
para la destitución se necesita el acuerdo del Ayuntamiento. 

La suspensión no excederá del plazo de dos sesiones or- 
dinarias del' Ayuntamiento. 

3. a La absolución no les da derecho, pero sí los rehabili- 
ta, para ser repuestos en su cargo. 

Art. 189. Todos los agentes del Ayuntamiento por él 
nombrados y pagados están sujetos á su obediencia, y son 
responsables gubernativamente ante el mismo, -con sujeción 
á esta ley, y judicialmente ante los Tribunales, por los deli- 
tos y faltas que cometieren. 

Art. 190. Además de los recursos administrativos esta- 
blecidos por la presente ley, cualquier vecino ó hacendado del 
pueblo tiene acción ante los Tribunales de justicia para de- 
nunciar y perseguir criminalmente á los Alcaldes, Conceja- 
les y asociados, siempre que estos en el establecimiento, dis- 
tribución y recaudación de los arbitrios ó impuestos se hayan 
hecho culpables de fraude ó de exacciones ilegales, y muy 
especialmente en los casos siguientes: 

l.° Si cualquiera de los Concejales y asociados, en el año 
que lo son, pagan una cuota menor por repartimiento, im- 
puesto ó licencia, comparada con el año anterior al desem- 
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peño de su cargo, siendo igual ó superior la cantidad total 
repartible, á ménos de probar que han sufrido en su riqueza 
disminución bastante á justificar aquella baja. 

$.° Cuando el producto total de los repartmíientos y arbi- 
trios distribuidos excediese de la cantidad presupuesta y 6 
por 100 de recargo, autorizado por la regla 8. a , art. 131 de 
esta ley. 

3.° Cuando las cuotas determinadas por los arbitrios fue- 
sen superiores á lo que la ley permite. 

4 o Cuando establecieren y recaudaren cualquiera clase de 
impuestos no comprendidos en la presente ley. 

Los Tribunales de justicia, una vez probado el hecho, y 
sin perjuicio de lo dispuesto en el Código penal, harán las 
aclaraciones siguientes : 

Primer caso. Imposición de doble cuota á los culpables. 

Segundo y tercer caso. Anulación del repartimiento en 
lo que exceda á la cantidad autorizada y devolución de las 
recaudadas, con multa igual al sobrante, mancomunadamente 
impuesta á los Concejales y asociados culpables. 

Cuarto caso. Anulación del arbitrio impuesto y devolu- 
ción de las cantidades recaudadas, con multa igual á su im- 
porte, exigida en la forma expresada en el caso anterior. 


TÍTULO VI. 

GOBIERNO POLÍTICO DE LOS DISTRITOS MUNICIPALES. 

CAPÍTULO ÚNICO. 

Art. 191. El Alcalde es el representante del Gobierno; y 
en tal concepto desempeñará todas las atribuciones que las le- 
yes le encomienden, obrando bajo la dirección del Gobernador 
de la provincia, conforme aquellas determinen, así en lo que 
se refiere á la publicación y ejecución de las leyes y disposi- 
ciones generales del Gobierno, ó del Gobernador y Diputación 
provincial, como en lo tocante al orden público y á las demás 
funciones que en tal concepto se le confieran. 

Si el Alcalde, requerido por el Gobernador, se negare á cum- 
plir alguna de las obligaciones á que el presente artículo se 
refiere, ú omitiese hacerlo en el plazo bastante, el Gobernador 
puede cometer su ejecución ai Juez de paz del pueblo ó cual- 
quiera de sus suplentes. 

Esta delegación se limitará al tiempo y á los casos abso- 
lutamente precisos, y no envuelve facultad alguna para inter- 
venir en ninguno de los actos del Ayuntamiento. 

Art. 19&. Én todo lo relativo al gobierno político del dis- 
trito municipal, la autoridad, deberes y responsabilidad del 
Alcalde son independientes del Ayuntamiento respectivo. 
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Art. 193. Los Tenientes de Alcalde en sns secciones res- 
pectivas obran siempre por delegación y bajo la dirección del 
Alcalde, corneo representantes d'el Gobierno, en los mismos 
términos que aquel lo es en el distrito municipal. 

Art. 191. Los Alcaldes de barrio en los suyos respecti- 
vos ejercerán las funciones de gobierno político que con ar- 
reglo á las leyes les delegasen los Tenientes de Alcalde, con- 
formándose con las disposiciones del Alcalde y del Gober- 
nador de la provincia. . 

Art. 195. Por las faltas que en el desempeño de sus fun- 
ciones gubernativas en lo político cometieren los Alcaldes y 
Tenientes, podrán ser amonestados, apercibidos y multados, 
los Alcaldes por el Gobernador de la provincia, los Tenientes 
por el primero y el Gobernador igualmente, en los términos 
que se previenen en los artículos 174, 175, 176, 177 y 178 de 
esta ley. 

DISPOSICIONES ADICIONALES . 

1.* Quedan derogadas todas las leyes y disposiciones an- 
teriores relativas al régimen municipal. 

El Gobierno dictará, con arreglo á esta ley, los regla- 
mentos necesarios para su ejecución. 

3. a En atención á la organización especial de las Pro- 
vincias Vascongadas, reconocida por la ley de £5 de Octu- 
bre de 1839, el Gobierno, oyendo á sus Diputaciones forales, 
resolverá las dificultades que ocurran sobre la ejecución de 
esta ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

1 .“ En la primera renovación que se verifique, en confor- 
midad al art. 4£ de la ley, serán designados por la suerte los 
Concejales que deban salir. 

Si el número total fuese impar, saldrá primero el número 
mayor, y continuará después como en aquel artículo se deter- 
mina. 

£.* Desde la ejecución de la presente ley el Ayuntamiento 
de Madrid se regirá según las disposiciones de la misma; y en 
virtud de las circunstancias extraordinarias por que ha atra- 
vesado, todos sus. actos, disposiciones y acuerdos desde el 
dia £9 de Setiembre de 1868 quedan aprobados, con la pre- 
cisa obligación de presentar la cuenta de recaudación é in- 
versión de caudales. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es aplicable á todos los 
demás Ayuntamientos de la Península que se hayan encon- 
trado en igualdad de circunstancias que el de Madrid. 

3. a Se autoriza al Gobierno de S. A. para proceder á la 
elección total délos Ayuntamientos con arreglo á esta ley, y 
para dictar las disposiciones que al efecto sean necesarias. 
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4. a Esta ley será aplicable desde luego á la provincia de 
Puerto-Rico, con arreglo á los proyectos de Constitución y de 
Ayuntamientos de la misma. 

De acuerdo de las Cortes Constituyentes sé comunica al 
Regente del Reino para su promulgación como ley. 

Palacio de las Cortes tres de Junio de mil ochocientos 
setenta.==MariuelRuizZorriUa, Presidente.=Manuelde Llano 
y Pérsi, Diputado Secretario.— Julián Sánchez Ruano, Dipu- 
tado Secretario.=Francisco Javier Carratalá, Diputado Se- 
cretario.=Mariano Rius, Diputado Secretario. 

Por tanto: 

Mando á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Goberna- 
dores y demás Autoridades, así civiles como militares y ecle- 
siásticas de cualquier clase y dignidad, que lo guarden y ha- 
gan guardar, cumplir y ejecutar en todas sus partes. 

Dado en San Ildefonso á veinte de Agosto de mil ocho- 
cientos setenta. 


FRANCISCO SERRANO. 


El Ministro de la Gobernación, 

Nicolás María llivero. 



LEY. 


DON FRANCISCO SERRANO Y DOMINGUEZ, Regente 
del Reino por la voluntad de las Cortes Soberanas; á todos 
los que las presentes vieren y entendieren, salud : Las Cortes 
Constituyentes de la Nación española, en uso de su soberanía, 
decretan y sancionan lo siguiente : 


LEY PROVINCIAL. 


TITULO PRIMERO. 

DE LAS PROVINCIAS, SU TERRITORIO Y HABITANTES. 

Artículo l.° El territorio de la Nación española en la Pe- 
nínsula é islas adyacentes se divide para su administración y 
régimen en provincias, según lo determine la ley de división 
territorial. 

Por ahora , y mientras otra cosa no se disponga por ley 
especial, continuarán siendo capitales de provincia los pue- 
blos que en la actualidad lo sean. 

Art. La provincia se compone de todos los términos 
municipales comprendidos dentro de sus límites. 

Art. 3.° No se hará alteración de ninguna clase en los lí- 
mites de una 'provincia sino con audiencia y conformidad de 
los Ayuntamientos y Diputaciones interesadas y del Consejo 
de Estado. 

A falta de conformidad de algunas de estas corporaciones 
y del Gobierno, la alteración será objeto de una ley. 
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JEn ningún caso se harán alteraciones sino en virtud de 
una ley, cuando se trate de provincias exentas en todo ó en 
parte del régimen general de la Nación. 

Art. 4.° Son aplicables á los habitantes de las provin- 
cias las disposiciones contenidas en el título primero de la 
ley municipal en lo relativo á su condición y derechos. 


TÍTULO II. 

DE LA ADMINISTRACION CIVIL DE LAS PROVINCIAS. 


CAPÍTULO PRIMERO. 

Autoridades provinciales. 

Art. 5.° Las Autoridades administrativas de las provin- 
cias son: 

d.° El Gobernador. 

2. ° La Diputación provincial. 

3. ° La comisión provincial. 

Art. 6.° El Gobernador de la provincia es nombrado y 
separado por el Gobierno, así como todos los empleados 
que, bajo las órdenes de aquel, hayan de cumplir las fun- 
ciones que no estén reservadas á la Diputación y comisión 
provincial. 

Art. 7.° La Diputación provincial se compone de los Di- 
putados elegidos por los vecinos de cada provincia con arre- 
glo á esta ley y á lo que disponga la electoral. 

Habrá £5 Diputados en las provincias que no excedan 
de 150.000 habitantes, y uno más por cada 10.000 almas 
hasta 300.000. Las provincias que cuenten 300.000 habitantes 
tendrán 40 Diputados, y uno más por cada 25.000 has- 
ta 500.000. Ultimamente, las provincias cuyo número de 
habitantes llegue á 500.000 tendrán 48 Diputados, y uno más 
por cada 50.000 almas. 

Cuando en alguna provincia resultare un excedente de las 
dos terceras partes del número de habitantes que corres- 
pondan á cada Diputado, se elegirá uno más. 

Art. 8.° La comisión provincial se compone de cinco 
Vocales elegidos de su seno por la Diputación provincial. 

CAPÍTULO II. 

Funciones del Gobernador. 

Art. 9.° Corresponde al Gobernador de la provincia, como 
Jefe superior de la Administración: 
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l.° Presidir sin voto, salvo lo dispuesto en el art. 69, 
las sesiones de la comisión provincial. 

$.° Autorizar sus actas. 

3.° Comunicar y ejecutar los acuerdos de la Diputación y 
comisión , cridando de su puntual y exacto cumplimiento. 

4° Llevar el nombre y representación de la provincia en 
todos sus asuntos judiciales, informes, correspondencia y 
comunicaciones de todo género. 

5. ° Inspeccionar las dependencias de la provincia y Ayun- 
tamientos , comprobando el estado de sus cajas , archivos y 
cuentas , y cuidando de que sean cumplidas así las leyes y 
disposiciones generales como los acuerdos de la Diputación 
y comisión. 

6. ° Suspender la ejecución de los acuerdos cuando pro- 
ceda según esta ley. 

Art. 10. El Gobernador tiene la Presidencia de la Diputa- 
ción provincial , sin voto , cuando asista á sus sesiones. 

Puede dirigir á la Diputación las excitaciones que le 
parezcan oportunas, sobre las cuales está obligada á tomar 
acuerdo. Á su vez dará las explicaciones que la Diputación le 
pida acerca de sus actos , en lo que se refiera á su interven- 
ción en la administración provincial. 

Art. 11. Al Gobernador corresponde muy . especialmente 
cuidar del orden público en el territorio de la provincia, á 
cuyo fin las Autoridades militares le prestarán su auxilio 
cuando aquel lo reclamare. 

Art. 19. El Gobernador en sus actos, como representante 
y delegado del Gobierno , se acomodará á lo que establezcan 
las leyes , y á los reglamentos y disposiciones que este dicta- 
re en virtud de sus facultades. 

Art. 13. En ausencia é imposibilidad del Gobernador, será 
reemplazado en todas sus funciones por el Secretario del 
Gobierno de la provincia, excepto en la Presidencia de la 
Diputación y comisión provinciales. Si la ausencia fuese de 
la capital, mas no de la provincia, continuará el Gobernador 
desempeñando su cargo desde el punto en que se halle, sin per- 
juicio de Jo cual los Jefes administrativos y el Secretario 
despacharán los asuntos de mera tramitación, entendiéndose 
directamente con el Gobierno en los casos urgentes. 

Art. 14. Los Subgobernadores de Menorca y de la Gran 
Canaria se considerarán delegados de los respectivos Gober- 
nadores en lo que se refiere á la administración municipal 
y á las elecciones de Diputados á Cortes y Senadores. En 
todos los demás ramos tendrán las mismas atribuciones que 
corresponden á los Gobernadores de provincia, entendiéndose 
directamente con el Gobierno y poniéndolo al propio tiempo 
en conocimiento del Gobernador respectivo 

Art. Ib. El cargo de Gobernador es incompatible con el 


146 

ejercicio de cualquier mando militar, y oon todo otro cargo 
provincial ó municipal de cualquier especie. 

CAPÍTULO III. o 

Organización y modo de funcionar de la Diputación provincial. 

Art. 16. La división de las provincias en distritos electo- 
rales se hará por el Gobierno, oyendo á las respectivas Dipu- 
taciones; y una vez hecha, no podrá ser alterada sino por 
medio de una ley . 

Art. 1 7. Se dividirá cada provincia en tantos distritos elec- 
torales como Diputados provinciales tenga que elegir; nrocu- 
rando, hasta donde sea posible, que la formación de estos dis- 
tritos se haga con pueblos pertenecientes á un mismo parti- 
do judicial. 

Art. 18. La población total de la provincia será repartida 
entre todos los distritos con la posible igualdad, tomando 
como tipo medio el que resulte en cada provincia , según el 
número de Diputados que á la misma corresponda. 

Si no fuere posible hacer esta división con exactitud, bas- 
tará para formar distrito un número de habitantes igual á 
las 9 /io del tipo medio que resulte de la provincia. 

Art. 19. Los pueblos cuyo vecindario sea superior al que 
corresponda un distrito serán divididos en dos ó más, agre- 
gando á cada uno, si fuere necesario, los pueblos más inme- 
diatos en número suficiente ; pero en ningún caso será se- 
gregado parte de un pueblo para formar otro distrito fuera 
de su térmiíio. 

Art. SO. Cada distrito nombrará un solo Diputado. 

Art. SI. La división de la provincia en distritos y la de- 
signación de los pueblos cabezas de cada uno que la Diputa- 
ción provincial proponga, será publicada en el Boletín oficial 
un mes ántes de elevar las propuestas al Gobierno. Durante 
este tiempo serán recibidas por el Gobernador de la provincia 
las reclamaciones y observaciones que con motivo de la di- 
visión hicieren los Ayuntamientos y vecinos; las cuales, jun- 
tamente con el proyecto de la Diputación, serán pasadas al 
Gobierno dentro de los ocho dias siguientes á la espiración 
del plazo. 

Art. Pueden ser Diputados provinciales todos los que 
teniendo aptitud para serlo á Cortes, reúnan las circunstan- 
cias expresadas en cualquiera de los párrafos siguientes: 

1 . ° Ser naturales del distrito por que fueren elegidos, ó de 
la población de que forme parte, y llevar cuatro años conse- 
cutivos de vecindad en la provincia. 

2. ° Llevar los mismos cuatro años consecutivos de vecin- 
dad en el distrito ó en la población de que forme parte. 
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3.° Llevar ocho años consecutivos de vecindad dentro de 
la provincia. 

En ningún caso pueden serlo: 

l.° Los Senadores, Diputados á Cortes y Concejales. 

¿° Los Alcaldes, Tenientes y Regidores. 

3.° Los empleados activos del Estado, de la provincia ó de 
alguno de sus Municipios. 

V Los que directa ó indirectamente tengan parte en ser - 
vicios, contratas ó suministros dentro de la provincia por 
cuenta de esta, del Estado ó de los Ayuntamientos. 

5. ° Los que desempeñen cargos públicos que por las leyes 
especiales estén declarados incompatibles con el de Diputado 
provincial. 

6. ° Los que tengan contienda administrativa ó judicial 
pendiente con la Diputación ó con los establecimientos suje- 
tos á la dependencia y administración de esta. 

Pueden excusarse los mismos á quienes se concede este 
derecho para los cargos de Concejales en el art. 39 de la 
ley municipal. 

Art. 83. La elección de Diputados provinciales tendrá lu- 
gar en la primera quincena del tercer mes del año económico. 

Art. 84. Los colegios y secciones electorales serán los 
mismos que sirvan para las elecciones municipales. 

Art. 85. Los Diputados electos presentarán sus actas en la 
Secretaría de la Diputación ocho dias ántes del en que deba 
celebrarse la apertura de las sesiones. En este dia, sin necesi- 
dad de prévia convocatoria , se reunirán los Diputados que 
hayan presentado sus actas, bajo la presidencia del Goberna- 
dor, y procederán á la constitución interina de la Dipu- 
tación. 

Art. 86. La Diputación provincial se constituye interi- 
namente, ocupando la Presidencia el Vocal de más edad y ha- 
ciendo de Secretarios los dos más jóvenes de entre los pre- 
sentes. 

Art. 87. Constituida la Diputación interinamente, y en la 
misma sesión, elegirá dos comisiones de tres Vocales cada una: 
la primera examinará las actas presentadas y que fueren pre- 
sentando los interesados ; la segunda examinará las actas de 
los Vocales que forman la primera. Ambas comisiones pre- 
sentarán inmediatamente sus dictámenes á la Diputación, la 
cual en su vista procederá sin interrupción á resolver en de- 
finitiva todas las reclamaciones y protestas á que las opera- 
ciones electorales hubieren dado lugar. 

Art. 88. Aprobadas las actas que no contuvieren protestas 
que afecten á la validez de la elección , procederá la Diputa- 
ción á constituirse definitivamente , eligiendo de su seno un 
Presidente, un Vicepresidente y dos Secretarios para todas las 
sesiones que hayan de celebrarse hasta la renovación. 
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Los Diputados que para la constitución definitiva no hu- 
bieren presentado sus actas , se entenderá que renuncian el 
cargo. La Diputación declarará la vacante , procediéndose á 
elección parcial en la forma y tiempo que la ley determina. 

Art. 29. Si la Diputación acordare la anulación de algún 
acta, declarará la vacante y se procederá á nueva elección en 
la misma forma, sin perjuicio de los recursos á que hubiere 
lugar. 

Art. 30. Contra las resoluciones de la Diputación pro- 
vincial se establece recurso contencioso-administrativo ante 
la Audiencia respectiva. El interesado interpondrá el recurso 
dentro de los ocho dias siguientes á la publicación del acuerdo. 

Art. 31. La Diputación provincial se reunirá necesaria- 
mente en la capital de la provincia todos los años el primer 
dia útil de los meses quinto y décimo del año económico. 

Art. 32. La primera sesión de cada período será abierta 
por el Gobernador, en nombre del Gobierno. 

Art. 33. El cargo de Diputado es gratuito, honorífico, 
sujeto á responsabilidad, y no es renunciable sino por justa 
causa, una vez aceptado. 

Su duración es de cuatro años, haciéndose cada dos la 
renovación de la mitad de los que compongan la Diputación. 

La primera designación se hará por sorteo. Saldrá primero 
el número mayor, si el total no fuere susceptible de exacta di- 
visión , y en las renovaciones sucesivas saldrán los más an- 
tiguos. 

Art. 34. Las vacantes extraordinarias que por cualquier 
concepto ocurran, cuando ántes de la renovación general haya 
de verificarse alguna de las sesiones ordinarias de la Diputa- 
ción, serán cubiertas por elección parcial, ingresando el elegi- 
do en el lugar que corresponda al Diputado saliente. 

Cuando la vacante ocurriere por suspensión gubernativa 
ó judicial, ó después del plazo arriba expresado , el Gobierno 
la proveerá interinamente en cualquiera de los que ántes 
hayan desempeñado por elección el cargo de Diputado en el 
partido judicial á que corresponda el saliente. El nombrado 
continuará hasta que se resuelva definitivamente la suspen- 
sión del Diputado á quien reemplaza, ó hasta la primera re- 
novación , si en ella debiera aquel cesar por el turno esta- 
blecido. 

Art. 35. A la Diputación provincial corresponde admitir 
ó desechar las renuncias y declarar las vacantes. 

El Gobernador dispone las elecciones ordinarias y extraor- 
dinarias cuando, según las leyes , deban verificarse, y en la 
forma que las mismas determinen. Las elecciones serán anun- 
ciadas en los cinco dias siguientes al acuerdo en que se fun- 
den, y se verificarán dentro de un plazo que no baje de 40 dias 
ni exceda de 20, después de la convocación. 
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Art. 36. La Diputación fija en su primera sesión de cada 
período semestral el número de las que haya de celebrar du- 
rante el mismo. En caso de necesidad puede acordar próroga, 
con aquiescencia del Gobernador. 

Si durante la celebración de las sesiones sobrevinieren 
causas que hicieran peligrosa su continuación, el Gobernador 
puede suspenderlas ó aplazarlas , dando inmediatamente 
cuenta al Gobierno. 

Art. 37. La Diputación se reúne en sesión extraordinaria 
cuando para asuntos determinados sea necesario, á juicio del 
Gobierno , del Gobernador ó de la comisión provincial. 

Art. 38. El Gobernador hace la convocación, citando por 
escrito y en su domicilio á cada uno de los Vocales con ocho 
dias de antelación, y expresando el objeto, si se trata de se- 
sión extraordinaria. La reunión será anunciada con la misma 
antelación en el Boletín oficial de la provincia. 

Art. 39. Cuando, por fundados motivos, crea el Goberna- 
dor que de una reunión extraordinaria pueden sobrevenir al- 
teraciones en el orden público, suspenderá la convocación, 
dando cuenta al Gobierno y comunicándolo á la comisión pro- 
vincial en el término de tercero dia. 

Dentro de los 15 siguientes á la comunicación, el Gobier- 
no resolverá lo que proceda, aprobando el acuerdo del Go- 
bernador ó levantando la suspensión. Esta se entiende levan- 
tada cuando, pasado un mes desde el acuerdo de convocatoria, 
no se hubiere comunicado á la comisión provincial resolución 
alguna superior en contrario. 

Los plazos señalados en el párrafo anterior y los demás 
análogos, preceptuados por esta ley, se entienden ampliados por 
15 dias más, cuando se trate de las islas Baleares ó Canarias. 

Art. 40. Las sesiones serán públicas y de ellas se inser- 
tará dia por dia un extracto en el Boletín oficial. 

Pueden celebrarse en secreto, cuando la naturaleza del 
asunto lo exija y la Diputación lo acuerde, á petición del Pre- 
sidente, del Gobernador ó de cinco Vocales. En ningún caso 
dejarán de ser públicas las sesiones en que se trate así de 
cuentas, presupuestos y otros objetos relacionados con ellos, 
como de las actas de elecciones provinciales. 

Art. 41. Es obligatoria la asistencia á las sesiones. El Di- 
putado que, sin causa debidamente justificada, dejare de cum- 
i ir i° en es ^ e ar ^ Gl d° se dispone, incurrirá en una multa 
de ^5 pesetas por cada vez, siéndole además imputables los 
perjuicios á que su morosidad pudiese dar lugar. 

Los Diputados que tuvieren necesidad de ausentarse lo 
pondrán en conocimiento de la comisión provincial, sin cuyo 
requisito incurrirán en las responsabilidades expresadas en 
el artículo anterior. 

Durante las sesiones, se necesita para ausentarse obtener 
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la licencia de la Diputación, la cual solamente podrá conce- 
derla en cuanto sus efectos no se opongan á lo dispuesto en 
el artículo que sigue. 

Art. 4£. Para deliberar es necesaria, la presencia de la ma- 
yoría absoluta del número total de Diputados. 

Art. 43. Para formar acuerdo se necesita el voto de la ma- 
yoría de los concurrentes, salvo lo dispuesto en contrario por 
esta ley. En caso de empate se repetirá la votación al dia 
siguiente; y si hubiere segundo empate, será resuelto por el 
Presidente. 

Art. 44. Son aplicables á las Diputaciones provinciales, 
en la parte posible, las disposiciones contenidas en los artícu- 
los 55, 56, 94, 98, 100, 10£, 103 y 106 de la ley municipal. 

Art. 45. La Diputación forma su reglamento para el despa- 
cho de los negocios, orden de las sesiones y modo de fun- 
cionar. 

CAPITULO IV. 

Competencia y atribuciones de la Diputación provincial. 

Art. 46. Es de la exclusiva competencia de las Diputa- 
ciones provinciales la gestión, el gobierno y dirección de los 
intereses peculiares de las provincias, en cuanto, según esta 
ley ó la municipal, no correspondan á los Ayuntamientos, 
y en particular lo que se refiere á los objetos siguientes: 

1. ° Establecimiento y conservación de servicios que ten- 
gan por objeto la comodidad de los habitantes de las pro- 
vincias y el fomento de sus intereses materiales y morales, 
tales como caminos, canales de navegación y de riego, y toda 
clase de obras públicas de interés provincial, establecimien- 
tos de Beneficencia ó de Instrucción, concursos, exposiciones 
y otras instituciones de fomento, y demás objetos análogos. 

2. ® Administración de los fondos provinciales, ya sea para 
el aprovechamiento, disfrute y conservación de toda clase de 
bienes, acciones y derechos que pertenezcan á la provincia ó 
á establecimientos que de ella dependan , ya para la determi- 
nación, repartimiento, inversión y cuenta de los recursos ne- 
cesarios para la realización de los servicios que están confia- 
dos á las Diputaciones. 

Estas corporaciones se acomodarán á lo mandado por las 
leyes y disposiciones dictadas para su ejecución, en todos los 
asuntos que según la presente no les competan exclusiva- 
mente , y en que obren por delegación. 

Es aplicable á las Diputaciones provinciales lo dispuesto 
en el art. 73 de la ley municipal. También lo es el art. 68 de 
la misma ley, en cuanto se acomode á la naturaleza de los 
servicios encomendados á estas corporaciones. 

Los establecimientos de enseñanza, creados ó sostenidos por 
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las Diputaciones provinciales, se acomodarán á lo que dispon- 
ga la ley de Instrucción pública, siempre que los estudios he- 
chos en ellos hubiesen de tener valor académico en rela- 
ción con las carreras para cuyo ejercicio sea necesario título 
oficial. 

Art. 47. Los acuerdos tomados por la Diputación pro- 
vincial, en conformidad á lo dispuesto en el artículo anterior, 
son ejecutivos, sin perjuicio de los recursos establecidos en 
esta ley. 

Art. 48. Los acuerdos de la Diputación provincial serán 
comunicados en término de tercero dia al Gobernador, el cual 
puede suspenderlos por sí ó á instancia de cualquier resi- 
dente en la provincia en los casos siguientes : 

1 .* Por recaer en asuntos que, según esta ley ú otras es- 
peciales, no sean de la competencia de la Diputación. 

&.° Por delincuencia. 

La suspensión se comunicará á la comisión provincial 
dentro de los ocho dias siguientes á la notificación del acuerdo, 
pasado cuyo plazo, este es ejecutivo de derecho. El plazo em- 
pezará á correr desde la revisión del expediente, si el Gober- 
nador lo reclamare por creer conveniente su exámen. 

La suspensión, en todo caso, será motivada, con expresión 
concreta y precisa de las disposiciones legales en que se funde. 

Art. 49. El Gobernador suspenderá también la ejecución 
de los acuerdos á que se refiere el párrafo primero del artículo 
anterior, cuando de ella hubiere de resultar perjuicio en los 
derechos civiles de un tercero. 

La suspensión, en este caso, tendrá lugar solamente en 
cuanto el interesado lo solicitare, reclamando al mismo tiem- 
po contra el acuerdo. 

El Gobernador decretará la suspensión, si procede, dentro 
de los tres dias siguientes á la petición, y la comunicará en 
el inmediato al interesado y á la comisión provincial. 

Art. 50. No podrá ser suspendida la ejecución de los acuer- 
dos dictados en asuntos de la competencia de la Diputación, 
aun cuando por ellos y en su forma se infrinja alguna de las 
disposiciones de esta ley ú otras especiales. 

En este caso se concede recurso de alzada para ante el 
Gobierno á cualquiera, sea ó no residente en la provincia, que 
se crea perjudicado por la ejecución del acuerdo. Este recur- 
so será entablado en la forma que dispone el art. 133 de la 
ley municipal. 

Art. 51. Los que se crean perjudicados en sus derechos 
óiviles por los acuerdos de la Diputación, haya sido ó no sus- 
pendida su ejecución en virtud de lo dispuesto en los dos 
artículos anteriores, pueden reclamar contra ellos , mediante 
demanda ante el Juez ó Tribunal competente, según lo que, 
atendida la naturaleza del asunto, dispongan las leyes. 
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El Juez o Tribunal que entienda en el asunto puede sus- 
pender por primera providencia, á petición del interesado , la 
ejecución del acuerdo apelado, si este no hubiere tenido lu- 
gar, según lo dispuesto en el art. 160 de la ley municipal, 
cuando á su juicio proceda y convenga, para evitar un per- 
juicio grave é irreparable. 

Para interponer esta demanda se concede un plazo de 30 
dias , que comenzará á contarse desde la fecha de la notiíi- 
cacion del acuerdo ó desde la en que sea comunicada la 
suspensión en su caso; pasado el cual sin haberse interpuesto 
ia demanda, queda levantada de derecho la suspensión y con- 
sentido el acuerdo. 

Art. 52. Suspendido ó apelado el acuerdo en virtud de 
lo dispuesto en los artículos 48, 49, 50 y 51, el Gobernador, 
dentro de los ocho dias siguientes al en que se lo comunicara 
á la comisión provincial, remitirá los antecedentes al Minis- 
terio de la Gobernación, en el primer caso, ó al Juez ó Tribu- 
nal competente, en el segundo. 

Art. 53. Los acuerdos suspendidos ó apelados se comuni- 
carán en término de ocho dias al Gobierno, el cual los resol- 
verá en la forma preceptuada en el art. 167 de la ley 
municipal y dentro de los 40 dias, después de la remisión del 
expediente. Pasado este plazo, los acuerdos se entienden apro- 
bados y son ejecutivos de derecho. 

Estos plazos, y los demás relativos á la suspensión de los 
acuerdos, quedarán reducidos á la cuarta parte, cuando se tra- 
te de asuntos que la comisión y el Gobernador estuviesen 
conformes en calificar de urgentes. 

Art. 54. Son aplicables á estos acuerdos las disposiciones 
contenidas en los artículos 168 y 169 de la ley municipal. 

Art. 55. Los repartimientos de todo género que haga la 
Diputación entre los pueblos de la provincia para cubrir los 
cupos generales señalados á esta y el necesario para los gas- 
tos provinciales, son ejecutivos, con apelación al Gobierno. 

Art. 56. Cuando para alguno de los objetos señalados en 
el párrafo primero del art. 46 quieran asociarse dos ó más 
provincias, constituirán una Junta por medio de sus comisio- 
nes, cuyos acuerdos serán sometidos á las respectivas Dipu- 
taciones, y á falta de conformidad de una ó de todas, al Go- 
bierno. 

CAPÍTULO V. 

Organización y modo de funcionar de la comisión provincial. 

Art. 57. La Diputación provincial, en su primera sesión 
ordinaria de cada año, elegirá los individuos que hayan de 
formar la comisión provincial. 

Art. 58. La comisión se compone de cinco Diputados, en- 
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iré los cuales no habrá más de uno del mismo partido judicial. 

Los cargos durarán dos años, haciéndose la renovación en 
la misma forma que en el art 34 se determina. 

¿as vacantes extraordinarias ántes de la época señalada 
en el artículo anterior serán cubiertas en la primera sesión de 
la Diputación provincial. Los elegidos ocuparán, respecto al 
turno de salida, el lugar de los Vocales á quienes reemplazan . 

A la comisión provincial corresponde resolver acerca de 
las excusas alegadas por los nombrados. 

Art. 59. La comisión provincial está siempre en funcio- 
nes activas y reside en la capital de la provincia. 

Sus Vocales disfrutan de una indemnización que acuerda 
la Diputación, y no excederá de 5.000, 4.000 ó 3.000 pesetas, 
en las provincias de primera, segunda y tercera clase respec- 
tivamente. 

La Diputación acuerda también la manera de distribuir 
esta indemnización entre los Vocales de la comisión, y puede 
reducir la parte que proporcionalmente hubieren de percibir 
los avecindados en la capital de la provincia. 

Art. 60. La comisión provincial se reunirá cuantas veces 
lo exijan los negocios que estén á su cargo, según el orden 
que establezca en la primera sesión de cada mes. 

Art. 61. Es Presidente de la comisión el Gobernador, y 
Secretario el mismo que lo sea de la Diputación. Ninguno de 
los dos tiene voto en los acuerdos , salvo lo que respecto al 
Gobernador dispone el artículo siguiente. 

La comisión elige un Vicepresidente de su seno para 
reemplazar al Presidente cuando fuera necesario. 

Art. 6$. Para deliberar es necesaria la presencia de tres 
Vocales, y este mismo número* de votos conformes hace 
acuerdo. 

En caso de no reunirse en una votación aquel número 
de votos conformes se repetirá al dia siguiente, formando 
acuerdo la mayoría; y si aun entonces resultare empate, de- 
cidirá el voto del Presidente. 

Art. 63. Es obligatoria la asistencia á las sesiones, una 
vez aceptado el cargo. 

Si algún Vocal dejare de asistir á cuatro sesiones conse- 
cutivas sin licencia de la comisión, ni justa causa aceptada 
por esta, se entenderá que renuncia su cargo, sin perjuicio 
de la responsabilidad en que según el art. 44 pueda incurrir. 

Art. 64. Las sesiones serán secretas cuando así lo acuer- 
de la mayoría de los asistentes por tratarse de preparación 
de expedientes, asuntos de mera tramitación ó relativos al 
orden público y régimen interior de la * corporación , o por 
afectar al decoro de la misma ó de cualquiera de sus 
miembros. 

Serán públicas en todos los demás casos, sin que por mn* 
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cam concepto puedan dejar de serlo cuando se trate de ape. 
liciones ó revisión de acuerdos de los Ayuntamientos. Lo 8 
interesados pueden, con permiso del Presidente, hacer á l a 
comisión las observaciones que crean oportunas. 

La celebración de las sesiones en que se trate de apelación 
ó revisión de acuerdos de los Ayuntamientos será anunciada 
con la debida antelación en el Boletín oficial de la provincia. 
En todo caso, y siempre que no se trate de asuntos necesa- 
riamente reservados, los acuerdos se publicarán en la forma 
que dispone el art. 40. 

Art. 65. Son aplicables á estas sesiones las disposiciones 
citadas en el art. 44, en cuanto sean compatibles con la orga- 
nización y modo de funcionar de este cuerpo. 

CAPÍTULO YI. 

Competencia y atribuciones de la comisión provincial . 

Art. 66. A la comisión provincial corresponde vigilar la 
exacta ejecución de los acuerdos de la Diputación provincial 
y la preparación de todos los asuntos de que esta haya de 
ocuparse. En su virtud dictará las disposiciones necesarias 
al efecto, proveyendo lo que corresponda en casos de omi- 
sión, negligencia ú oposición por parte de los encargados de 
la ejecución, y dando cuenta á la Diputación provincial de lo 
que observe. 

Corresponde privativamente á la comisión la resolución 
de todas las incidencias de quintas, la revisión de los acuer- 
dos de los Ayuntamientos y la resolución de las reclama- 
ciones y protestas en las elecciones de Concejales, y de las 
incapacidades ó excusas de estos, en los casos y forma que la 
ley municipal y la electoral determinen. 

Son aplicables á los acuerdos de la comisión provincial las 
disposiciones de los artículos 48 y siguientes de esta ley refe- 
rentes á los de la Diputación. 

Art. 67. En cada una de las reuniones semestrales de la 
Diputación provincial la comisión presentará una Memoria 
que exprese los asuntos de que aquella haya de ocuparse, con 
noticia de los negocios pendientes y estado de las cuentas, 
fondos y administración provincial. 

Art. 68. La comisión provincial resuelve interinamente 
los asuntos encomendados ála Diputación, cuando su urgen- 
cia no consintiere dilación y su importancia no justiñcare la 
reunión extraordinaria de esta. La comisión dará cuenta de 
estos acuerdos en la primera sesión de la Diputación, y esta 
puede revocar ó modificar los que por su naturaleza no 
causen estado, quedando en todo caso responsable la comi- 
sión por sus resultas. 
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Art. 69. La comisión hace á la Diputación las propuestas 
de los empleados que esta haya de nombrar. 

Puede también suspenderles por justas causas, dando cuen- 
ta á la Diputación en su primera reunión. 

, Art. 70. La comisión dirige los litigios seguidos en nom- 
bre de la provincia. 

Para entablar demandas ordinarias de mayor cuantía es 
necesario el acuerdo de la Diputación provincial : para todos 
los demás casos es suficiente el de la comisión. 

CAPÍTULO VIL 

Empleados y agentes de la administración provincial. 

Art. 74. Las dependencias de la Diputación provincial se 
componen: 

1. De la Secretaría. 

9.° De la Contaduría. 

3.° De la Depositaría. 

Al frente de cada una de estas secciones habrá un Jefe, 
bajo cuyas órdenes servirán los empleados necesarios. 

Art. 19. La Diputación provincial nombra y separa á los 
tres Jefes indicados en el artículo anterior. 

Nombra y separa también, á propuesta de la comisión, á 
los demás empleados. 

Fija el sueldo de todos, arregla la plantilla y acuerda el 
reglamento de servicio interior, á propuesta de la comisión. 

Art. 73. La Diputación provincial y la comisión pueden 
dar encargo á cualquiera de sus Vocales ó dependientes para 
girar visitas de inspección á los Ayuntamientos con el fin de 
enterarse del estado de sus servicios, cuentas y Archivos. 

En estas visitas no se dictará providencia alguna sobre los 
asuntos municipales, y se limitarán los delegados á informar á 
la Diputación o comisión , las cuales podrán adoptar las dis- 
posiciones que estimen convenientes dentro de su compe- 
tencia. 

Para ordenar dichas visitas se tendrán presentes las dis- 
posiciones prevenidas en la ley electoral. 

Art. 74. El Secretario tiene á su cargo la preparación y 
tramitación de los asuntos de que hayan de conocer la comi- 
sión y Diputación, la redacción de sus actas y acuerdos, la 
correspondencia y el cuidado y conservación de 9U Archivo. 

Firma con el Presidente los acuerdos y decretos de la co- 
misión, autorizándoles con el sello de la provincia, cuya guar- 
da le estará encomendada, y cuida de que sean notificados á 
quien corresponda. 

Art. 75. El nombramiento de Contadores se hará por con- 
curso entre los que reúnan las circunstancias siguientes: 
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1 * Ser ó haber sido Contador con arreglo á esta ley en 
provincia de igual categoría. 

°>, * Haber desempeñado durante dos anos con las mis- 
mas condiciones igual destino en provincia de eategoría in- 
mediatamente inferior. . , „ , 

3. a Haber servido durante seis anos, y entre ellos dos como 
Oficial primero de Contaduría u otro destino análogo , en la 
misma provincia ú otra de igual categoría. 

4* Ser profesor mercantil. 

Art. 76. El Contador tiene á, su cargo la oficina de cuen- 
ta y razón y la Intervención de fondos provinciales. 

En tal concepto registra las entradas y salidas de fondos, 
autoriza con el Vicepresidente los libramientos, hace los asien- 
tos necesarios en los libros que lleve al efecto y prepara los 
presupuestos y cuentas que han de ser sometidos á la Diputa- 
ción. 

Art. 77. El Depositario es el único encargado de la custo- 
dia de los fondos provinciales, y prestará como tal las fianzas 
que la Diputación exija. 

Si la entidad de los fondos lo consiente, habrá dos cajas' 
una general con tres llaves, que tendrán el Vicepresidente, De- 
positario y Contador, y otra diaria, donde, bajo la guarda ex- 
clusiva del Depositario , estarán los fondos destinados á las 
atenciones de cada semana. 

El Depositario no hará pagos, ni recibirá cantidades, sino 
en virtud de un mandato autorizado por el Vicepresidente y 
Contador. 


CAPITULO VIII. 

Presupuestos y cuentas provinciales. 

Art. 78. Son aplicables á los presupuestos provinciales las 
disposiciones contenidas en los artículos 125, 126, 128, 134, 
135, 136, 138 y 145 de la ley municipal. 

Art. .79. Los presupuestos provinciales contendrán pre- 
cisamente las partidas necesarias , según los recursos de la 
provincia, para atender á los servicios siguientes: 

i- Personal y material de sus oficinas y dependencias 
y establecimientos provinciales de Beneficencia, Sanidad é 
Instrucción. 

2. ° Conservación y administración de las fincas y edifi- 
cios de la provincia. 

3. Construcción , conservación y administración de sus 
obras públicas. 

f/ 0 inspección de los montes municipales. 

‘2'c £ ome ™° y conservación del arbolado^ 

o Suscricion á la Gaceta, Diario de las Chics y Colección 
legislativa. 



157 

7. ° Fondo de imprevistos y calamidades públicas. 

8. ° Anuncio?, impresiones y otros gastos que se conside- 
ren necesarios ó convenientes. 

9. " Todos los demás gastos que clara y terminantemente 
exijan esta y otras leyes en la parte que deban ser cumplidas 
por la provincia. 

Art. 80. La comisión formará el presupuesto en todo el 
. noveno mes del año económico, y le presentará á la Diputa- 
ción provincial en su reunión ordinaria del mes siguiente. Esta 
le examinará, nombrando al efecto, si lo tiene por conve- 
niente, una comisión especial, y le aprobará ó le modificará 
en todo ó en parte. 

Para la aprobación del presupuesto se requiere el voto 
de la mayoría absoluta del total de Diputados. 

El presupuesto definitivamente aprobado por la Diputa- 
ción será ejecutivo y principiará á regir en el siguiente año 
económico. 

Si para entonces no estuviere aprobado el presupuesto, se- 
guirá rigiendo el anterior en la parte necesaria. 

Art. 81. Para cubrir los gastos consignados en los presu- 
puestos provinciales, las Diputaciones utilizarán los recursos 
que procedan, así de rentas y productos de toda clase de bienes, 
derechos ó capitales que por bualquier concepto pertenezcan 
á la provincia ó á los establecimientos que de ella dependan, 
como los de las obras públicas, instituciones ó servicios cos- 
teados de sus fondos. 

Si estos no fueren suficientes, la Diputación verificará por 
el resto un repartimiento entre los pueblos de la provincia, en 
proporción á lo que por contribuciones directas pague cada 
uno al Tesoro. 

Art. 8£. Esta cuota será incluida en el presupuesto de 
cada pueblo, y su importe íntegro ingresará en las Deposi- 
tarías provinciales en la época de recaudación ordinaria, ó 
ántes si voluntariamente lo entregan los Ayuntamientos. 

Art. ¡33. Son aplicables á las comisiones en todo lo que se 
refiere á la recaudación, administración y custodia de los fon., 
dos provinciales las disposiciones contenidas en los artícu- 
los 146, 147, 1ÍS0, 151 y 157 de la ley municipal. 

La ordenación de pagos corresponde al Vicepresidente de 
la comisión, y la Intervención al Contador. 

Art. 84. Las cuentas de cada ejercicio se formarán en las 
épocas correspondientes y serán sometidas á la comisión pro- 
vincial con los documentos justificativos dentro de los dos 
meses siguientes al ejercicio de que procedan. 

IJn extracto de ellas se insertará en el Boletín oficial , y las 
originales quedarán expuestas al público en la Secretaría has- 
ta que la Diputación provincial se reúna para su aprobación. 

Art. 85. La Diputación procederá al examen de las cuen- 
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tas generales, trimestrales, notas y extractos á que el art. 83 
se refiere, y que habrán de ser también publicadas en el fio- 
Ictin oficial, nombrando al electo una comisión especial, si lo 

cree necesario. .. . , , . . 

La Diputación puede pedir los documentos relacionados 
con las cuentas, y llamar á su seno para recibir su informe 
oral á cuantas personas hayan intervenido en las operacio- 
nes á que aquellas se refieran. # 

Art. 86. Las cuentas quedaran definitivamente aprobadas, 
con las reservas establecidas en el art. 166 de la ley mu- 
nicipal, si obtuvieren el voto de la mayoría de los Vocales 
que componen la Diputación, no contando á los de la comi- 
sión, que no tendrán voto en este acto. 

Las cuentas pasarán al Tribunal de las del Reino por con- 
ducto del Gobierno para su revisión total ó parcial en los 
casos siguientes : 

l.° Cuando no fueren aprobadas por mayoría bastante. 

%° Cuando contra el fallo de la Diputación mediare recla- 
mación ó protesta de alguno de los interesados en ellas, siendo 
considerados como tales todos los Ayuntamientos de la pro- 
vincia. 

La revisión se limitará á la partida ó partidas respecto 
á las que hubiere mediado reclamación ó protesta. 

Art. 87. El dictámen de la mayoría y los votos particu- 
lares, con un extracto de la discusión , serán impresos con 
las cuentas mismas, y se venderán ejemplares, repartiéndose 
además á todos los Diputados y Ayuntamientos de la pro- 
vincia. 


TÍTULO III. 

DEPENDENCIA Y RESPONSABILIDAD DE LOS DIPUTADOS Y AGENTES 
DE LA ADMINISTRACION PROVINCIAL. 

Art. 88. Las Diputaciones y comisiones provinciales obran 
bajo la dependencia del Gobierno, y están por consiguiente 
sujetas á la responsabilidad administrativa que proceda en 
todos aquellos asuntos que, según esta ley ó las sucesivas, no 
les competan exclusivamente, y ejercen sus atribuciones pro- 
pias con absoluta independencia, sin perjuicio de la inspec- 
ción que al Gobierno se concede á fin de impedir las infrac- 
ciones de esta ley, de la Constitución y de las demás generales 
del Estado. 

El Ministro de la Gobernación es el único encargado de 
trasmitir á las Diputaciones y comisiones provinciales las le- 
yes y las disposiciones del Gobierno en la parte que deban 
ser ejecutadas por estas corporaciones. 
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Art. 89- Las Diputaciones provinciales incurren en res- 
ponsabilidad: 

l.° Por infracción manifiesta de la ley en sus actos ó 
acuerdos, bien sea atribuyéndose facultades que no les com- 
petan, ó abusando de las propias. 

£.° Por desobediencia al Gobierno en los asuntos en que 
proceden por delegación y bajo la dependencia de este. 

3. ° Por desacato á la Autoridad. 

4. ° Por negligencia ú omisión de que resulte perjuicio 
en los intereses ó servicios que les están encomendados. 

Art. 90. La responsabilidad se exigirá administrativa ó 
judicialmente, en su caso, según la naturaleza del acto ú 
omisión. 

La responsabilidad sólo será exigida á los Diputados que 
hubieren incurrido en la omisión ó tomado parte directamente 
en el acto ó acuerdo que la motive. 

Art. 91. La responsabilidad administrativa comprende el 
apercibimiento, la multa y la suspensión. 

Es aplicable á estas penas lo dispuesto en el art. 174 de la 
ley municipal. 

Art. 9£. Para la imposición ó exacción de las multas se 
tendrán presentes las siguientes reglas: 

1. a La declaración de la pena corresponde al Gobierno, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y oyendo al interesado. 

$. a Las multas no excederán de 500 pesetas. 

3. a Las multas serán satisfechas por los Diputados res- 
ponsables, según el art. 90. 

4. a Son aplicables á estas multas las disposiciones conte- 
nidas en los artículos 176, 177 y 178 de la ley municipal. 

La reclamación gubernativa contra la imposición de las 
multas se entablará ante el Gobierno mismo , que la resol- 
verá con audiencia del Consejo de Estado; la judicial tendrá 
lugar ante el Tribunal Supremo de Justicia en la via conten- 
cioso-administrativa. 

Art. 93. Procede la suspensión en los casos que expresa 
el art. 180 de la ley municipal. 

Es aplicable á los expedientes de suspensión de los Dipu- 
tados provinciales lo dispuesto en el art. 18& de la ley muni- 
cipal. 

En los casos de urgencia puede el Gobierno resolver por 
sí- y bajo su responsabilidad, sin audiencia del Consejo de 
Estado. 

Trascurridos los plazos que en el citado artículo se ex- 
presan sin haberse resuelto el expediente en ningún sentido, 
volverán los Diputados suspensos al ejercicio de sus funcio- 
nes, siendo á ellos aplicable el art. 181 de la ley municipal. 

Los decretos serán en todo caso publicados en la Gaceta, 
con inserción de los dictámenes del Consejo de Estado. 
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Art 94. Las Diputaciones y comisiones provinciales no 
pueden ser disueltas, ni destituidos sus Vocales sino por sen- 
tencia ejecutoriada de los Tribunales. 

Los Vocales de la comisión serán removidos de sus car- 
gos por la Diputación, siempre que incurriesen en hechos que 
pudieran dar lugar á suspensión administrativa ó judicial. 

Art. 95. Los Diputados á quienes se exija responsabilidad 
civil ó criminal por acuerdo de las Diputaciones o del Gobier- 
no quedarán suspensos en sus cargos hasta la sentencia de- 
finitiva, siéndoles aplicable lo dispuesto en el art. 186 de la ley 
municipal. 

Art. 96. Los Diputados destituidos no pueden ser reelegi- 
dos hasta pasados seis años por lo ménos , y en el caso de 
que la sentencia no impusiere pena de inhabilitación por ma- 
yor tiempo. 

Art. 97. Para los delitos que cometan las Diputaciones 
provinciales y los Gobernadores en el ejercicio de sus funcio- 
nes será Juez competente en primera instancia la Audiencia 
del territorio, y el Tribunal Supremo en último grado. 

Art. 98. Los empleados y agentes de la administración 
provincial nombrados por la Diputación provincial ó la co- 
misión están sujetos á su obediencia, y son responsables ante 
ellas con arreglo á esta ley. 


DISPOSICIONES ADICIONALES. 

1. a Quedan derogadas todas las leyes y disposiciones an- 
teriores relativas al régimen de las provincias. 

£. a El Gobierno dictará, con sujeción á esta ley, los regla- 
mentos necesarios para su ejecución. 

3. a En atención á la organización especial délas Provincias 
Vascongadas, reconocida por la ley de %o de Octubre de 1839, 
el Gobierno, oyendo á sus Diputaciones forales, resolverá las 
dificultades que ocurran sobre la ejecución de esta ley. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

1/ Los Contadores y empleados que hayan obtenido sus 
destinos por oposición no podrán ser removidos ni separados 
sino por causa justificada en expediente que se instruya qpn 
su audiencia, dándose la via contenciosa contra la resolución. 

2. a La división de las provincias en distritos para los efec- 
tos de esta ley se hará por el Gobierno, oyendo á las actuales 
Diputaciones, y sin perjuicio de reformarla después que ha- 
yan sido elegidas las primeras Diputaciones en conformidad 
á lo en ella dispuesto. 

3. a He autoriza al Gobierno de S. A. para proceder á la 
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elección total de las Diputaciones provinciales con arreglo á 
esta ley, y para dictar las disposiciones que al efecto sean 
necesarias. 

4. a Esta ley será aplicable desde luego á la provincia de 
Puerto-Rico, con arreglo al proyecto de Constitución de la 
misma. 

De acuerdo de las Cortes Constituyentes se comunica al 
Regente del Reino para su promulgación como ley. 

Palacio de las Cortes tre^ de Junio de mil ochocientos se- 
tenta.=Manuel Ruiz Zorrilla, Presidente.=Manuel de Llano 
y Pérsi, Diputado Secretario.= Julián Sánchez Ruano, Diputa- 
do Secretario.=Francisco Javier Carratalá, Diputado Secre- 
tario.=Mariano Rius, Diputado Secretario. 

Por tanto : 

Mando á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Goberna- 
dores y demás Autoridades , así civiles como militares y ecle- 
siásticas de cualquier clase y dignidad, que lo guarden y 
hagan guardar, cumplir y ejecutar en todas sus partes. 

Dado en San Ildefonso á veinte de Agosto de mil ocho- 
cientos setenta. 

FRANCISCO SERRANO. 

El Ministro de la Gobernación, 

Nicolás liaría Itivero. 
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